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INTRODUCCION 

De sumo interés representa el estudio de las ramas que integran al amplio 

y vasto derecho administrativo, cuya Importancia trasciende en el ámbito de la 

administración pública en el mejoramiento de la relación Estado - Particular, y 

aún más lo constituye el somero estudio del aspecto penal enfocado al área 

ádminlstrativa, pues sus lineamientos carecen de un cuidadoso análisis que 

Implique una correcta aplicación sancionadora al gobernado . 

Es pertinente y correcto definir el tipo de penalidad que debe ser impuesta 

al infractor de toda contravención o falta administrativa, partiendo desde su 

fundamento de ley hasta su desglose elemental y que repercuta en una amplia 

visión jurldica respecto a la correcta naturaleza de esta figura y su distinción con 

el delito, noción que en el mayor de los casos se confunde y se aplica en forma 

Indistinta, equiparando las sanciones impuestas de manera equivoca e 

Incorrecta. 

El presente tema se desarrolla de acuerdo a opiniones diversas de 

estudiosos del derecho y diversas interpretaciones de la Corte los cuales 

representan una valiosa herramienta esclarecedora en la investigación realizada, 

por tanto, la primera parte pretende conocer los puntos históricos mexicanos de 

acuerdo a la sanciones impuestas en distintas etapas de nuestra nación, asl 

como el antecedente legislativo formal en el que se ha plasmado una potestad 

sancionadora administrativa a lo largo de nuestro tiempo. 

---,ri-i;S~lS-;C~'01;,-;-~ --i 
fl\LLA DE_ORlQ_EN 
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Seguido del conocimiento fundamental de dicha noción, a partfr de su 

base legal, la justificación de su presencia en nuestra legislación y los fines que 

pretende· alcanzar la administración pública en cuánto a su contenido y 

naturaleza legal, asimismo se estudia el alcance sancionador en las atribuciones 

de la autoridad polltica, elementos comprendidos y analizados dentro del 

capitulo tercero del actual compendio. 

El capitulo cuarto pretende conocer las principales nociones que 

diferencian al delito de la contravención administrativa, de acuerdo a criterios de 

distintos juristas como a diversas tesis que el Máximo Tribunal mexicano ha 

emitido y conforme a la exposición sancionadora legal vigente, todo ello, con el 

claro propósito de conocer la verdadera esencia jurldlca respecto a la cuál debe 

ser realmente castigada la infracción administrativa. 

·éomo último punto, señalo las sanciones aplicadas en la actualidad a esta 

·figura, débato ampliamente su contenido, analizando los principios que el 

. leglslad~r Intentó plasmar en la ley. El objeto primordial consiste de igual manera 

en conocer los aspectos contradictorios y poco regulados en lo concerniente a 

·.este punto. De manera breve se exponen los temas mencionados con la 

finalidad de un conocimiento analltico y práctico que conlleve a ciertas reformas 

y sugerencias que deben implementarse como ayuda práctica al gobernado en 

su vinculación jurldica con la Administración Pública Mexicana. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 



CAPITULO 1 

METODOLOGIA DE LA INVESTIGACIÓN. 

1.1.Planteamlento del problema. 

A través de análisis de las infracciones administrativas llegar a la 

determinación de la necesidad de modificar el articulo 21 Constitucional que 

conlleve a la creación de un código de infracciones administrativas que por igual 

puedan utilizar todas las autoridades integrantes de la administración pública. 

1.2. Justificación del problema 

Es importante realizar una investigación analltica y desglosada sobre el 

tema de las infracciones administrativas y lo concerniente a la punibilidad que se 

les debe imponer como especial tema de estudio, toda vez que nuestros 

legisladores y demás estudiosos del derecho han dado vagas definiciones de su 

concepto sin ponerse de acuerdo en determinar la verdadera naturaleza de las 

mismas y por consecuencia, erróneamente se le ha equiparado con el delito 

común. 

Lo anterior ha dado pié en la actualidad a que se plasme de forma 
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nuestras autoridades,· ante tal irregularidad, desvirtúen de forma usual y 

reiterada.·. dicho· p~~cepto, estableciendo penalidades inconstitucionales de 

manera arbitrarla y dÍ~cfeclonal . 
. _, ,, f~·:; ,, . ' .. ' - , 

· PÓ~ I~ .· ao,:terior~ente •expuesto, es rlecesaria una Investigación profunda 

que nos permit~ é~i~blecer de manera atrevida la verd~dera naturaleza de las 
• :• .. ,_, _,,·, ... ' ', ,•' ·,,,.1 ... -,• ' 

infracciones+~éimlnlstrativ;;Ís en todós sus ámbitos, • para determinar las 

sanclon~s q~~ lé~ correspondan a nuestr~~ autoridades Imponer conforme a 

Derecho.· 

1.3. DELIMITACIÓN DE OBJETIVOS. 

1.3.1.0bjetivo General. 

Analizar la naturaleza de las infracciones administrativas en todos sus 

ámbitos, para determinar las sanciones que se les deben imponer en la 

legislación. 

1.3.2.0bjetivos Específicos. 

1.3.2.1.Conocer los antecedentes del poder sancionador de la 

administración pública dirigidas hacia la comisión de 

infracciones administrativas. 

1.3.2.2. Identificar el poder sancionador de la administración 

pública en nuestra legislación. 

1.3.2.3. Comparar el concepto y naturaleza de la infracción 

administrativa en la doctrina. 

1.3.2.4. Distinguir y contrastar la infracción administrativa del 

delito. 



1.3.2.5. Conocer las sanciones impuestas a las infracciones 

administrativas en la teorla y en la práctica. 

1.3.2.6. Refutar las sanciones impuestas a las infracciones 

Administrativas establecidas en la legislación común 

y la Constitución. 

1.3.2.7. Determinar la necesidad de suprimir el arresto hasta 

36 horas impuesto en la Constitución por multa 

como sanción principal y su alternancia con el 

trabajo social. 

1.4. FORMULACIÓN DE LA HIPÓTESIS. 

Es fundamental el establecimiento conmutativo de la sanción pecuniaria 

por el trabajo social, como medida protectora del Estado hacia el sector popular 

de escasos recursos económicos, y la eliminación del arresto como pena 

prevista en el texto Constitucional, especlficamente en el articulo 21, en virtud de 

la naturaleza Sui Generis que engloba a la infracción administrativa y por la 

convivencia indebida que se establece en nuestros dlas entre infractores y 

delincuentes en las mismas cárceles preventivas. 

1.5. IDENTIFICACIÓN DE LAS VARIABLES. 

1.5.1.Varlable Independiente. 

La aplicación de la multa como sanción principal con la supresión del 

arresto y la implementación alternativa del trabajo social en la Constitución que 

repercuta en la claridad de las sanciones previstas en la legislación común. 
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1.5.2. Variable Dependiente. 

El inadecuado establecimiento del arresto impuesto como sanción 

privativa de libertad al infractor administrativo señalado en la Constitución, y la 

deficiente delimitación del poder sancionador de la administración pública con 

respecto a las infracciones administrativas en la legislación 

1.6. TIPO DE ESTUDIO. 

1.6.1.investigación documental. 

El presente trabajo se ha expuesto y fundado en distinto material 

pedagógico, asl como en libros didácticos de juristas especializados en la 

materia y jurisprudencia recabada vla interne! en la página de la Suprema Corte 

De Justicia de la Nación, dicha documentación se recabó en numerosas visitas a 

diversas bibliotecas tanto públicas como privadas, asl como a la legislación 

vigente recabada de mi biblioteca particular. 

1.6.1.1. Blbliotecas Públicas. 

Unidad de servicios bibliotecarios e informáticos de la Universidad 

Veracruzana, ubicada en Boulevard Adolfo Ruiz Cortinez sin número, Esquina 

Juan Pablo 11, Boca del Rlo, Veracruz. 

1.6.1.2. Blbliotecas Privadas. 

Biblioteca de la Universidad Autónoma de Veracruz, Villa Rica, ubicada en 

Avenida Urano esquina Progreso, fraccionamiento Jardines de Mocambo, Boca 

del Ria, Veracruz. 



Biblioteca "San José de Calasanz" en . lá Universidad Cristóbal Colón, ·· 

ubicada en Carréter.~ I~ 86uéaria sin número, Veracr~z,Vera~r~z. · • · -

Biblioteca de la familia Castillo Hernández, ubicada en Huachinango 583, 

Costa de Oro. Boca del Ria, Veracruz. 

1.6.2 Técnicas Empleadas. 

En el presente trabajo se elaboraron fichas bibliográficas para lograr un 

orden en la Investigación realizada. 

1.6.2.1.Fichas bibliográficas. 

Se estructuraron fichas bibliográficas las cuáles siguieron la siguiente 

forma: 

Nombre del autor. 

Titulo de la obra. 

Edición. 

Editorial. 

Lugar, fecha, año. 

Páginas consultadas. 

1.6.2.2. Fichas de trabajo. 

Utilizadas para organizar el material seleccionado conteniendo un 

breve resumen de los datos manejados y se componen de la manera 

siguiente: 
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Fuente.- Datos bibliográficos. 

Asignación temátiéa.- Relacionar eitemél con el contenido. 

Contenido.- Regist~o d~, la inforniaC:iÓn aplicada. 

T'f:SIS CON 
FALLA DE OIUGEN 



CAPITULO 2 

ANTECEDENTES DEL PODER SANCIONADOR DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA EN RELACIÓN A LA COMISIÓN DE INFRACCIONES 

ADMINISTRATIVAS. 

2.1.- ANTECEDENTES DEL SISTEMA SANCIONADOR ROMANO. 

2.1.1.- EL SISTEMA APLICADO EN ROMA. 

El sistema sancionador del pueblo romano encontraba su pilar antes de la 

fundación de Roma en la venganza privada la cuál correspondla ejercer al 

Paterfamilias. A este mismo dentro de la organización social y polltica de Roma 

se le permitla aplicar a su voluntad la pena de muerte a los miembros de su 

familia. Se establece en el mismo sistema a partir de la fundación de Roma una 

diferenciación entre los delitos del orden público (Crimina Publica) y los del orden 

privado (Delicta Privata ), fundamentados en la Ley de las XII Tablas; de 

acuerdo a su evolución penal la doctrina divide al sistema penal Romano para 

su estudio en tres etapas: 

a).-Derecho Romano primitivo. 

c).- El Derecho Penal en el imperio Romano. 
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·En el Derecho Romano primitiv~ se: le. otorga al delito y a la pena un 

sentido meramente público, ya que al primero se le consideraba ofensa pública 

aún c,u.ando se tratare de delicta privata, y el segundo era considerado penalidad 

P.úbiica impuesta por la comisión de un delito, correspondiendo al Estado su 

apUcación. Se contempla como Crimina Publica aquellos crímenes cometidos en 

contra de los bienes jurídicos del pueblo, abarcando lo anterior en el perduellio 

que significaba la guerra Injusta, perversa, cometida contra la propia comunidad, 

equiparándose a la traición, o la denominada proditio, delito en el que se 

atentaba contra la seguridad del estado cometida por aquél ciudadano que 

auxiliaba a un extranjero a cometer perjuicio contra su patria. 

Estos crímenes públicos quedaron establecidos en la Lex Julia, que los 

clasificaba de acuerdo a los que comprometían la integridad territorial, o la 

excitación del pueblo a la guerra y se prolongaba la responsabilidad del 

delincuente a sus descendientes. Por cuánto hace a los Crimina Privada se 

configura dentro del mismo el parricidium, entendiéndose como tal, a la muerte 

del jefe familiar Pater Familiae. Esta clasificación comprende la comisión de 

todos aquellos delitos del orden común como el de daños, falsedad, hurto, 

homicidio intencional y perjurio. Así se instaura la venganza pública. Se asigna 

sanción pública a la hechicería, las juntas en altas horas de la noche, la 

difamación, la rendición de falso testimonio y el incendio, repercutiendo en el 

mayor de los casos en la pena de muerte. 

De los años comprendidos entre 451 - 453 antes de Cristo se crea la Ley 

de las XII Tablas donde se regulan de las Tablas VIII a la XII los iilcitos 

cometidos por los ciudadanos, configurándose de tal forma un primitivo derecho 

Romano plasmado en una normatividad cuyos principios se basaban en la ley 

del Talión, imponiéndose a todas las clases sociales sin distinción alguna. Esta 

idea entraña un remoto principio de igualdad que rige como antecedente del 

derecho penal Universal al aplicar principios punitivos sin distinción de castas o 
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clases sociales. En este peri6do s~ reafirma el prin~ipiode composición el cuál 

según palabras de!Juristá Edua.rd6 Lé>p~z Betancourt: ..... "consiste en comprar 

la venganza -entre los particulares". 1 

Con· la caída de la Monarqula, régimen en que se le facultaba 

ilimitadamente al rey en la aplicación de penas, sobreviene la República, periódo 

en el que al rey se le sustituye en sus facultades, como la de designar a los 

senadores, función que realizarla el censor y en lo que respecta a la imposición 

de las penas estas serían impuestas por dos cónsules nombrados por un año, 

además con goce de imperium, que comprende a la coertio traducida como una 

función policiaca, y a la iurisdictio definida como la facultad para dirigir la 

administración de Justicia, el rey pierde igualmente el mando militar y sus 

facultades consultivas al senado; en ésta etapa de la vida de Roma la pena de 

muerte podla impedirse a través de la provocatio, consistente según palabras del 

jurista Guillermo F. Margadant en : ........... "una apelación contra la imposición de 

penas graves promovida ante los comicios".2 o por la solicitud de destierro; en 

los últimos años de la República tal pena finalmente queda abolida. 

En la afirmación definitiva del Derecho Penal Público Romano, de las 

quejas de los gobernados y de los súbditos ocasionadas por arbitrariedades de 

los gobernadores de provincia, deblan conocer y resolverlas por mandato a la 

Lex Calpurnia de Repetundis una comisión del senado, bajo la presidencia de un 

pretor, esta queja era denominada quaestio perpetua prevista por la Lex 

Sempronia. La quaestio no sólo otorgaba facultades para resolver y resarcir del 

daño causado, sino que posibilita a los mismos senadores para imponer penas. 

Conforme a la Lex Sila la jurisdicción de las quaestiones se amplia con 

1 López Betancourt, Eduardo, "Introducción al Derecho Penal", editorial Porrúa, tercera edición, 
México 1995, pag.12 
2 Florls Margadant, Guillermo, "Derecho Romano", Editorial Porrúa, décima novena edición, México 
D.F 1993, pag.28. 
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competencia adic::iónal,pará conocer de los delitos comunes, hecho que unlficá el 

sistema judiCiaJ respe~Ío i;(Jos Crl~lna Pública y Privada. 
- : : .... ~ '·:~:':,. : . ·. ~ : ' . } . . . 

En esta etapa se reconoce plenamente a los Crimina Publica, que ya eran 

reguladós por l~yes específicas y que estableclan la Poena correspondiente. 

Entré los'n~ismos, pertenecen a este grupo la alta traición que desplaza a la 

anterior perduellio, allanamiento de morada, negligencia de los funcionarios 

públicos, las lesiones, y mediante la Lex Julia de Adulterius se Incorporan la 

violación, el adulterio y el incesto. 

En la etapa conocida como el Imperio se manifiesta la existencia de un 

nuevo grupo de delitos dentro del derecho penal romano conocidos como 

Crimina Extraordinaria, clasificados de manera intermedia entre los crimina 

publica y crimina privata, los mismos no se castigaban en base a una pena 

establecida o una sanción consuetudinaria, sino por arbitrio del emperador o 

por decisión del senado. Figuran el trabajo en minas y el trabajo forzado como 

algunas de ellas. 

En este periodo el sistema de las quaestiones permanece estático, se 

adopta de nueva cuenta la pena de muerte imponiéndose a la libre consideración 

del Emperador, de tal suerte que, la legalidad observada en las comisiones 

permanentes del senado para conocer de las queja desaparece para dar paso a 

la imposición de penas por analogía con un fin teóricamente correctivo pues en 

la práctica se intimidaba al delincuente para no reincidir. 
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2.2 ANTECEDENTES HISTÓRICOS EN MÉXICO. 

2.2.1 SISTEMA SANCIONADOR TARASCO. 

En el Derecho Penal precortesiano existen por los estudios y análisis de 

diversas fuentes históricas, un remoto legado cognoscitivo de la penalidad 

impuesta a las faltas cometidas por los miembros de los distintos pueblos que 

conformaban nuestra nación, además de distintos sistemas establecidos para 

imponerlas, pues no se configuraba una verdadera unión polltica, cultural o 

consuetudinaria, sino que reglan un sinnúmero de disposiciones aplicadas por 

cada pueblo, cuyos lineamientos se diferenciaban de acuerdo a las costumbres 

históricas de cada señorlo. 

El presente tema se enfoca en tres de los principales pueblos que 

dominaban la región, por encontrarse constituidos como fuente valiosa, respecto 

a los antecedentes punitivos de nuestro actual Derecho Penal mexicano y 

figuran como tales: el pueblo Tarasco, el pueblo Maya y el de mayor tradición, el 

pueblo Azteca. 

El Derecho Penal en el pueblo Tarasco, se caracteriza por la brutalidad y 

la barbarie respecto a la punibilidad establecida por la comisión de faltas, se 

sabe con certeza que el adulterio se castigaba con la pena de muerte, y se 

transmitía tal sanción por varias generaciones a los descendientes de los 

miembros familiares del infractor, asimismo que sus pertenencias pasaban a 

formar parte del patrimonio del monarca. 

Al miembro de la familia real que deshonrara la figura monárquica se le 

sometía a torturas incesantes así como a todos sus colaboradores hasta 

repercutir en su propia muerte, al violador de mujeres se azotaba después de 

romperle la boca hasta las orejas con un cincho haciéndolo arder en el fuego en 
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vida; a los que practicaban alguna especie de rito o conjuro para hacer mal al 

prójimo se les mataba a pedradas; a los ladrones se les permitla cometer el 

delito sólo una vez en su vida, sin que hubiera una sanción. En el caso de 

reincidir se le arrojaba al vaclo desde una cima de gran altura y si resultaba con 

vida se le arrojaba a animales de rapiña para que se alimentaran. 

2.2.2 .- SISTEMA SANCIONADOR MAYA. 

El Derecho Penal en el pueblo Maya consistla en un sistema penal de 

aplicación estricta, se contemplan como penas principales la muerte y la 

esclavitud. Existlan jefes civiles y sacerdotes, los que, además de sus funciones 

normales, ejerclan funciones judiciales; tal es el caso de la figura del BATAS, al 

cuál le atañe resolver determinados problemas entre los pobladores cuando 

afectaban a varios de ellos, como cuando existla conflicto con un pueblo vecino, 

el batab favorecla a su colega, siempre y cuando se tratara de una falta 

involuntaria. 

En el Derecho Penal Maya figura una distinción entre los delitos 

voluntarios e involuntarios, en este último se ubicaban a los homicidios por 

accidente, el suicidio de la mujer u hombre a causa de conflictos pasionales o el 

incendio por caso fortuito de las trojes. En estos· casos se aplicaba con 

benevolencia una sanción tributaria, y si el inculpado no tenía medios para 

saldarla, se permitla que sus amigos o parientes compartieran la sanción. 

Las faltas cometidas de manera intencional, se castigaban en la mayoría 

de sus casos con la muerte. La decisión tomada al respecto era inapelable por 

constituirse como sistema inflexible y estricto. Si un menor cometla homicidio 

pasaba a ser esclavo de los afectados de manera inminente; el robo se 

castigaba de la misma forma cuya duración se determinaba según el monto de 
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lo robado; en el caso del adulterio, al cónyuge ofendido se le permitla perdonar 

al adulterci,pero si decidla no hacerlo, en el caso del varón se le daba muerte 

por flechazos o por trituración de la cabeza con ladrillos, o bien, se le 

arrancaban las vlsceras desde el ombligo, mientras que la mujer era objeto de 

exposición de vergüenza pública. 

La violación se castigaba con la pena· de muerte inmediata asl como al 

que provocaba un incendio; los que practicaban la sodomía eran quemados en 

hornos hechos para tal fin. Por cuánto hace a delitos patrimoniales, la familia del 

deudor que habla fallecido sin saldar su deuda, debía pagarla en su totalidad y si 

no lo haclan se convertlan en esclavos del acreedor por el tiempo necesario 

hasta que cubrieran el total del adeudo con los servicio prestados. 

A los señores nobles se les aplicaban sanciones no menos estrictas, 

como el caso en que incurrieran en alguna falta se les labraba el rostro desde la 

barbilla hasta la frente para que conservaran la cicatriz como recordatorio 

vitalicio de su illcito. Habla una equidad preponderante al establecerse las 

mismas sanciones tanto a la clase noble como a la plebeya, reflejo de una 

igualdad social sancionadora. 

2.2.3.- SISTEMA SANCIONADOR AZTECA. 

Refiriéndome al sistema sancionador Azteca, el mismo comprende la 

mayor fuente de riqueza histórica del derecho penal precortesiano, en virtud de 

que pasa de ser de un sistema consuetudinario a un sistema rudimentario 

escrito. Se caracterizaba de igual forma que los anteriores sistemas por la 

crueldad inhumana a la que eran sometidos los habitantes, imponiéndose en la 

mayoría de los casos la pena de muerte de manera cruel y atroz con respecto al 

illcito cometido; tal es el caso de las muchas y muy variadas formas de dar fin a 



16 

esté severo castigo: golpes con palos, el ahogamiento, muerte en la hoguera, 

ejecución a pedradas y arrancamiento de las vlsceras, entre las principales. 

De manera menos frecuente se imponían penas " menores " a Infractores 

que no merecieran la pena ejecutiva, entre las cuáles figuran el 

chamuscamlento del pelo, la esclavitud, la quema del hogar, empleándose de 

igual forma el mutilamlento. El Indulto lo concedía el rey cuando así lo 

considerase necesario, pero se expulsaba al sujeto de la ciudad sin autorización 

para regresar. 

Figura como antecedente del actual sistema punitivo mexicano, la prisión, 

no contemplada por otros pueblos por preferir la esclavitud temporal o definitiva 

del individuo; de manera alterna a la modalidad del encarcelamiento se permitía 

el pago de tributo para evitar el referido castigo, figura equiparable a la multa 

hoy dla que nos marca de igual forma un vestigio de la conmutación de penas, 

elemento manejado por los aztecas y gradualmente eliminado de su sistema 

sancionador. 

Impera una notable igualdad social respecto a la aplicación de sanciones 

a los autores intelectuales y a los materiales, confirmado por el ejemplo en 

que el noble que incurriera en una falta se determinaba como agravante para la 

aplicación de la sanción, en vista de que eran los privilegiados quienes debían 

poner en alto el honor de la familia real ante los plebeyos y clases inferiores. 

Los pleitos en la calle o lugar público se castigaban con tributo e 

indemnización, si tal riña repercutía en la muerte de uno de los agresores se le 

daba muerte al inculpado a no ser que la viuda del fallecido solicitara su 

esclavitud como compensación al daño recibido. De la misma forma se castigaba 

con la pena capital a los forzadores de mujeres, al ladrón, al adultero, al ebrio 
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público y la embriaguez de ancianos que tenlan un puesto público. Los delitos 

sexuales son duramente reprimidos en esta sociedad. 

Se observa en la Estructura Social Azteca una organización judicial, como 

lo marca el autor Ramón Martlnez Lara, el cuál establece........ "Existlan 

tribunales especiales por razón del fuero, como los militares, para los 

comerciantes, para los sacerdotes y la orden religiosa a quienes se juzgaba con 

suma severidad en la aplicación de las sanciones; la pena de muerte se 

aplicaba regularmente para actos atentatorios contra la moral social y la 

integridad del estado, en su conformación militar y religlosa". 3 .......... "Los jueces 

de México eran el Tecoyahuácatl, el lzhuahuacatl, el Acayacapenécatl y el 

Tequixquinahuácatl, quienes obraban en forma colegiada, como directamente se 

desprende de las pinturas del Código Mendocino. Estos oficiales, además de sus 

funciones guerreras tenlan otras civiles y las correccionales por pequeños robos 

y delitos de menor importancia, que podlan castigar hasta con la pena de 

azotes".4 

2.2.4.- ÉPOCA COLONIAL. 

En este periódo se encuentra el primer antecedente de un sistema judicial 

en la extensión de la palabra, con carencias en sus lineamientos y aplicación, 

pero con una estructura funcional, normativa y reguladora de la legalidad en 

los actos de autoridad de la primitiva administración virreinal de la Nueva 

España. 

Queda establecido del mismo modo en la legislación española el 

reconocimiento y respeto a las Leyes Indias, asl como a sus costumbres 

siempre y cuando no fueran contra la moral pública, cuestión que en la práctica 

3 Martlnez Lara, Ramón, "El Sistema Contencioso Administrativo en México", México O.F,Marzo de 
1990, pag. 76 
4 Martlnez Lara, Ramón : Ob.Clt, p. 76 
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nunca llegó a respetarse por el desdén y altivez con el que se conduela el 

señorlo español. 

Para los Indios la legislación contemplaba la conmutaélón de penas, como 

la aplicación de azotes y sanciones pecuniarias por trabajo personal en el lugar 

designado por la autoridad. En el caso de delitos menores se aplicaba una 

sanción benevolente sin que se destituyera al Indio de su hogar. Para el pago de 

deudas, al lndlgena se le permitía saldarlas con trabajo personal con la 

condición de que su acreedor lo consintiera. 

No existe una compilación jurídica penal en España durante este periodo. 

Las fuentes Integrantes de este derecho se emiten de forma dispersa y 

desordenada, tal es el caso del Fuero Juzgo, El Fuero Viejo, el Fuero Real, Las 

Siete Partidas, El Ordenamiento De Alcalá, Las Ordenanzas Reales, Las leyes 

Del Toro, la Nueva Recopilación y la Novísima Recopilación entre otras, cabe 

destacar la importancia de la Ley de las Siete Partidas, que contempla 

sanciones a conductas ilegales. 

El sistema legal de esta época se caracteriza por una marcada influencia 

Románo - Germánica así como su aplicación. Predomina la ideología relativa al 

castigo divino y el eterno sufrimiento espiritual con la equiparación a los llamados 

"juicios de Dios". Se confunde de forma natural al delito y la infracción con el 

pecado. Este periodo marca una constante obsesión por lograr la redención, 

dando pié a una manipulación eclesiástica entre todas las clases sociales. 

Tales disposiciones penales manifiestan la desigualdad entre las castas, 

dando origen a fuertes restricciones contra los derechos de los siervos, 

mulatos e indios. Sobresaliendo como tal, el castigo por transitar a altas horas de 

la noche. La portación de cualquier tipo de armas se castigaba con sanciones de 

trabajo forzado y azotes. 
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Alcanza la situación anterior épicas proporciones, de tal suerte que el 

Estado permite la creación de una jurisdicción especial eclesiástica para 

sancionar a los herejes que " atentaban contra la fe ". La citada competencia 

tiene su origen en la lucha contra los Albigenses y por ordenanza de los reyes 

Españoles se Instala en la nueva España el Tribunal del Santo Oficio de la 

Inquisición con el fin de castigar a todos aquellos que falsamente pretendlan 

su conversión al catolicismo. Asl En la Nueva España queda establecido por 

cédula real del 25 de Enero de 156g, con la autorización del Rey Felipe 11 para 

su funcionamiento. 

Entre las sanciones establecidas por este Tribunal, figuraban la tortura 

del reo sometido al ahogamiento o estiramiento del cuerpo, el defensor se 

escogla por el propio tribunal sin que el reo lo hubiera designado, se le 

incomunicaba en mazmorras subterráneas, sin alimentos por varios dlas, la 

condena se perpetuaba sobre sus familiares. 

Se aplica por primera ocasión en la Nueva España la orden judicial 

expedida por funcionarios del virrey o por él mismo para arrestar a una persona, 

se permite en ciertos casos la libertad bajo fianza, y se establece temporalidad 

máxima de dos años para llevar a cabo un juicio penal. 

Surge el conflicto sancionador entre el Estado y la Iglesia, en vista del 

poderlo alcanzado por el Clero tanto económico como politice que impedla la 

creación de tribunales jurisdiccionales reconocidos por el virreinato, al grado de 

ejercer un dominio psicológico entre los mismos funcionarios estatales con la 

aplicación de "sanciones" consistentes en la excomulgación y el castigo eterno 

al profanador de la palabra de Dios. Todo ello benefició a la dominación 

eclesiástica en un vasto sentido. El Estado por otra parte, ante tal situación, 

hace uso del "Recurso de Fuerza" para conocer asuntos que exclusivamente 
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intere~.aba. al Estadó resolver. y para evitar la jurisdicción de la iglesia en asuntos 

estatales. 
..\·.,, .'':, ' ., 

Se acep'tab~·;L~ prE!seficla de ~n ·Derecho Indiano con el cual el 

gobernadó ·, po~i~ 'fecurdr· una decisión virreinal que lo agraviara, sirviendo en 

mucho~ c~~osi6drri~~~"'rec~rso apelativo, como es el caso de las resoluciones 

tribUtaria's C~~~¿dld~s por funcionarios españoles, las cuáles podlan ser 

· lmpugh,adas a~te la "Audiencia y Cancilleria Real De la Gran Ciudad de México 

Teiiochtitlán" · para su revisión. Guillermo Floris Margadant manifiesta al 

respecto lo siguiente ... "En sus origenes, las funciones que desempeñaron 

estos organismos eran de naturaleza administrativa y judicial, pero con el 

advenimiento del sistema virreinal se limitó su actividad al ámbito jurisdiccional y 

adquirió la naturaleza de un Tribunal Colegiado de apelación y de Súplica, de 

manera que quedó facultado para controlar los actos administrativos del rey".5 

De lo anterior se aprecia un irregular sistema de justicia administrativa, en 

el que en muchas ocasiones se resolvlan los asuntos tributarios por el propio 

virrey y en los demás casos para aplicar las sanciones se estableclan los 

tribunales judiciales como las Audiencias Reales y el Real Consejo de Indias. 

2.2.5 MÉXICO INDEPENDIENTE Y LA CODIFICACIÓN PENAL. 

Destacan diversos ordenamientos suscitados por la falta de justicia y 

equidad social, un ejemplo lo constituye el Bando de fecha 6 de Diciembre de 

1810 en el que Miguel Hidalgo abolió la esclavitud, posteriormente confirmado 

por José Maria Morelos Y Pavón en el cuartel de Aguacatillo. 

• Floris Margadant, Guillermo, "Introducción a la Historia del Derecho Mexicano",Edltorial esfinge, 
décima quinta edición, México D.F., Marzo de 1998, pag.45 
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En esta etapa prolifera una dispersión total reguladora de los delitos y las 

faltas, en virtud del estado revolucionario por el que transitaba el pals. Se 

justificaban las disposiciones que solucionaran Inmediatamente el orden social 

alterado. Los ordenamientos vigentes procuraban regular la portación de armas, 

el estado de embriaguez de las personas as! como la venta y consumo de 

bebidas alcohólicas, los robos inmoderados y la destrucción de las casas de 

siervos campesinos. 

Ante el Incumplimiento generalizado de la normatividad se optó, en 

palabras de Fernando Castellanos: "Posteriormente lograda la independencia 

polftlca en 1821 se dispuso para hacer frente a los problemas de entonces que 

que·daran en vigor las leyes existentes durante la dominación''.6 Por lo que se 

mantuvo vigente el Derecho Español Colonial para hacer frente a la 

delincuencia. 

Por otra parte se contempla con agrado la pena de muerte por ejecución 

Inmediata o ahogamiento a todo aquél enemigo polftico; no figuraba hasta ese 

momento una codificación penal que de forma sistemática y ordenada tipificara 

las conductas penales, encontrándose establecidos en forma dispersa los 

lineamientos punitivos en diversos ordenamientos. No fue sino hasta el 12 de 

Enero de 1822 la formación de una comisión creada por mandato del emperador 

Agustin de lturbide, cuya función era la elaboración de un primer Código Penal 

mexicano, dicho proyecto se logró en el Estado de México en 1831. 

En vista de la necesidad de un cuerpo de leyes penales que dispusiera de 

forma completa los lineamientos punitivos de aquél tiempo, nuestro Estado de 

Veracruz a la vanguardia en la creación del Derecho emite su primer Código 

6 Castellanos, Fernando, "Lineamientos elementales de Derecho Penal", editorial Porrüa, 
trigéslmaquinta edición, México D.F., Junio de 1995, pag.45 

TT"n"" co-'N .LHJ.l;) 

FALLA DE ORIGEN 



Penal vigente ·~ partirclél. 8 dé Ab~il ~e 1035, ei dUál estuvo sujeto en múltiples 

ocasionés a revisiohes'constantes y cambios en su éstructura . . , ', .. _.- .··, •' .. -.. . -·· '· - ' 

Asi, en,Veiacr'~z .~ri·18S9s~'apruebade nueva cuenta otro Código Penal 

de~ominado '.' CÓdlgci c6r~'n~ " ~~ homenaje a su autor Don Fernando de Jesús 
Corona yAri~-pe.'': · .• ·. :,'; ····. 

':'., '. 

Durant~ sJestancla en el poder Ejecutivo, Don Benito Juárez en el año de 

1861; orden~-la creación de una comisión provisional para la elaboración de un 

nÚevo proyecto del Código Penal, concluyéndose en el año de 1868 y aprobado 

en 1 ~71. EÍ ~ismo fue objeto de revisión en el año de 1903 durante el mandato 

de Porfirio Dlaz, elaborándose un nuevo proyecto de Código Penal en el año de 

1912,tomando como base el anterior de 1871. Nunca entró en vigor por los 

constantes cambios pollticos que vivla el Pais. 

. . . . El presidente de México Plutarco Ellas Calles, ordena en 1925 la creación 

de. Una comisión para la elaboración de un proyecto de Código Penal para el 

Distritc:l y Territorios Federales que repercute en el Código Almaráz de 1929 

·~protJ~cÍo durante el régimen del presidente Emilio Portes Gil y fundado con 

ideologia de la escuela positivista del Derecho Penal. En él se destacan 

importantes aspectos como la supresión de la pena capital, y la benevolencia en 

la aplicación de sanciones por faltas leves a la ley. Tuvo una corta aplicación 

pues rige del 15 de Diciembre de 1929 al 16 de Septiembre de 1931. 

Surge en substitución de la anterior codificación, durante el periodo del 

Presidente Ortiz Rubio el " Código Penal para el Distrito y Territorios Federales 

en Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero 

Federal" expedido con fecha 13 de Agosto de 1931. Como punto importante la 

exposición de motivos señala ...... "Ninguna escuela, ni doctrina, ni sistema penal 

alguno puede servir para fundar integramente la construcción de un Código 
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Penal. Sólo e.s po~ible seguir una tendencia ecléctica y pragmática, o sea 

practica . y realizable,. la fórmula: no hay delitos sino delincuentes, debe 

completarse como: no· hay delitos, sino hombres".7 En el mismo se contempla la 

figura de la tentativa, las formas de participación criminal, la reparación del daño, 

la libertad bájo caución, Jos casos de lnimputabilidad, y la supresión de la pena 

de muerte entre otras. 

2.3 LA DIVISIÓN DE PODERES, ANTECEDENTE DE LA JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA. 

La división de poderes tiene su origen desde los tiempos clásicos del 

Derecho. Aristóteles divisó la existencia de tres funciones principales dentro de 

la polis: Una asamblea deliberante formadora de la Lex, una fuerza ejecutora 

encargada de la ejecución de tales disposiciones, y una estructura judicial 

encargada de la interpretación de los preceptos jurldicos. 

En los tiempos modernos figura el pensamiento de John Locke, que 

reconoce de la misma forma dichas funciones y se ajusta a la idea de la 

· conveniencia de distinguir una de otra: Un Poder Legislativo que tiene la 

primordial y más importante tarea, el Poder Ejecutivo que debe quedar bajo las 

ordenes del anterior, y la existencia de un Poder Federativo al que se Je asigna 

una función de relación con otros Estados a nivel exterior. 

Seguidamente Montesquieu establece en el compendio titulado "Del 

Esplritu de las leyes", citado por el autor Daniel Moreno el i;iguiente punto: "En 

cada Estado hay tres clases de poderes, el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo 

de las Cosas Relativas al Derecho de Gentes y el Poder Ejecutivo de las Cosas 

que Dependen del Derecho Civil. En virtud del primero, el prlncipe o jefe de 

7 Castellanos, Fernando, "Lineamientos elementales de Derecho Penal", editorial Porrúa, 
trigésimaquinta edición, México D.F., Junio de 1995, pag.48 
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estado hace leyes transitorias o definitivas y deroga las existentes. Por el 

segundo hace la paz o la guerra, envla y. recib.e embajadores, establece la 

seguridad pública y precave las invasiones. Por el tercero castiga los delitos y 

juzga las diferencias entre particulares. Se llama a éste último Poder Judicial, y 

al otro Poder Ejecutivo del Estado".8 

De lo anterior, queda de manifiesto el sentido estricto de aplicación de la 

función a un respectivo poder sin que se manejara la Idea de la cooperación 

entre poderes en un amplio sentido. Estos pensamientos son adoptados por 

primera vez en la Constitución de Apatzingán de 1814 expedida con fecha 22 de 

Octubre de ese año por Don José Maria Morelos Y Pavón en su articulo 11, el 

cuál a la letra lo cita Ramón Martlnez Lara como sigue: " ... Tres son las 

at.ribuciones de la soberanía, ía facultad de dictar leyes, la facultad de hacerlas 

ejecutar.y la facultad de aplicarlas a los casos particulares". 9 

De tal suerte, quedan integrados dichos poderes sin que sea posible la 

·.invasión de facultades entre ellos mismos, al grado de establecerse en el artículo 

· .·167 del muiticitado una prohibición a cargo del "Supremo Gobierno para conocer 

· : de cualquier negocio Judicial"1º, con lo que se confirma la postura expuesta. 

Se observa de tal hecho, una carencia en el recién formado Estado, 

respecto a la aplicación de una llamada "justicia administrativa" en todo el 

sentido de la palabra. La Constitución Federal de 1824 establecía para el 

particular que los actos de la administración pública que lo agraviaran podían 

ser recurridos ante la Suprema Corte de Justicia. Se dispuso para ésta, como 

una de sus atribuciones "conocer y resolver sobre las disputas suscitadas 

respecto a contratos o negocios celebrados por el gobierno Supremo o de sus 

8 Moreno, Daniel, "Derecho Constitucional Mexicano", editorial Porrúa, décimoprimera 
edición, México D.F., Julio de 1990, pag.375 
9 Martlnez Lara, Ramón, "El Sistema Contencioso Administrativo en México", México D.F .. Marzo 
de 1990, pag.84 
'º Martlnez Lara, Ramón, Ob. Cit.,p.84. 
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agentes".11 Por lo que se plantea su competencia en materia civil, penal y por 

inclusión administrativa. 

2.4.- ANTECEDENTES LEGISLATIVOS DE LOS BANDOS DE 

POLIC(A Y BUEN GOBIERNO. 

En un principio, la Constitución Polltlca Federal Mexicana de 1857 no 

refiere la figura de los Bandos de Policia y Buen Gobierno, regulándose 

únicamente la facultad de los municipios para expedir tales cuerpos normativos 

en las Constituciones de los Estados y en las leyes orgánicas municipales; no 

fué sino por reforma de fecha 3 de Febrero de 1983 al articulo 115 de la 

Constitución Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 que eleva a 

facultad Constitucional de los ayuntamientos para expedirlos. 

En el articulo 50 de la Constitución Federal de los Estados Unidos 

Mexicanos de fecha 4 de Octubre de 1824 en su fracción XXX se establecla a la 

letra la facultad exclusiva del Congreso de la Unión para: "Dar leyes y decretos 

para el arreglo de la administración interior de los territorios''. 12 

Posteriormente en la Tercera de la Leyes Constitucionales de 1836 en su 

articulo 44, fracción segunda, se cambia la redacción del precepto jurldico y el 

esplritu del mismo al otorgar y reconocer facultades legislativas a las Juntas 

Departamentales para crear tales normatividades, correspondiéndo únicamente 

al Congreso aprobar, reprobar o reformar las disposiciones dictadas por las 

mismas. La misma redacción se manejó en el Proyecto de reforma del 30 de 

Junio de 1840 en su articulo 63 fracción segunda. 
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En• el primer proyecto de Constitución del 25 de Agosto d~ 1842. erí su 

articulo 79 fracción primera, el Congreso Nacional únicamente reprobarla los 
. ~- . 

estatutos de los departamentos en la parte en que fuera· contraria a la 

Constitución o a ley general alguna; se obligaba al Congreso que expresara en 

su decreto en dado caso de reprobar el estatuto, el articulo Constitucional o la 

·ley en· que tal normatividad fuera contraria. Asimismo la inserción del texto 

, correspondiente al estatuto que fuera reprobado. No cambió la redacción para el 

-Segundo proyecto de Constitución del 3 de Noviembre de 1842 en su articulo 70 

f~ac;ción primera. 

EnJas Bases Orgánicas de la República Mexicana acordadas por la junta 

legislativ~ conforn'ie a los decretos de fechas 19 y 23 de Diciembre de 1842 y 
~ ' , : ' . ' ' 

sancion'adps'p'o~:E!1 Supremo Gobierno Provisional con arreglo a los decretos del 

dia 15 de jiJn'ío -del año 1843, en su articulo 66 fracción XVII, al Congreso se le 
' ~ . '1' .. :::: ". • .. ' 

facultabá para' reprobar los éstatutos de la asamblea departamental siempre que 

fueran ~óntr~fi~s<a ·1a constitución o a 1as 1eyes y en 1as situaciones_ que 

especificaran la~-referid~~Bases Orgánicas. 

· En la Reforma del 31 de Octubre de 1901 a la Constitución del 5 de 

Febrero de 1a57 se adopta en el articulo 72 fracción primera que el Congreso y 

no. · 1a asamblea departamental tuviera facultad para: "legislar· en todo lo 

.concerniente al Distrito Federal".13 Posteriormente en el Proyecto de Constitución 

-de Venustiano Carranza de fecha 1 de Diciembre de 1916 se conserva la misma 

redacción agregándose al final la palabra "y territorios".14 

Por reforma Constitucional a la fracción VI del articulo 73 de fecha 20 de 

Agosto de 1928 se mantiene que el Congreso legislará en lo relativo al Distrito y 

Territorios Federales. Por reforma Constitucional de fecha 10 de Agosto de 1987 

13 Camara de Diputados del H.Congreso de la Unión, Ob.Cit.,p.37 
" Camara de Diputados del H.Congreso de la Unión, Ob.Cit.,p.37 



27 

a la misma fracción se adiciona el reconocimiento de un órgano de 

representaCión ciudadana en el Distrito Federal traducida en una asamblea de 

representantes del Distrito Federal. 

Por atribución que Je conferla la Ley Orgánica de Representantes del 

Distrito Federal de 2 de Febrero de 1988 dicha asamblea se encontrarla 

regulada por el reglamento interior que expidiera y por la Constitución Federal. 

La referida ley orgánica establecía del mismo modo su facultad para expedir 

normas de observancia general de carácter obligatorio en el Distrito Federal 

denominados Bandos, ordenanzas y reglamentos de policía y buen gobierno en 

materia de educación, salud y asistencia social, abasto y distribución de 

alimentos, mercados y rastros, establecimientos mercantiles, comercios en la vía 

pública, recreación, espectáculos públicos y deporte, seguridad pública, 

protección civil, servicios auxiliares a la administración de Justicia, prevención y 

readaptación social, uso del suelo, regularización de la tenencia de la tierra, 

preservación del medio ambiente, agua y drenaje, transporte urbano, alumbrado 

público, entre otros aspectos. 

El derecho de iniciar los bandos, ordenanzas y reglamentos de policía y 

buen gobierno se otorgaba a los miembros de la asamblea de representantes del 

Distrito Federal, a los representantes de los vecinos organizados en los términos 

establecidos por la Ley Orgánica del Departamento del Distrito Federal y a los 

ciudadanos que presentaran por escrito la iniciativa acampanada de la firma de 

diez mil ciudadanos de conformidad con el artículo 50 de la misma ley. 

La iniciativa popular se referla al mecanismo de participación de los 

ciudadanos del Distrito Federal para la reforma, derogación, abrogación de los 

bandos, ordenanzas y reglamentos de policía y buen gobierno del Distrito 

Federal siempre y cuando Jo ejercieren diez mil ciudadanos en forma conjunta y 

fueren residentes de dicha circunscripción. 
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Una vez recabados los anteriores requlslt~~ se'turn~rla a la comisión 

dentro de la asamblea que correspondlerá, p~ra:'t¡úl:! .. formulara un dictamen 

respecto al mismo y lo sometiera a ·1a aprobaciÓn.'deÍ P0

leno de la Asamblea de 

Representantes del Distrito Federal, el cÚáÍ, u'~a':vez: · aprobado, debla ser 

publicado en la Gaceta Oficial d~I Dlstr\t6 Fe~e~~i'. P~ra su reforma, derogación o 

abrogación se observarlan los'mlsmos i~ámites,.para su formación. 

Como. se obse~a ;¡~: c;rinte,mplaba Ía facultad del Congreso de la Unión 

para legislar en lo referente. a la materia establecida en la fracción VI del articulo 

73 Constitúdo,ria1il6.:ant~rior prevaleció hasta antes de la reforma del 25 de 

Octubre . de Úis3. en qu~ se traslada su contenido al articulo 122 del mismo 

ordenamlentos.u~.;~mo. 

2.5 EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL ARTÍCULO 21 EN LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. 

2.5.1 ANTECEDENTE DEL PODER SANCIONADOR DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN LA LEGISLACIÓN. 

Como primer momento histórico se encuentra el Bando de fecha 8 de 

Julio de 1796, el cuál establece sanciones a los ebrios. En su contenido se 

regulaban aspectos como el que a todo hombre que se hallare tirado en el suelo 

sin poderse ir a casa, y el que lo pudiere hacer, estuviera realizando alguna 

especie de escándalo por efecto de su embriaguez, se le corregirla con ocho 

dlas de obras públicas, quince por la segunda, treinta por la tercera y si incurriera 

en una cuarta se le formarla "sumaria información de su vida y sus 

costumbres". 15 y se le aplicarla la pena con arreglo a las leyes respectivas. 

15 Cámara de Diputados del H.Congreso de la Unión, "México a través de sus Constrtuciones", tomo 
111, editorial Porrúa, cuarta edición, México D.F. Septiembre de 1994, pag.989 
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Los hombres qu~ no pudieran aplicarse .·~· l~s obras pÓblÍcas sufrirlari 

c~rrección decá~cel,.afiÉÍdlé~ci()1~}tr~sdfas. d~. Bartolin~l~·pÍÍmeravez: 'seis en. 

la segunda, l~s mlsm~s:~n' 1a'terc:r~ y en I~ cua.rta se les ,formarl~ sumaria. para 

la reclusión qu~,:~~~~1~·,}~5,~.~1'.~ü~: ·> '..% :~\.;~~ .)~ : : .. ,:,~. · 

.,,,,º,~· ~., •• ;~~rJ~=t ;~t~'f #',\\\1~~iW·1i~~!¡~;~::~c":,": 
prohibiéndole••· pri~ar a 'cualq"ulef;indlvidli(),d~}s·ü;nbértadó ni imponerle pena 

alguna . por· 51 ~·¡s;,,ci;; Es!~ ·~b'1~;'~~/d6eii~' 1 ~~Hca;;~·n~ ~¡ caso· de.· que e1 bien y 

seguridad del Est~dci' J'xi~l~i~A1 el'~[;~~Ío d~ ~i~~rí~·¡,~;sona, c~n la entrega de la 
'. - ~; --:'. • \:::'.<·:;-:,:·,3~\ '• :~·:'.1~::::: ·:/'.',;.,':\" ~::·t'. '., C·.':.•j. ·-«- ' .. . ,,, -• 

orden al tribuna Lo juez cor1lpetente~· ." · · · · 

En los Sen.timleritos de la Nación de fecha 14 de Septiembre de 1813 se 

establece el sigUiénte punto : "Que como buena ley es superior a todo hombre, 

·1as ·que dicte nuest~o Congreso deben ser tales que obliguen a constancia y 

patriotismo, moderen la opulencia y la indigencia, y de tal suerte se aumente el 

jornal del pobre, que mejore sus costumbres, aleje la ignorancia, la rapiña y el 

hurto". 16 

El Decreto Constitucional para la Libertad de la América Latina, de 22 de 

Octubre de 1814 plasma que la ley solo debe decretar penas muy necesarias 

proporcionadas a los útiles a la sociedad. El reglamento Provisional Polltico del 

Imperio Mexicano de fecha 18 de Diciembre de 1822 referia que Ja realización de 

lo prohibido o las omisiones de ley eran consideradas como un delito, por lo que 

se podla Imponer penas correccionales en los delitos que no indujeran a una 

pena infamante o aflictiva corporal, las penas se reduclan a multas, arrestos y 

16 Cámara de Diputados del H.Congreso de la Unión, "México a través de sus Constituciones", tomo 
VIII, editorial Porrüa, cuarta edición, México D.F. Septiembre de 1994, pag.990. 

'!ESlS CON 
VAUA DE ORIGEN 



30 . 

confiscación de efectos en contravención de. la ley,': i.:'a~ mult~s nunca pasarl~n 
de den pesos y los arrestos de un mes. :,,:,. \ 

-·,- ·J' ··.:·~ :· :/, 

. La .constitución Federal de los Estadb~ Unidos MexÍC:anos> s~nci~n~da 
con. feéha A.· de. Octubre. de .1824; ~.ij ,~~i ~·~lc~:¡6 ·¡~:~ i}{f;~~:~~.i,ó~i(s~~und~, 

.. contemplaba prohibiciones .al presidente,, d~, la/repúbllcá;; como : no. ~rivar a 

·· · ni~gun~·· p~fc~~R·~ d.7 s.u)ibe~ad. ~1¡~~°c~e:..1~ ·~;p~r.~?.~~'f~~S:~.:;,i;9,iff ~'.~i;'~,:~o ~er ~n 
el. caso 'de•que. lo: exigiera· el bien y, la· seguridad· de: la fe.deraclón;· Eri tal ·caso 

podfl~' ~.~~~~í:~E· ,"debl~ndc/ po~er a I~ per~o~~ a di~posición del Tribunal 

compétenté'en'el término de cuarenta y ocho horas. 

. pe lasLeyes Constitucionales de la República Mexicana de fecha 29 de 

Diciembre de 1836 en su articulo 45 fracción segunda, de igual forma restringe 

al Congreso General de imponer a ningún mexicano pena de ninguna especie de 

·forma directa o Indirecta, y al Presidente de la República privar a alguien de su 

libertad o Imponer pena por si mismo, salvo que se trataren de "sospechosos"17 

en cuyo caso debla poner al mismo a disposición del Juez competente. 

El Reglamento Provisional para el Gobierno Interior de los 

Departamentos, de Marzo de 1837 manifiesta la facultad para aplicar 

gubernativamente hasta Doscientos pesos de multa o un mes de obras públicas, 

asl como doble tiempo de arresto a los habitantes del Departamento que los 

desobedecieran o falten al respeto o turben la tranquilidad pública, sin que la 

resolución fuera recurrible. De igual manera se facultaba para destinar a los 

vagos ociosos y sin oficio conocido, por el tiempo necesario para su corrección a 

los lugares establecidos para tal objeto o a las obras sociales o haciendas que 

los recibieren voluntariamente, quedando a su potestad elegir entre el campo o 

la obra social. 

"Cámara de Diputados del H.Congreso de la Unión, Ob.Cit.,p.992. 
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El Proyecto .de Reformas a las Leyes Constitucionales de 1836 en su 

artlcúlo n~vencí encontraba referida la prohibición al Congreso Nacional de 

proscribir a ningún mexicano o de Imponerle pena de ninguna especie de forma 

.directa o Indirecta. 

· .. ~I primer proyecto de Constitución Polltica de la República Mexicana de 

fecha :2'5 de Agosto de 1842, autorizaba a las autoridades pollticas para que 

.'orclenáran . la aprehensión y detención de sospechosos por el término de 

veinticuatro horas, con el deber de ponerlos a disposición del Juez con los datos 

para su detención. No se permitla el decreto de pena distinta a las pecuniarias o 

las de reclusión. 

La aplicación de las penas era propia de la autoridad judicial y la polltica 

sólo podla imponer la sanción pecuniaria y de reclusión en los delitos de 

"Resorte", tal fue la slntesis del voto particular de la Minorla de la Comisión 

Constituyente de 1842 en su artfculo 5to fracción XIII y en el Proyecto de la 

Constitución Poiftica de la República Mexicana de fecha 2 de Noviembre de 1842 

en su artfculo 13 fracción XX. 

De acuerdo a las Bases Orgánicas de la República Mexicana, acordadas 

por la H. Junta Legislativa conforme a los decretos de 19 y 23 de Diciembre de 

1842 en su articulo Noveno, ninguna persona serla detenida por la autoridad 

• polltica por más de tres dlas y sin que se entregaran los datos correspondientes 

de su situación. No se permitla su detención por más de cinco dlas sin que se 

le declarara preso. Al congreso se le prohibla proscribir a ningún mexicano ni 

imponer pena de ninguna especie; a la ley sólo le correspondla designar con 

generalidad las penas para los delitos. 

El Bando de Policla y Buen Gobierno del 13 de Febrero de 1844 plasma 

en su contenido de manera textual : "Se prohibe a toda ciase de persona arrojar 
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basuras, tiestos, piedras, ni otra cosa alguna, bajo la multa de doce'reales por la 

primera vez, doble por la ~~gunda y triple por la tercera y de pagar el.daño que 

causaren."18 Respecto los ·abusos o infra.cciones que no tuvieran · sa.nción 

aplicable en sus preceptos se autorizaba a los señores regidores o la comisión 

de policla para imponer Ú~a 'multa desde dos reales hasta seispesos, ~n el caso 

de no pagarla se im~onfa la .~ena de uno a ocho dfas de cárc.el. 

'·-:,_:." . , ' 

A· 1os agentes',de' poli~ra: y fCls ciudadanos que se lntere,saran en la 

conserv~ción dci.ia llu~¡-;:,{rn~ral,.~e.les facultaba.~ará~prihe~der ª .. los' jóvenes 

que vendÍera'n ~d~~ ·~19~~~ pckm~diCJ de ·~a-ntos 6t~~s1Jos a'.1a dec~~cia y pudor, 

.· as1 como a 1c>s ·éi~e 5~ ~e!~~Ye~a~ a ca~-t~r los "cant0s de 1a virsen';.1ª 

La'or~·~n ~'~I Ji~ist~~ ~e Justicia de fecha 22 de Diciembre de 1852 regia 

los princi~io~p~r~a~licarmult~s, entre las cuáles establecla que las mismas no 

podian imponerse '.arbitrariamente, debiéndose encontrar previamente 

dete~mi~ada por ·1~ ley; cuando se trataren de faltas de policla o delitos leves, 

se imponfa un máximo en la multa de cincuenta pesos. Con excepción de las 

faltas graves todas las multas debian fundarse. Se prohibfa de igual forma el 

cobro de costas o emolumentos por todas aquéllas diligencias practicadas por 

orden judicial o solicitud de parte para acreditar que no se habla cometido la 

infracción de policla. 

El Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana expedido en el 

Palacio Nacional de México con fecha 15 de Mayo de 1856, en su parte 

conducente manifestaba la prohibición para imponer multas por autoridad distinta 

de la judicial que fuera competente. Tales autoridades se encontraban facultadas 

19 Cámara de Diputados del H.Congreso de la Unión, Ob.Cit.,p.994 
••Cámara de Diputados del H.Congreso de la Unión, Ob.Cit.,p.995 
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para sancionar las faltas cometidas con la suspensión de empleos, la Imposición 

de penas pecuniarias y las que tuvieran como fin la corrección del sujeto infractor 

que se encontrara expresamente en la Ley. A los gobernadores se les 

encomienda la facultad de aplicar todas aquéllas penas correccionales que se 

encontraran determinadas en las leyes de policla, exposiciones y Bandos de 

Buen Gobierno. 

En cuánto al pro_yecto de Constitución Politica de la República Mexicana 

de fecha 16 de Junio de 1856 se aprecia la facultad de la autoridad 

administrativa para Imponer sanciones desde diez hasta quinientos pesos de 

multa, o de ocho. dlas hasta un mes de reclusión siempre que la conducta 

·. encu;~~ra,r~.e~.~I ~~~pu;~s,tolegal . 

. El! a~lculo~21 d·~ la. Constitución Politica de la República Mexicana de 

feciiá i5 de'.f~6reró ~9':1as7 a la letra establecla en referencia a la parte 

conducentii 1~' sigüiente ; ... "La aplicación de las penas propiamente tales, es 

éxclu~i~~ d~ la' ~utorldad judlclal. La Polftica o administrativa solo podrá imponer, 

' ccim~'é:~r-recciÓn, hasta quinientos pesos de multa o hasta un mes de reclusión, 

. eh los c~sos y modo que expresamente determine la ley".2º Se reconoce 

constitucionalmente por primera ocasión a una autoridad administrativa dueña de 

un particular poder sancionador distinto del judicial, que delimitaba sus 

facultades, aún cuando lo hiciera de manera imprecisa toda vez que no 

determinaba el ámbito de la ley. 

Carranza previó en su mensaje y proyecto de fecha Primero de Diciembre 

de 1916 la necesidad de reformar el precepto en el sentido de hacer referencia a 

la imposición de sanción privativa de libertad o multa en los casos de 

infracciones cometidas a reglamentos de policla, quedando como proyecto a la 

letra lo siguiente : "La imposición de las penas es propia y exclusiva de la 

2º Cámara de Diputados del H.Congreso de la Unión, Ob.Cit.,p.999 
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autoridad judicial. Solo incumbe a· 1a autoridad administrativa el castigo de. las 

infraccione~ de los reglamentos de policla. y la persecución de los delitos, por 

medio del Ministerio PÚbllco ·Y de I~ PolÍcla Judicial, que estará a la disposición 

de éste".2i'.· . 

La iéda.cCIÓ'n definitiva del Congreso Constituyente de 1917 quedó de la 

siguiente forma, por publicación en el Diario Oficial de la Federación con fecha 5 

. de febrero de 1917: ... "La Imposición de las penas es propia y exclusiva de la 

autoridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a 

la Policla Judicial, la cual estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél. 

Compete a la autoridad administrativa el castigo de las infracciones de los 

reglamentos gubernativos y de policla; el cual únicamente consistirá en multa o 

arresto hasta por treinta y seis horas; pero si el infractor no pagare la multa que 

se le hubiese impuesto, se permutará ésta por el arresto correspondiente, que no 

excederá en ningún caso de quince dlas. 

Si el infractor fuese jornalero u obrero, no podrá ser castigado con multa 

mayor del importe de su jornal o sueldo en una semana".22 

Aunque lo anterior establece concretamente el campo sancionador de la 

autoridad administrativa a las infracciones a los Bandos de Policla y Buen 

Gobierno, redunda en la omisión de mencionar las infracciones que se 

cometieren a la legislación ordinaria en materia administrativa, repercutiendo en 

un constante abuso por parte de Ja autoridad politica al imponer 

discrecionalmente, por esta omisión, las sanciones en los casos en que 

consideraba se habla cometido una supuesta infracción a la legislación de 

naturaleza administrativa que no constituyera Bandos, y en el peor de los casos 

la misma se aplicaba en forma desmedida, siendo frecuente que la reclusión 

21 Cámara de Diputados del H.Congreso de la Unión, Ob.Cit.,p.1000 
22 www.cddhcu.gob.mx 
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excediera· • del .·término •fijado o. la ; l'Ti~ita' se fijara ·en. cantidades excesivas, 

violando el textó 6onsÚt~cl~~al en Íep~tici~s Ocasiones ante la obscuridad del 

precepto. \ .. ·: .. ··.• · , . ~: 

A pesar de la ev~i~clÓ~ i'.l~qÚe h~ siJo suj~to'~¡ precepto en comento, no 

se ha determinado su ~fi~a~i~ Í~gf~l~tiv~;:·ta'da v~~ qÚ~ e.I mismo se ha prestado 

a un sinnú~er~:~~-~2~I~~i'~1;~~rit~;~fü~~-~tl~~~;Mtfe:~~?:d~ las autoridades y de 
los gobernados;: esto .sln;'dudatconlleva·;a:•qu·e;quede manifestado de manera 

- _ : ... '.-1 "' ,_.'fi~·"';:.-:~:;:.•~,::'-:,:~'..{: ~-. ,'«:: ~:·:;·.~,-, ::; ·.;:;:,~,;·:;}.':.:·~Y''.%.::·.).;.::.:>:::·. ·,, 
imprecisa >,'el : fundamento('. Constitucional ;,>delf~poder sancionador de la 

adminlstració~. públl~a •. lo ciuál repe~cut~ ~r(1ilteir¡d~ar el hacer de la autoridad 

administrativa respecto las actuaciones que ;'fu~~J'~n conforme a Derecho." 



CAPITULO 3 

IDENTIFICACION DEL PODER SANCIONADOR DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN NUESTRA LEGISLACIÓN. 

3.1 LOCALIZACIÓN Y FUNDAMENTACION EN LA LEGISLACIÓN. 

Tal potestad se encuentra establecida en el articulo 21 de la Constitución 

Polltica de los Estados Unidos Mexicanos que conforme al Derecho vigente 

establece a la letra ......... "La imposición de las penas es propia y exclusiva de la 

áuioridad. judicial. La investigación y persecución_ de los delitos incumbe al 

Ministerio .. público, el cuál se auxiliará con una policla que estará bajo su 
- . ' -,·, ' .. . ' ~ 

autoridad . y '.mandato inmediato. Compete a la autoridad administrativa la 

ap1Ída6.iÓ~,cie ~-~nciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y 
• -C-.,c,_ • >;_.;.; ,' - • ~''" 

<dé poliCia;lasque únicamente consistirán en multa o arresto hasta por treinta y 

seÍs:hÓ~~s;:pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiere impuesto se 

.perm'Jiaráestapor el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso 
. - ',, ' ~-~ 

; de íreinla y s.éis horas. 

Si el Infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no podrá ser 

sancionado con multa mayor del importe de su jornal o salario de un dla. 



37 

Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa no excederá del 

equivalente a un dla de su ingreso. 

Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y 

desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas por vla jurisdiccional en 

los términos que establezca la ley. 

La seguridad Pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito 

Federal, los Estados y los Municipios, en las respectivas competencias que esta 

Constitución seilala. La actuación de las instituciones se regirá por los principios 

de .legalidad, eficiencia, profesionalismo y honradez. 
. . 

L~· Fede.~acló~; el. Distrito Federal, los Estados y los Municipios se 

coor'diriarán,·eri los términos que la ley seilale, para establecer un sistema 

nacion~!de'segÜridad pública",23 

· Lo· anterior se traslada sin contravenir lo dispuesto por este ordenamiento 

constitucional a las leyes secundarias que regulan la materia administrativa o a 

· los reglamentos administrativos o autónomos expedidos por la facultad 

reglamentaria del ejecutivo en los que otorga a distintas unidades administrativas 

la facultad de imponer sanciones a los infractores de dichas leyes y reglamentos. 

3.2 ASIMILACIÓN DEL IUS PUNIENDI EN LA COMISIÓN DE FALTAS 

DEL ORDEN ADMINISTRATIVO. 

En sentido subjetivo, el Derecho Penal se identifica con el lus Puniendi. El 

mismo se traduce como la potestad del Estado de castigar todas aquéllas 

conductas criminales cometidas en su propio ámbito; el lus Puniendi se aplica 

desde la concepción misma de la Polis, pasando por las Civitas y la Res-Publica 

23 www.cddhcu.gob.mx 
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hasta lo que hoy se denomina Estado; aunqúe en un.principio sáha;a ejercido 
- . . - .. ' _, '. '' - ·. ' . . . . . "~ 

en nuestro Pals de manera arbitraria·. por>las'. rasgos prhnitivos qÚe 

caracterizaban el nacimiento del Estado Me~l~~nb cLÍyo' o'rlgep tuvo. lugár 

fundamentalmente hablando, en la Constit~¿j¿¡, Pollii~a ::C:ie e Ía Monarqula 

Española promulgada en Cádiz el 19 d~ Ma;zkd~''úi.f:ú ' 
- .. ·. . -.~ ' . ' .. ' ' . 

El autor Sergio Huacuja; Betanc~Jrt ·~·~n°ala el 'origen de tal derecho ... 
--. '._,'.-·.·~e:',, .. -.,_._',-:,..: 'r·>..~;:: _:i/~-'·-·' '·. ··,.__ ·_ '·'.: · 

"Todo hecho por evldenteque párezca,requlere 'de. úna explicación filosófica; de 

este modo,' se des~ub~e qLÍe:~·~te~·ici~?clué exÍsti~ran las leyes escritas, una 
- ,- . ·-:· . :\_-,. ·,' ,.,,_¡,>,_·;/,_/:·'. ; ... ',~-f. ::/'.,~ .. ,._~-:~~. ··,.' : .. ' ;, 

potestad atribuida/ al,, pode~C ~oclal;c es.taba legitimada para restablecer la 

normalidad ant~ uri d~iÍt6'.' ~~di~~'té 0Ji ·~~s,tlgo".24 

'i [)~ t~Í IE~rt~.··~e,·at;i~uye al enie llamado Estado dicha facultad; para · .. , ... ,• .,,;:, .-,,,- '• ,· .. ' 

gaia.riti~ái /e1:orden~y : Bienestar Público; portal hecho, cuenta con los medios 

''.punitivos pár~ sanclcmar .todas aquélla~ conductas que impidan la realización de 

' ' es~ fir{'' en' Ótrk-s p'~iabras: tod~ ;v1oiad16~ a un supuesto penal constituye la 

apllcad6n de u~a consecuencia o sanción establecida en el mismo derecho. 

La atribución de dicha facultad a favor del Estado es defendida por el 

Jurista Garrara citado por Acosta Romero, que de manera textual manifiesta 

.... "la autoridad social ejerce el lus Puniendl, porque lo hace con mayor fuerza, 

seguridad y eficacia de la que podrla emplear el individuo aislado" ...... "El origen 

del derecho está en el individuo mismo y la sociedad lo ejerce solo como 

representante suyo, ya que a éste, al igual que a los demás asociados, aunque 

no hayan sido afectados directamente les interesa la tutela del ofendido para que 

de ella surja la defensa de todos y cada uno contra futuras agresiones 

similares".25 

24 Huacuja Betancourt, Sergio, "La desaparición de la prisión preventiva", editorial Trillas, 
décimoquinta edición, México D.F., Marzo de 1996, pag.111. 
'' Acosta Romero, Miguel "Teoría General del Derecho Administrativo", editorial Porrúa, S.A. décima 
edición, México D.F .. Julio de 1997.pag.19 
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Sin embargo, surgen interesantes cuestionamientos de acuerdo con. Jo 

establecido. ¿El lus Punlendi para los delitos es aplicable a las Infracciones 

administrativas?, la concepción del llamado "Derecho para castigar" del Estado 

da la pauta para responder en sentido afirmativo, en vista de que corresponde a 

este la aplicación de sanciones a iodo tipo de conductas infractoras, sean estas 

penales o administrativas, sin embargo esa potestad se deslinda como a 

continuación lo explico. 

Asl, en vista del carácter de poder jurldico del Ejecutivo y de la función 

Estatal que ejercitá por el principio' de la División de Poderes, es que se justifica 

la pre'sencia de una potes~ad sancionadora propia, que lo hace independiente y 

cuyo fin lo constituye el hacer cumplir las disposiciones administrativas utilizando 

medios preventivos y represivos a través de sus órganos competentes de 

enjuiciamiento y sanción, sin acudir al auxilio de otro poder y al cuál se 

· denomina en vista de sus caracteristicas Sui Generis, como Poder Sancionador 

Administrativo. 

Sin embargo existen ciertos aspectos que diferencian al poder 

sancionador judicial penal del administrativo, como los que a continuación 

desarrollo: 

• El lus Puniendi del Estado comprende la facultad sancionadora del 

Poder Judicial y de la administración pública, sin embargo, ésta última tiene su 

origen en un régimen de Policla administrativo cuya explicación expongo en 

los siguientes temas. 

• Ef poder sancionador se aplica con respecto a la comisión de 

infracciones administrativas, por el contrario, el poder penal se origina por la 

realización de un supuesto, establecido como illcito penal. 



• El poder penal procede, p~r· la, vía repr,esiva correccional . por la 

comisión deÍ hecho p~nible, en tifr1to que' el poder sáncionadOr administrativo 

se vale de medidas meramente prev~~tiv~~ més q~e 'r~p;~~iva~ .•. ·' ''' ' 
\:._'.t ,\;~'- '•··:,·:.;: ~ .·.~:~> ~ · .. :~~-; ¡ - ' i:.. . 

'."l''·· ~,}~\;~;!~:~~r~M~ir~l~~~;~~t§~~9~~i~~ºf ;,::;: 
convencionales actlv1~,adés:que so~'reprobablespor•Iª.· propia administraci,ón 

. púb1ica: c~ñ{º ~i.eí'~~~B~'J~;t~?:ci~~í~'.~~:-~i6l~~~~~-¡~;'l'.~~~~¡~~~x;;~ci1d~;·,e:;.un. 
hecho reprobado por la ádministración, más' no 'a nivel social, como sería el 

casode1 ~~¡:;e::,;,: ía~ri~~b·i¿~¡;~ L'~~~lci~.'.':': -.}·: .. !:.);L Y':n• %;' ;;~. ·?.': 
·'":\ > ''i ·: ·.:·-~:~·;·,· '"·>:' .-· . -,· -.·,.' ''·' . ::;';·;·· - :. :~ ;, '"' .-;~-. / :·\:'-

. . . ,:_:...: . \~· <-'~;_\;• l. 

• El poder penal castiga éondu'ctás tipificadas sin que se enuncie en la 

norma una obligación como tal, ~s d~6ir,· co~prende una obligación implícita, 

en .. cambio, el poder sancionador · administrativo solo sanciona el 

incumplimiento a una obligación pública explícitamente comprendida en la 

ley. 

• El poder penal se aplica al delincuente a través de un acto 

jurisdiccional, el poder sancionador administrativo se impone mediante un acto 

administrativo. 

• Las sanciones penales son generalmente más severas que las 

administrativas en vista de la naturaleza del ilícito cometido y de su 

repercusión social. 

• El órgano al que corresponde aplicar las sanciones a las conductas 

ilícitas administrativas difiere del órgano judicial sancionador de la conducta 

delictiva, por tal hecho, el procedimiento establecido también lo es. 

--n"l'f.'--:::Cí::-;:'~ /.r-~\¡~.i,1..,.,-..l 
1.1·.~10 vvr 
~-- ''l' .. "':fi~.'l 

R!i;'i ;t W1 í;lJ:.._r.;.ii't F .nJ1;~LJ!): ~~;..:.f:~~..---,:;-;::~·.-~:~ 
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. ' 

• La aplicación del poder penal intenta preservar bienes jurídicos 

tutelados por el Estado, la aplicación del poder sanclori.acior •administrativo 

tiene co~o finalidad la conservación de su orden interno y dél Orden Social. 

• El poder sancionador del Ejecutivo nci tiene ü~·fln punitivo -represor 

como es el caso del Derecho Penal, sino un fin ·pÚnitivo preventivo. 

\ ; ·' ~. . 

La redacción del artículo 21 Constitucion~I deslinda al lus Puniendi en 

materia jurisdiccional como en materia administrativa por respeto al principio de 

.la división de poderes consagrado en el articulo 49 Constitucional, y por 

consiguiente se establece la autoridad competente en cada ámbito para la 

imposición de penas y sanciones. 

3.3. CARACTERiSTICAS DIFERENCIALES ENTRE LA PENA, 

SANCIÓN Y MEDIDAS PREVENTIVAS. 

El concepto de pena es más restringido que el de sanción, a partir de la 

comisión de hechos delictivos se refirió la pena como castigo al delito cometido, 

la sanción, luego entonces, según palabras del Jurista García Máynez ........ "es 

una consecuencia Jurldica que el incumplimiento de un deber produce en 

relación con el obligado".26 Dicho punto de vista se infiere en un sentido amplio a 

que todo incumplimiento de obligaciones trae como consecuencia un castigo. 

De acuerdo con lo establecido, Cuello Calón manifiesta al respecto citado 

por Fernando Castellanos lo que sigue "pena es el sufrimiento impuesto por el 

Estado, en ejecución de una sentencia, al culpable de una infraestructura 

penai''.27 

26 García Maynes, Eduardo, "Introducción al estudio del Derecho", editorial Porrúa, quincuagésima 
edición, México, Distrito Federal, Abril de 1999, p.118 
27 Castellanos, Fernando, "Lineamientos elementales de Derecho Penal", editorial Por.rúa, i;l. 
lrigésimaquinla edición, México D.F., Junio de 1995, pag.318 --·-:,~1 

· rrtSl~ ~~1" 
¡~D110~-
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La pena conlleva un contenido meramente expiatorio, es Impuesta por la 

comisión de un delito tipificado en los Códigos penales de las Entidades 

Federativas o del Distrito Federal y en los capitules especiales de los delitos 

cometidos en la esfera de las distintas leyes, las cuáles pueden ser de 

naturaleza administrativa y sancionables por la autoridad judicial; por otra parte, 

la sanción se aplica en aras de la comisión de una falta o infracción a la ley de 

carácter administrativa, como son la legislación federal de esta lndole, los 

reglamentos municipales, los ordenamientos policiales o reglamentaciones 

administrativas impuestas por la misma autoridad administrativa. Tiene como fin 

el estímulo a la observancia de la norma, es decir; constreñir al incumplimiento a 

hacer lo que no se hizo . 

·~n l~·Jegislación administrativa señalada, se pueden imponer dos tipos de 

·sanciones: .~anclones administrativas y sanciones penales, las primeras, como 

ya· se ~xpll~ó tienen su origen en la comisión de faltas administrativas, las 

segundas por la comisión de los llamados delitos especiales en el ámbito de una 

ley de carácter administrativa determinada, donde se establece un capitulo para 

los delitos tipificados y que no se encuentran previstos en las leyes penales 

comunes. 

Asl el concepto de sanción encuentra 2 acepciones : 

• En Lato Sensu todo incumplimiento de una obligación del particular 

conlleva un castigo o bien; 

• En Strictu Sensu toda infracción a la ley administrativa acarrea una 

sanción administrativa y no una pena . 

De tal suerte, la sanción administrativa es definida por el Instituto de 

Investigaciones Jurldicas de la Universidad Nacional Autónoma de México como: 

"El castigo que imponen las autoridades administrativas a los infractores de la ley 
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administrativa. Presupon~ lá existencia de un ~cto illcito, qi.Je es la oposición o 

Infracción dé Lin ordenamlent~ jurfdico administrativo". 28 . . 

En ... el .. caso .de cometerse una "infracción" en el ámbito penal se 

substituye esta denominación por la de "delito", por lo que es prudente en este 

caso apli~ar la denominación de pena y no la de sanción. 

··;.,· La.punibilidad es ~n elemento constitutivo en la comisión de un ilicito, por 

lo consigÍ.Jlente, punlbiildad y pena no son sinónimos, la primera es calidad de 

.'conducta que por su naturaleza tfpica, antijurídica y culpable amerita la 

'lmposiciÓn de la pena, en tanto que la segunda es el castigo ·impuesto al infractor 

·como reacción del poder público. 
' . ' 

.. El Jurista ,Vilialobos citado por Acosta ,Romero setlala respecto a las 

.medida.s pre~entivas lo. siguiente: ''.S.on.actividades del Estado referentes a toda 

la población y en muchos de los 'éasos tienen un fin propio, ajeno al Derecho 

Penal, aún cuando.redunden en la disminución de los delitos, como la educación 

pública, el alumbrado· n9cturrio de las calles o la organización de la justicia y de 

la asistencia social", estas tienen un fin como su denominación lo establece "de 

Prevención".29 por la comisión de futuras infracciones, pero aludido al orden 

administrativo. 

Asl mismo Sergio Huacuja Betancourt señala ..... "Su caracterlstica 

principal es que no suponen reproche moral , intimidación o retribución alguna 

:·'"· 

2s,.1nstituto de Investigaciones Juridr~a_-~·~; d~·~/i~:_-.-:;Lr~~~~~Jd~~~:; 'Nacional Autónoma de México, 
diccionario juridico mexicano Tomo P·Z, editorlai,Porrúa S.M; Décima tercera Edición. México D.F. 
Abril de 1999. p.145. . _. __ . ·._' .. /:;_:· .. :·· _ .. _ .. _ :·:_ · :·· 
"·· Acosta Romero, Miguel "Teorfa General del Derecho Administrativo", editorial Porrúa, S.A. 
décima edición, México D.F., Julio de 1997.p:is :: · "" 
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3.3.1 BREVE EXPOSICIÓN COMPARATIVA ENTRE LAS SANCIONES 

Y PENAS ESTABLECIDAS EN EL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y 

LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA 

FEDERAL 

Entre las sanciones aplicables a contravenciones administrativas figuran 

en la legislación las siguientes : 

la amonestación, la suspensión, la Inhabilitación, la destitución, 

cancelación de licencias, decomiso, clausura, apercibimiento, arresto , multa. 

El Código Penal, F.ederal c~n fundame~Ío en su· a~lculo, 24 establece 
como penas las slg~le;,te"s: .:·:'.; . . ::. · ·. 

. ·· Prlsl¿n_)~r~t~nllento en libertad, senÍlllbe~~;D·~:¡r~bajo en favor de la 

comunidad, confina~lento, prohibición de·'1r;~··:iuciar determinado, sa;,clón 
... - - ·. . - , -,·.- - · .. 

. · pecuniaria; decomiso de Instrumentos, objetos·; y productos del delito, 
,,. ·'• ;.' ,•. . 

. amónestaclón, apercibimiento, privación de derechos, lnhabllltaclón, destitución, 

o suspensión de empleos, vlgllancla de la autoridad, decomiso de bienes 

: correspondientes al enriquecimiento lllclto. 

La doctrina ha clasificado a las sanciones de la siguiente manera: 

A).- Pena Privativa de libertad. 

a).-Prlslón 

b).- Arresto 

B).- Pena Económica. 

a).- Multa 

b).- Reparación del daño 

c).- Recargos 

d).- Gastos de ejecución 

C).- Pena consistente en pérdida de bienes o derechos~----:::::--;:;:::;~--¡ 

'\iSlS CON 
Vl\UJ\ D~.Q!UGEtl 
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. ' 

a).- pérdida de los Instrumentos del lllclto 

b).- Suspensión o privación de derechos 

· c).- Inhabilitación 

d).- Destitución o suspensión de funciones o empleos 

e).~ D~comíso de Objetos y rnercanclas 

.f).- Clausura 

Se' observa una gran similitud entre las sanciones aplicables para cada 

. árnblfo, por tanto, es necesario dar una breve explicación de cada una de ellas 

para ahondar en su contenido: 

Amonestación .- Pina Vara la define corno "advertencia que el Juez dirige 

al acusado, haciéndole ver las consecuencias del delito que cometió, excitándolo 

a la enmienda y conminándolo con que se le impondrá una sanción mayor si 

reincidiere, pudiendo ser pública o prlvada".31 Es una medida preventiva, cuya 

finalidad consiste en evitar la comisión de un lllcito de Igual o mayores 

proporciones. No encuadra en el texto de la Carta Magna; sugiero su 

Implementación en la misma, para que no se cometan abusos por parte de la 

autoridad. 

Suspensión de Derechos .- El Instituto de Investigaciones Jurldlcas de la 

Universidad Nacional Autónoma de México la contempla del siguiente modo: 

"Derogación general y temporal de las garantlas Individuales en casos o 

situaciones de emergencia o restricción particular y transitorios del ejercicio de 

" Oe Pina, Rafael, Diccionario De Derecho, editorial Porrua S.A .. Vigésima Quinta Edición, México D.F. 
Marzo de 1998, p.91 
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los derechos del ciudadano por i11cumplimlento de las correlativas obligaciones 

ciudadanas~ p~r lnfÍ~~ciÓ~ dealgú~ ordenamiento legal".32 
' _. ~ '" •• ¡ • ' • '"' • •·.e ' '• ' 

.. La figur~ de I~ su~pe~~ióri d~ cl~re~ho~ se encuentra establecida en el 

artfculo 38 ci~ la.C~nstitución Polftlc~ F~d~r~I. De especial interés comprende la 

fracción .·jv de dichos ·precepto al aplicarse por "vagancia o ebriedad 

consuetudinaria, declarada en los términos que prevengan las leyes". Este 

lineamiento sigue la misma dirección del articulo 21 Constitucional, toda vez que 

en el ámbito administrativo únicamente los Bandos de Policla y Buen Gobierno 

abarcan estos dos conceptos, sin embargo, el último párrafo del artfcufo 38 

establece ..... "La ley fijará los casos en que se pierden, y los demás en que se 

suspenden los derechos del ciudadano y la manera de hacer la rehabilitación", 

esto constituye una potestad sancionadora amplisima para la autoridad politica, 

respecto a la aplicación de la suspensión de acuerdo a lo contemplado en la 

legislación secundaria de naturaleza administrativa, 

Inhabilitación, destitución o suspensión de funciones.- El instituto de 

Investigaciones Jurfdicas de la Universidad Nacional Autónoma de México las 

define como ,- "Penas consistentes en la cesación definitiva en el ejercicio de 

una función o empleo ( destitución ), en el impedimento absoluto para volver a 

ejercer alguno ( inhabilitación ) y en el impedimento temporal en el ejercicio del 

que se desempeñaba a la época de Ja perpetración del delito ( suspensión )."33 

La suspensión se aplica a determinados delitos cometidos en la 

administración de Justicia, en tanto que Ja destitución y la inhabilitación se 

aplican por infracciones de los servidores públicos a la Ley Federal de 

" Instituto de Investigaciones Jurldicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, diccionario 
juridico mexicano Tomo P·Z, editorial Porrúa S.A., Décima tercera Edición, México D,F, Abril de 
1999. p.142. 
33 Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Ob.Cit., 
p.1719 
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ResponsabUidad de los Servidores Públicos, las mismas figuran en el articulo 
. . . 

113 de La Constitución Polltica Federal . 

. Decomiso.> Definida por Pina Vara como "Privación a la persona que 

· cómercia en·. géneros prohibidos o comete un delito de las cosas que fueren 

objeto del tráfico lllcito o que sirvieron para la realización de la infracción 

penal''.34 Queda establecida por lo dispuesto en el articulo 22 Constitucional al 

no. considerarla como confiscación de los bienes en caso de enriquecimiento 

illcito de los funcionarios públicos, según lo establecido en el articulo 109 del 

mismo cuerpo legal. Asimismo de los bienes propiedad del sentenciado por 

delitos cometidos por delincuencia organizada o de aquellos que no acredite su 

procedencia, cuando se conduzca como dueño de los mismos. 

Clausura .- Consiste en aquél cierre definitivo o temporal de una 

negociación, o persona Jurldlca con ánimo de lucro, por no cumplir con 

disposiciones u obligaciones marcadas en la ley. Su naturaleza ha sido 

ampliamente criticada, pues si bien la administración pública la aplica de manera 

reiterada, no se encuentra debidamente fundamentada en el Texto 

Constitucional. Su utilidad es indiscutible, se funda indebidamente en el mayor 

de los casos en aras de lo dispuesto por las leyes secundarias administrativas 

exclusivamente, aspecto insuficiente e inconstitucional, ya que no se encuentra 

establecida en la Constitución Polltica Federal, por tanto, recomiendo se 

comprenda en el texto legal del articulo 21 de la Carta Magna para conformar 

actuaciones de autoridad que respeten el marco de legalidad. 

Cancelación .- Consiste en aquél acto de autoridad que extingue, limita o 

deja sin efecto un derecho. La Constitución Polltlca no la enuncia. Sugiero su 

inclusión para evitar abusos por parte de la autoridad. 

34 De Pina, Rafael, Diccionario De Derecho, Editorial Porrúa S.A, Vigésima Quinta Edición, México 
D.F. Marzo de 1998, p.217 
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. . 

Apercibimiento .- Pin"a Vara la define como "Conminación que el Juez 

hace a Üna persona cuando se cree; con fundamento, qué está eri éÚsposlclón de 

cometer un ,deiíio, y~ sea p6r su actitud o por amenazas de q~e en: caso de 
,'. ' .. ,. . - ' .,, . ·, 

cometer el\ qu'e se propone u otro semejante será· considerado , como 

reincid~nte'',35 óe igua1 forma no encuadra en el texto C!e 1a'éárta M~sna; sugiero 
,:su lmpíeirie~iá~lón én la misma. . . . . 

. - ; :, ,' ·.::.~·;· 

•· :;· Áir~~t~'._- .Consiste en una corta privación de libertad que puede ser 

imp¿~~ia'p6/a~toridad judicial o administrativa. Debato su naturaleza y sugiero 

~u ~rrád'1cá~16ri'del texto del articulo 21 Constitucional en el capitulo 5. 
·".:·.' 

:,: ;. ~ulta .- Sanción pecuniaria impuesta por cualquier contravención legal en 

beriefiC:í6 dél Estado o de cualquier entidad oficial que se encuentra autorizada 

p~ra i;;,p~nerla. El articulo 21 Constitucional no fija un limite para su imposición, 

lo:que constituye una facultad discrecional de la autoridad administrativa que a 

primera vista podrla ir en contra de lo establecido en el articulo 22 Constitucional 

el cúál prohibe la "Multa excesiva". Sin embargo por reforma de 1983, el 

legislador Implementa una medida de protección al trabajador "no asalariado" -

denominación cuestionable - y al jornalero para que la sanción pecuniaria no 

exceda al importe de su jornal o sueldo de una semana. 

Predomina cierta confusión respecto al hecho de que el articulo 22 

Constitucional prohiba la imposición de la multa "Excesiva", de tal suerte, surge 

la interrogante ¿Que criterio utiliza el legislador para la fijación del monto de las 

multas y que al mismo tiempo no sea considerada como "excesiva", para no 

violar el principio Constitucional aludido?. La Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha respondido de la siguiente forma: 

35 De Pina, Rafael, Diccionario De Derecho, Editorial Porrúa S.A., Vigésima Quinta Edición, México 
D.F. Marzo de 1998, p,91 
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Instancia: Pleno Epoca: Novena Epoca 

Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Parte : 11, Julio de 1995 
Tesis: P./J. 9/95 
Página: 5 

MULTA EXCESIVA. CONCEPTO DE. 

De la acepción gramatical del vocablo "excesivo", asl como de las 
interpretaciones dadas por la doctrina y por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, para definir el concepto de multa excesiva, 
contenido en el articulo 22 constitucional, se pueden obtener los 
siguientes elementos: a) Una multa es excesiva cuando es 
desproporcionada a las posibilidades económicas del infractor en 
relación a la gravedad del ilicito; b) Cuando se propasa, va más 
adelante de lo lfcito y lo razonable; y c) Una multa puede ser 
excesiva para unos, moderada para otros y leve para muchos. Por 
lo tanto, para que una multa no sea contraria al texto constitucional, 
debe establecerse en la ley que la autoridad facultada para 
imponerla, tenga posibilidad, en cada caso, de determinar su monto 
o cuantla, tomando en cuenta la gravedad de la infracción, la 
capacidad económica del infractor, la reincidencia, en su caso, de 
éste en la comisión del hecho que la motiva, o cualquier otro 
elemento del que pueda inferirse la gravedad o levedad del hecho 
infractor, para asi determinar individualizadamente la multa que 
corresponda. 

Amparo en revisión 2071/93. Grupo de Consultores Metropolitanos, 
S.A. de C.V. 24 de abril de 1995. Unanimidad de once votos. 
Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: lndalfer Infante 
González. Amparo directo en revisión 1763/93. Club 202, S.A. de 
C.V. 22 de mayo de 1995. Unanimidad de nueve votos. Ponente: 
Juan Dlaz Romero. 

Queda determinado por consiguiente, que la aplicación de sanciones de 

similar o igual contenido concluye la inexistencia de una distinción sancionadora 

entre las penas aplicadas en el ámbito judicial y el administrativo, sin embargo, 

W_.S1S CON 
f ALLA DE ORIQ.EN 
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su imposición persigue una finalidad distinta. Corno lo manifiesta el jurista 

Eusebio Gomes citado por Acosta Romero de acuerdo a lo siguiente "No es esta 

la de prevenir hechos contrarios a la convivencia social, sino la de asegurar el 

orden administrativo, el desenvolvimiento normal de la actividad 

administrativa". 36 

3.4 ANÁLISIS DEL PODER SANCIONADOR DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA EN MÉXICO. 

A la función administrativa se le encomienda la ejecución de todas 

aquéllas leyes expedidas por el órgano legislativo correspondiente; para poder 

realizar dicha función, se otorga a los órganos de la administración pública la 

potestad de sancionar todas aquéllas infracciones cometidas en su esfera 

competencial que impidan la ejecución de una ley; dicho de otra forma, la 

facultad de la administración pública de castigar todas las violaciones a una ley 

administrativa que no constituya delito, sino infracción, se denomina Poder 

Sancionador de la administración pública o Régimen de Policla de la 

administración pública. 

Félix Sarria señala por cita de Acosta Romero, la justificación de la 

presencia de un poder sancionador administrativo, opinando al respecto: "La 

administración dispone para el cumplimiento de sus propios fines de medios 

coercitivos sin los cuáles sus resoluciones serian estériles o ilusorias''.37 

Como se aprecia de la redacción del ordenamiento, por regla general se 

establece la Imposición de penas por la comisión de un delito a la autoridad 

judicial haciendo referencia al Ministerio Público como un órgano investigador y 

"Acosta romero, Miguel, "Teoría General del Derecho Administrativo", editorial Porrúa, S.A. décima 
edición, México D.F .. Julio de 1997.p.24 

37 Acosta Romero, Miguel Ob.Cit .. p.24 
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persecutor de losdelito's que se cometan d~ confor.mid~d ~or lodispuesí6 por Jos 

artfculos 21 y .102. de' la Con~titl.Íción,' distinguiéndose eritre delito~dei. orden 
. . . . . ' . 

común y delitos federales. 
!';'_2· 

:·.;,, . - ·,:,. 

· Más adela~te sé.'redo-rÍ6Ce 1a'presenc1ad~ 1a'élufo¡idád adminl~trati~apara · 

~:~:i:::L~º!:rE~~!\¡1!{~\~f !~~~:?~:~f ~tf 1~t1}~;czt~i~t~:!ir:::2:g11i:t:?~0:i 
pre~epto lag.al; .di~'tia:··~ut~rld~-~~aJílii~i~t~~ti~a'úñi¿~meriÍe puede sándlonar las 

referidas• 1ntráci~t~ri~~;·;~j~~l~~d~ :·c¡'~\~i··, c~fo;ld~'ra61Óri.· 1a !~evitable Interrogante 

¿las lnfr~cclones .admlrii~Íratl~'as;c~m;;-tidas ~n la esfera de las demás leyes 

admÍnlstrativas n¿ son' sá'n~t6'n~:d~i'·~~r I~. ~utoridad administrativa? ¿Es la 

autoridad judlCial . compefonté p~ra imponer sanciones a las infracciones 

administrativas que no se encuentren comprendidas en los referidos Bandos?. 

Tales cuestionamientos sugieren una obscura e irregular redacción en el 

ordenamiento constitucional, pues una Interpretación estricta motiva a pensar 

que la actuación de la autoridad administrativa para sancionar los illcitos distintos 

a los comprendidos en los bandos es inconstitucional y de igual forma la facultad 

que se les confiere en las leyes administrativas secundarias para intervenir en 

estos casos. 

Dei análisis del precepto legal, se observa la distinción entre los delitos y 

las infracciones al otorgar competencia a la autoridad judicial para la imposición 

de penas en el primer caso y tratándose de las segundas se establece 

competencia a la autoridad administrativa para aplicar sanciones con respecto a 

la comisión de infracciones a los Bandos de Poiicfa y Buen Gobierno; el término 

sanción y pena es utilizado en forma repetida e indistinta, por tanto ¿Es facultad 

exclusiva de la autoridad administrativa la aplicación de sanciones y de la judicial 

la imposición de penas? para responder, es necesario hacer la distinción entre 

una pena y una sanción. 
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Según lrma G. Amuchategui Requena "Pena es toda aquélla restricción o 

privación de derechos que se impone al autor de un delito''.38 ... de manera 

genérica el término sanción se usa como sinónimo de pena, pero propiamente 

aquél corresponde a otras ramas del Derecho y llega a ser un castigo o carga a 

que se hace merecedor quién quebranta una disposición no penal. 

La Interpretación del precepto constitucional en sentido estricto a cuenta 

de la Irregular redacción del ordenamiento constitucional, supondrla la existencia 

exclusiva de infracciones a los Bandos de Policia y Buen Gobierno, por tal 

hecho, las conductas Infractoras cometidas a la legislación administrativa que no 

constituyeran Bandos de Policia se comprenderlan como delitos, dando pié por 

lo tanto, a que se otorgue competencia a la autoridad judicial para la Imposición 

de penas por su comisión, cuestión Ilógica derivada de la ineficacia del precepto 

jurldico. 

La redacción del artículo 21 Constitucional no es del todo clara, esto se 

debe a que El Constituyente al elaborar el proyecto de ley de la Constitución de 

1917 se basó textualmente en su antecedente de 1856 para la Imposición de 

sanción de multa o reclusión como se refiere a continuación: "La política o 

administrativa sólo podrá imponer como corrección hasta 500 pesos de multa o 

hasta un mes de reclusión en los casos y modos que expresamente determine la 

ley".39 Al copiar la transcripción con la variante en el monto de la multa y el 

tiempo de reclusión omite "en los casos y modos que determine la ley" 

decidiendo sustituirlo por "sanciones por las Infracciones de los reglamentos 

gubernativos y de Pollcla'', en el entendido de que en la legislación administrativa 

que no constituyera Bando de Policla se señalarlan las infracciones y sanciones 

en términos del articulo 73 Constitucional fracción XXI; la facultad para la 

38 Amuchategut Raquena, trma, Derecho Penal, editorial Harla, México, Distrito Federal, Abrll de 1999, p.90 
30 www.Jurldlcas.unam.mx 
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aplicación de .· s:~h~lon~s ..• a dichas co~ductas ··.·Infractoras se 

fundamerÍtalmehte' p~V~edi.o'éié.dos iíi~banis~os:'. • 
'._:, 

realizaría 

. . A).- A través de' la 6C>acci~n cor( la. q'ue cuenta la administración, pública 

'. para' IÍ~ce¡: é~;1i~11/~.:;~ ~é:~~~·~·~ ·~~~er~ fo~~osa cu~íid~' ei :partié:u1ar no cumple 
· volul1tarlame~te. \(• 'I' < '.: :. 

B).~·Po(l'l1edlode la facultad que le confiere el artículo 89 Constitucional 

fracción primará para "promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de 

la Unión" pues de no contar el ejecutivo con esta atribución, la autoridad 

carecería de un medio coactivo para cumplir con esta función de manera 

eficiente. Sin embargo, erróneamente se conserva la idea de que la función 

ejecutiva de cualquier ley comprende a su vez la potestad impllcita para 

sancionarlas, siendo que debe fundarse debida y apropiadamente la facultad 

sancionadora por la comisión de infracciones a las demás leyes que no 

constituyan Bandos de Policía y Buen Gobierno. 

El principio de legalidad, establece el Diccionario Jurldico Espasa 

consiste en : .... "La administración sólo puede actuar alll donde la ley le concede 

facultades. Es decir, el principio de legalidad implica que la ley es el único 

mecanismo de atribución de potestades a la administración''.40 de tal suerte, ante 

un mecanismo como el anterior, la autoridad administrativa atenta en repetidas 

ocasiones contra el citado principio cuando su actuar sancionador por 

infracciones cometidas a las demás leyes administrativas se funde en "una idea 

impllcita para ejecutar leyes" cuestión que debe ser corregida con una redacción 

objetiva y precisa del articulo 21 Constitucional. 

El constituyente de 1917 al retomar las ideas establecidas en la 

Constitución del 1857 no mejora el contenido del artículo 21 Constitucional. Al 

• 0 diccionario jurldlco Espasa , editorial calpe S.A. fundación Tomés Moro, Madrid, marzo de 1999, 
p.992 
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respecto sugiero una redacción a'marÍera de fácil y claro entendimiento, de tal 

suerte, se eviten lagunas Interpretativas que recaigan en constantes criterios 

clarificadores del máximo Tribunal. De tal suerte, sugiero que la lectura del 

precepto en comento, para evitar confusiones o malas interpretaciones quede 

como sigue: "Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones 

por infracciones a reglamentos gubernativos y de policla , asl como a las demás 

leyes de carácter administrativo en los casos y modos que la misma determine", 

con la adición del vocablo "administrativo" que señale el ámbito de competencia 

sancionadora de la autoridad administrativa. Esta redacción no descarta la 

existencia de los Bandos de Policla y Buen Gobierno al comprenderla como 

legislación administrativa. 

Respecto a la figura del reglamento Gubernativo y de Policla y de la 

lectura del precepto en comento, se aprecia que el mismo no hace alusión a la 

ley o leyes que reglamenta, sino que se establecen sin que se haya expedido 

previamente una ley por el Congreso que los sustenten, reconociendo de tal 

hecho la posibilidad de relación directa con la Constitución sin que haya una ley 

previa que lo regule, a tales reglamentos la doctrina los ha denominado 

"autónomos" en vista de su naturaleza sui-generis, denominación que cuestiono 

en los siguientes puntos en el caso de los bandos mexicanos. 

3.5 DISTINCIÓN ENTRE EL RÉGIMEN DE POLICIA ADMINISTRATIVA 

Y LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACIÓN 

PUBLICA. 

El Jurista Andrés Serra Rojas de manera textual manifiesta al respecto lo 

siguiente "El poder sancionador del Estado se deriva de la propia naturaleza de 

la ley. La sanción aparece como un elemento esencial para la facilidad de la 
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norma, sin ella sería. una vana' Ilusión, es 'una medida :punitiva. en caso de. no 
ejecuciónde uria Íey".41 : . : , · · ' ·· .. · ' ' 

-·~·' :·2·· >(. ''. - . ·>'. 

•. D~•• 1~.·.· +1~~ª~,fa~~~{~~t·~d~';,r~1)r: .~~~~~:,:~1/;ré~íí!l.e:n cie,p~11~1a. de 1a 
administración 'públlca\·conio·: "aquél, conjunto .de• medidas coactivas• arbitradas 

. _ : ·.::' . :,'<··-~:":>;-:'.;·,;{i..1,{. .. ~:\:/·'JX<.··i-.:-'<·«:.-_,\-<. \-·.'/ .. :;:.-·;:--'::·<-·::< ,-1 ··:_ \_·: ."'~ ·. : , . ··· 
· por el der.echo:para que elpartlcuiar ajuste su actividad a un fin de utilidad 

pública;;.42i~~;::·1ci ~~~-~e·C.t~be enten'der a t~I potestad sancionadora como. parte 

.· lntegr~i'ci~ la fu~cj¿;,:' ~d,~lnÍ~tratlva, es decir, no sólo le corresponde la ejecución 

' de un..l1ey'~in~·~a~'61~nar las causas que Impidan ejecutarla. 
'-.~::<:', .~·. ~~~-;_:_· 
.· .. ,, ' 

, De acuerdo a lo establecido es lógico que se produzca una confusión 

· entre · régimen . de policía administrativa y la potestad sancionadora de la 

administración pública, ambos conceptos cuentan con aspectos similares, sin 

embargo es necesaria su distinción. 

Por una parte, debemos partir de la idea de que la legislación 

· administrativa se funda en el orden e interés público, por tal hecho se funda la 

necesidad de establecer un conjunto de medidas coactivas arbitradas por el 

Derecho, de Imponer limitaciones y restricciones a los derechos individuales para 

que el particular ajuste su actividad a un fin de utilidad pública (definición de 

policía administrativa). Para lograr éste propósito, la policía administrativa debe 

consagrar la facultad sancionadora de la administración pública para castigar 

aquéllas conductas que violen una ley de carácter administrativo y que impiden 

su funcionamiento y el orden público en que se encuentra cimentada. 

En otras palabras. la policía administrativa constituye el conjunto de 

atribuciones correspondientes al Estado que comprenden restricciones a los 

derechos de los particulares con el fin de lograr el Orden y Bienestar Común; las 

" 1 Serra Rojas , Andrés. Derecho Administrativo Tomo JI, editorial Porrúa S.A. Décima Quinta 
Ed1c1ón, México, D.F. Marzo de 1992. p.534 
42 Acosta Romero, Miguel Ob.Cit., p.533 



restricciones se ~pÍica~ a fravés ele accion_esposÍtivas o negativas tr~ducidas en 

Obligaciones public~s: ~án3 ~el gob~rnado, y ·cuyo ini:Umplimlento origina la 

aplicación de . uri~ , ~a~~ión de.: 1rlcÍ'ó1e administrativa, . tema desarrollado 

_ posterior~e.ílt~ :·~h·'~I· d~'pf l¿"io·.:=gt·~t~&: :~·:,~ _ ·
1 

. • 

__ .- ---• .••• ·.:· i.·.'R·'',< .. ]:rfrtt~::;cj}~i-f~R- ··-~·-·····. 
· · : La. obliga~ión '-\de i;: adquirir · licencia para determinados actos, el 

som~UmieniJ'ci~:libr6~-.d6'~t~bl~s para revisión, dar publicidad a un determinado 
:·'. ·-: . . • . i ". '<;- . :· ! . ~".>_\·~-:; ;_' :.)>·~~- . ~.-;'.'.'}" :;_· '(,'.' .: : . 

acto, la vacunación obligatoria, la prohibición sanitaria para la venta de alimentos 

que. no. cumpl~~ . d~rtas características, son muchos de los ejemplos 

consistentes en restricciones a las garantías de los gobernados, que los obligan 

a cumplir con la obligación impuesta por el estado a través de el régimen de 

policía, su Incumplimiento trae como consecuencia la facultad sancionadora 

administrativa al particular por Infracción a la ley. 

3.5.1 ASPECTOS IMPLiCITOS EN EL RÉGIMEN DE POLICIA DE 

LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA. 

Las sanciones que la administración pública puede imponer por la 

comisión de una infracción administrativa, puede ser de diversa lndole y 

naturaleza, las que consisten en tres clases fundamentales: 

A).- SANCIONES ADMINISTRATIVAS.- Figuran como tales la multa, el 

arresto hasta por 36 horas, la amonestación, la suspensión, la inhabilitación, la 

destitución, cancelación, clausura, apercibimiento. Las mismas se prevén ante el 

incumplimiento de las disposiciones de una ley o de un reglamento de Policía y 

Buen Gobierno, implica una conducta de desobediencia o de omisión por parte 

del gobernado que repercute en el orden social, a contrario sensu de las 

sanciones disciplinarias, que tutelan el orden interno de la administración. 

Generalmente se contempla un procedimiento en la misma ley o reglamento 
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para su imposición, se puede dar el caso de que el mismo no se establezca en la 

ley respectiva, por lo que se aplica supletorlamente la Ley Federal del 

Procedimiento Administrativo, cuestión criticable, que más adelante desarrollo 

en el capitulo 5. 

B).- MEDIDAS DE APREMIO.- Consisten en todos aquellos medios 

coactivos con lo que la autoridad cuenta para obligar al gobernado a cumplir con 

sus disposiciones, de tal suerte que implica un mandamiento previo de la 

autoridad y el no acatamiento por parte del particular, orillándolo a realizarlo a 

consecuencia de la imposición de tales medidas. Pueden consistir por lo 

general, en arresto, auxilio de la fuerza pública, el apercibimiento, e Incluso la 

multa. 

C) .- SANCIONES DISCIPLINARIAS .- Son aquéllas que la autoridad 

impone a los servidores públicos con base en un vinculo particular que los une 

con la administración; lo que distingue a estas sanciones de las anteriores es la 

aplicación al sujeto activo, pues estas recaen a diferencia de los particulares en 

los propios funcionarios públicos. Su objeto es sancionar todas aquéllas 

infracciones que los mismos cometan respecto a normas que regulan su 

organización y orden internos; en otras palabras, se tutela el orden interno de la 

administración, asl como al desempeño de sus funciones o por la deficiencia del 

servicio público que se encuentran prestando o que prestaron. 

De acuerdo a la idea anterior la responsabilidad de los funcionarios 

públicos se traduce en aquélla obligación de pagar las consecuencias respecto 

de un acto u omisión cometidos en aras de la función pública, la cuál se 

determinará conforme la legislación lo señale; la misma Constitución Federal 

dedica un titulo completo al respecto, en los artlculos 108 al 114. 
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De acúerdo a este rubro, los funcionarios públicos deben realizar sus 

actos con.eficiencia, lealtad, honradez, imparcialidad, y legalidad; aquellos que 

no cumplan. con .tales estándares se harán. acr~edores a las sanciones 

administrativas correspondientes; la misma Carta Magna faculta al gobernado 

p~rá de.nunciar tales infracciones bajo su más estricta responsabilidad y 

.~ed[anté la p·resentaclón de elementos de prueba ante la Cámara de Diputados 

del Corigreso de la Unión. 

La Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos en su 

articulo 49 determina el establecimiento de unidades especificas en las 

entidades de la administración pública y en sus dependencias, para que el 

pueblo tenga acceso a formular denuncias o quejas en contra de aquellos 

funcionarios negligentes. 

Conforme a estos principios, se publica en el Diario Oficial de la 

Federación el 31 de Diciembre de 1982 la Ley Federal de Responsabilidad de 

los Servidores Públicos, correspondiendo a los siguientes órganos vigilar la 

observancia y cumplimiento de la misma: la Cámara de Senadores y Diputados 

al Congreso de la Unión, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, la 

Secretarla de la Contralorla y Desarrollo Administrativo, las dependencias del 

Ejecutivo Federal, el órgano Ejecutivo Local del Distrito Federal, La Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, el Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal y los Tribunales Laborales. 

Así mismo les corresponde observar el cumplimiento de los lineamientos 

establecidos para sancionar las conductas infractoras y el respeto al principio de 

legalidad en el seguimiento de los procedimientos por actos u omisiones que se 

traduzcan en infracciones y faltas administrativas. Lo mismo se refiere para las 

leyes de responsabilidad que expida cada legislatura estatal para sancionar a los 



servidores públicos en su ~ropia esfera competenciál.'tal como se desprende del 

articulo 109 de la Constitución Polltlca de '1~s E~tados Unidos Mexicanos. 

Las sanciones a los funcloriaÍlos Infractores se encuentran 

fundamentadas a nivel Constitucional quedando referidas las que siguen: 

Suspensión, destitución e Inhabilitación, asl como sanciones económicas que no 

podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos por el responsable de 

los daños y perjuicios causados. 

Las sanciones que se impondrán a los servidores públicos de acuerdo a la 

Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos son : Apercibimiento 

privado o público, amonestación privada o pública, la suspensión, la destitución 

del puesto, la sanción económica, la inhabilitación temporal para desempei'lar 

empleos cargos o comisiones en el servicio público. 

Es importante subrayar que La Ley Federal de Responsabilidad de los 

Servidores Públicos va más allá del alcance constitucional al prever en su 

contenido el apercibimiento y la amonestación, aunque tales sanciones consisten 

únicamente en una prevención de la autoridad al servidor público, las referidas 

no encuadran en el texto de la Carta Magna, por lo cuál queda en tela de juicio 

su constitucionalidad. 

Se configura la prescripción respecto a la responsabilidad administrativa, 

la cuál no podrá ser inferior a tres anos en el caso de actos u omisiones de 

carácter grave. 
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3.6 NATURALEZA JURIDICA DE LOS BANDOS DE POLICIA Y BUEN 

GOBIERNO O REGLAMENTO GUBERNATIVO Y DE POLICIA. 

3.6.1 DEFINICIÓN Y UBICACIÓN. 

La palabra "Bando" proviene de la voz alemana Bann que significa "territorio 

o la facultad de establecerse en el mismo", asl mismo del verbo Bandir derivado 

del vocablo Bandwjan que significaba "la publicación de bando contra algún reo 

ausente con sentencia de muerte", 43 

Para el Jurista Joaqufn Escrlche bando significa : "El anuncio Público de 

una cosa, de un edicto, de una ley, de un mandato superior, de una sentencia, 

hecho por perso~a auforí~á·d~.' 6 por voz de pregonero, o por fijación de carteles 
.- .. ·, ... ,,:):.• ;,"·,'.-.'·r,,.¡ ·;::»., . 

en lo.s parajes más i::on~urridos. del pueblo y también se llama asl al edicto, 

mandato. o ley 9ue~ se. ·~ubllca o anuncia solemnemente" .44 

. >:~'. ... : .. , -·. 
El ·Instituto de Investigaciones Jurfdicas de la Universidad Nacional 

· A_utónoma de México lo define como : "El ordenamiento de carácter general que 

expiden las autoridades administrativas para preservar el orden, la seguridad, y la 

tranquilidad públicos".45 La misma dependencia cita la definición de J. Lozano 

sobre el término "de Policfa" que le continúa al Bando, puntualizándolo como sigue 

... "Policla de la palabra griega Polis, que significa ciudad, se deriva de Polilla, que 

significa el arreglo, gobierno y buen orden de una ciudad o república". 

El Bando de Policfa y Buen Gobierno Veracruzano, en la parte introductoria 

de su contenido legislativo, señala una definición de si mismo: "Es un instrumento 

jurfdico de larga tradición Municipal; en él se establecen y regulan la organización 

"Acosta Romero, Miguel Ob.Cit., p.877 
44 Acosta Romero, Miguel Ob.Cit., p.687 
4' Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, 
Ob.Cit., p.2752 
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polltica, las obligaciones y derechos de los ciudadanos y vecinos, y la 

competencia de la autoridad Municipal en el mantenimiento de la armonía y 

Seguridad Públlca".46 

Estos reglamentos a los que hace alusión el multlcltado artículo 21 

Constitucional son de carácter Municipal, pues careciendo el Municipio· de un 

órgano 1eg1s1at1vo propio es que se hace posible 1a regulacrón del orden a través 

de. estos cuerpos;. emanan de la facultad reglamentarla.· d~ ; los ·rnunlclplos 

establecfda en cada ley. locál; eri el ca~o del Estado de Vera-~ruz, su 

fundamentación l~gal se enc~entra en el artículo 114. fracdóll: XIU de la 

Constitución Polltica del Estado Libre y Soberano de Veracruz • tjúe a la letra 

considera u., •• "Losn~un1c1pros poseerán facultades para expedir de a~~ercio eón 

1as bases norrnauvas que establezca 1a 1eg1s1atura, ios bandos de F>ci11cra, buen 

. gobler~ó; reglamentos, cfrculares y disposiciones administrativas de ob~ervancla 
gerierál dentro d~ sus respectivos ámbitos de valldez".47 Así como en la ley 

. orgánica que rige al munfclplo Libre de Veracruz - Llave. 

3.6.2 FUNDAMENTACION 

Su fundamento Constitucional se encuentra conforme lo dispuesto por el 

artículo 115 fracción segunda de la Constitución Polltica de los Estados Unidos 

Mexicanos, el cuál otorga al Municipio 'personalidad jurídica para manejar su 

propio patrimonio, asl como facultades al ayuntamiento de cada Municipio para 

expedir los Bandos, las circulares, las disposiciones administrativas de 

observancia general de acuerdo con ros lineamientos que al respecto emitan las 

legislaturas de los estados; ·queda de manifiesto la competencia municipal a 

través de sus ayuntamientos para expedirlos, que en sesión de cabildo les 

corresponde aprobar. 

48 Bando de Pollcfa y Buen Gobierno, centro estatal de desarrollo munlclpal,sogunda edición, Xalapa, Ver. 
Marzo del 2000,p.3 
47 WNW.lurldlcas unam,mx 
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Respecto a la observancia de los lineamientos que expidan la l~glslatura 
de cada estado a la que se debe someter el ayuntamiento a través del cabildo 

para la emisión de dichos Bandos, aquellos quedan comprendidos en la primera 

y segunda fracción de la ley No. 71 expedida por la Legislatura Local 

· Veracruzana. 

3.6.3 NATURALEZA JURIDICA DEL REGLAMENTO 

GUBERNATIVO, DE POLICIA Y BUEN GOBIERNO. 

Concretadas las bases legales en que estos ordenamientos descansan, 

es necesario establecer su naturaleza Jurldlca que conlleve a descubrir los 

motivos que iuvci.el Constituyente de 1917 para fijar una potestad sancionadora 

a las infracclo.nes co.111eUdas exclusivamente a ésta figura. 

Todo reglame'nto . tiene. como origen una ley emanada de un órgano 

legislativo federal o estaí~Jy:·~~ 'él se. comprenden las bases y lineamientos 

para su ejecución. El reglamento es u~ acto jurídico que regula detalladamente 

la aplicación de un preceptÓ legislativo ' para crear, modificar o extinguir 

situaciones abstractas e Impersonales de la misma ley. 

En base a esto, el Ejecutivo. F.ederal tiene la facultad para expedir 

reglamentos en términos del artl.culo 89 Fracción Primera de la Constitución 

Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, . la cuál. a la letra establece: 

"Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo 

en la esfera administrativa a su exacta observancia". 48 Por lo que se le autoriza 

emitirlos en aras de la observan~la y ~j~~u~iÓn ·de las leyes. A este tipo de 

•e \Wffl.juridicüs.unam.mx 
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reglamentos que einá~.ande Liria ley previa existente con el fin de pormenorizar 

sus. disposiciones para su'~jecuclón se denominan r~gla~enios ·. heter6nomos o 
ejecutivos en razónde.:s,~ pr~ced~ni:ia. ·, •> . . . .. . 

' ' .. ~;.'• 
,• ' . 

Ignacio MartlnezMorales purit.ualiza a.1 resp~cto: :·~O solo el presidente de 

la República emite reglamelltos;s1nO.quetambiénpuéden hacerlo en su ámbito 

de competenéia, los goberriador~s de la~' erictld~'8'05'·ied~~atlvas, los organismos 

descentralizados cuand.o su ley orgé~1ci~~I ¡~·~·i~v~~);·,a Asamblea Legislativa 

del Distrito Federal".49 Todos'c1d5'.r~gla.:ii~~tci~· que de ellos emanen, se 

encuentran precedidos por una l~y cl~I CÓngresó de conformidad con la facultad 

atribuida en e1 ar11cu16. 73 cie ·,ª cari~ Ívi~g~a. 10 que determina su carácter de 

heteronomla. 

Empero,. la· redacción del precepto constitucional en comento infiere una 

excepé:ión a este hecho, en el supuesto de que existen otro tipo de reglamentos 

emitidos por autoridad administrativa competente para ·desarrollar directamente 

. el contenido de un articulo constitucional o principio sin que previamente medie 

una ley del Congreso de la Unión. La doctrina los distingue como Reglamentos 

"autónomos" pues en palabras de Ignacio Burgoa Orihuela : "son normación per 

se simplemente autorizada por la ley, normación que se implica en los llamados 

reglamentos autónomos que son precisamente los de policla y gubernativos 

aludidos en el citado precepto de nuestra Constitución".5º 

El articulo 124 Constitucional reserva a las legislaturas de las entidades 

federativas la creación de leyes en las materias que no están comprendidas para 

el Congreso Federal, reservándose para el Municipio la facultad emisora de 

49 Martlnez Morales, Rafael Ignacio, Derecho Administrativo Segundo Curso, Editorial Harla, México 
D.F.,Septlembre de 1991, p.285. 
so Burgoa Orihuela , Ignacio. Las Garantras Individuales, Editorial Porrúa ,S.A., Vigésima Quinta 
Edición , México , D.F. Julio de 1993.p.651 



Bandos de Policia y Buen Gobierno'.'slempre y cuando en palabras de Ignacio 

Burgoa Orihuela "nó'esté incluida en.la esfera de.competencia legislativa de la 

. legislatura de que se trat~ ni, ~bvlamerite, en el ámbito que corresponda a 

cualquier autoridad fedéra1'según'1a L~y S~pr~ma de la República".51 Hecho que 

sitúa al Bando de Pollcia y Buen Gobierno como un reglamento expedido por la 

autoridad municipal para leglslarenmat~rlas no reservadas al Congreso de la 

Unión ni a las legislaturas de los e.stadÓs'. > 

Corresponde su emislón en el.plano.rriuni~i:t~l~I ayuntamiento en aras de 

lo establecido en el articulo 1'Í5 iiacciÓ_~ ll 'd'e la Constit~clón Federal de los 

Estados Unidos Mexlcanós,' 114 friccló~ XÍUDe la Constitución de Veracruz y la 

Ley Orgánica del Municlpi~ Ll~r~Cl~cllch~ entidad. 

En México no:s~;~pii'c.'~n ;.lascaracteristlcas del Reglamento de Policia y 
-... -. 1·_:,·--·-' ·- .. 

buen Gobierno a' los :'reglamentos Autónomos, ni siquiera aún es factible hablar 

de su exist~~ci~ ~n' 1a l~gl~laclón mexicana por 2 razones: 

1.- El articulo 115 de la Carta Magna en su fracción 11, que establece la 

facultad de los ayuntamientos para expedir los bandos : "de acuerdo con las 

·bases normativas que deberán establecer las legislaturas de los estados", 

refiere que estas bases se traducen en una ley expedida por el Congreso 

Federal o Local; Por consiguiente, la dependencia del reglamento de Policla y 

buen Gobierno mexicano con ésta última, da la pauta para no contemplarlo como 

un Reglamento Autónomo, pues se encuentra supeditado a bases normativas 

traducidas en ley previa, situación totalmente contraria a la naturaleza de un 

reglamento per se. 

51 Burgoa Orihuela, Ignacio Ob.Cit., p.652 



65 

2.~ El principio jurldico de"rese~a de la.ley" establece que la limitación a 

los dere~hos d~ lo~-gobér~ados debe s~rmat~ria de '1eye~ un s~ntido formal y 

·material; por tanto; 'el réglm13ri :cie poli~Ja adml~Jst_r~tlva c~Íno un medio de 

..• vlgllan~I~ y re~\;1c6ión}cÍe;;:gaianUas : q~~ ~emprende •al poder sancionador 

..• polltlco,'deb~ -~;pÚ~~-r~e~p~r~;qÚ~ ~-e r~~p~ten''1~yes_de naturaleza administrativas 

. ·y· n~ exc,lu~l'.larri~nt~·;·.~. ~Ó~~-s~'c;t,~~rva ·de. la redaccló~ cbnsuiuclonal - en un 

reg·l~m,entd,gÚb~'in'~tiv'b;~xp.edldo por autoridad municipal; .de aceptarse este 

ultimo h~ch~·; ;~j'.f~~¡.,:;~kd~ ·Pallcla y el poder san~ionador administrativo se 

verlan ;li;,,it~d~s)~ • di~nos.'reglarnentos, siendo Inconstitucionales las sanciones 

Impúest~s pc;'r '¡~frá~~ió~ a las leyes expedidas por el Congreso de la Unión que - '• .',-. ,·,,, 

enuncien sanciones administrativas. 

3.6;4 •- CLASIFICACIÓN DE LOS BANDOS 
' . -.. ~· - . .<'·:··;.- ·- .-

Exis¡e una cl~sificacÍón de B'and~s Municipales referida por la doctrina, 

señalándose i-6¡a¿~5 :_. __ :_· ...• _:.i_ ..•. ·,,_: ___ :~_-_:_:,_:J __ -_::; ___ ::~,-~_:_ -_. 
- '-";:- .. '';-,·;-, 

Ban~os.6rdi~~ri~s .- Se entiende como tales aquellos lineamientos 

normativos expedidos por el ayuntamiento a los que se someterá su gestión, as! 

como las sanciones que se impondrán a todo aquél que infrinja disposiciones 

reglamentarias cuyos elementos son los que caracterizan al Bando de Policla y 

Buen Gobierno, ubicándolo dentro de esta clasificación. 

Bandos Extraordinarios o Solemnes.- Son aquellos que expide el 

ayuntamiento con el fin de dar a conocer un hecho o suceso de notable 

importancia y trascendencia, tal es el caso del reglamento expedido para hacer 

del conocimiento público la elección de un gobernador Estatal. 
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Ignacio Burgoa hace la distinción entre reglamentos de "Policla" y los 

reglamentos "Gubernativos", para ·él, los primeros: "tienen como finalidad 

eminente el aseguramiento de la paz, tranquilidad u orden públicos 

principalmente dentro de las poblaciones". Los segundos: "organizan y encauzan 

las actividades de los particulares que estén vinculadas directamente con los 

intereses sociales".52 

Asimismo Miguel Acosta Romero enumera diversos tipos de Bandos 

expedidos por el Munlclpio.53 : 

DE ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN .- Se refieren a toda la 

reglamentación interna del ayuntamiento, asi como a las sanciones 

"disciplinarias" a las que se pueden hacer acreedores los funcionarios que 

laboran en él. 

REFERENTES A SERVICIOS PÚBLICOS .- Tal es el caso de aquellos 

que regulan un determinado servicio público en el ayuntamiento, como por 

ejemplo el agua potable, el alumbrado, los mercados, la limpia pública, etc. 

DE ZONIFICACIÓN, PLANEACIÓN, DESARROLLO URBANO .- tal 

facultad se encuentra prevista en el articulo 115 fracción V de la Constitución 

Polltica Federal de los Estados Unidos Mexicanos. 

3.6.5.- EL CASO DEL DISTRITO FEDERAL. 

Una vez definida la trascendencia de los Bandos, es dable mencionar el 

caso especial del Distrito Federal; el articulo 73 Constitucional fracción VI hasta 

antes de la reforma de fecha 25 de Octubre de 1993, consignaba que el 

52 Burgoa Orihuela, Ignacio Ob.Cil., p.655 
53 Acosta Romero, Miguel Ob.Cil .. p.880 
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gobierno del Distrito Federal estarla a cargo del presidente de la República, 

quién lo ejercerla por conducto del órgano u órganos que determinara la ley 

respectiva, creándose de tal forma por el Inciso A de la base tercera de la 

Fracción VI del articulo en comento, un órgano de representación ciudadana en 

el Distrito Federal consistente en una asamblea de representantes regida por la 

Ley Orgánica de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal de fecha 2 

de Febrero de 1988. 

La Asamblea de Representantes del Distrito Federal, como órgano de 

representación ciudadana, con facultades para dictar bandos, ordenanzas y 

reglamentos de Policla y Buen Gobierno, nace, por decreto promulgatorio 

publicado el 10 de agosto de 1987. Con dichas facultades la 1 y 11 Asambleas 

funcionan hasta 1994. 

Como parte del resultado de la Reforma Polltica del Distrito Federal, por 

decreto publicado en el Diario Oficial del 25 de octubre de 1993, se eleva a la 

Asamblea de Representantes como órgano de gobierno, con facultades 

legislativas que dejan de ser meramente reglamentarias y se convierten en 

creadoras de ley para el Distrito Federal. Es entonces cuando la 111 Asamblea de 

Representantes del Distrito Federal adopta la posición de 1 Legislatura. 

De la misma manera se establecla en el mismo precepto constitucional 

como facultad de dicha asamblea : "Dictar Bandos, ordenanzas y reglamentos de 

policla y buen gobierno que sin contravenir lo dispuesto por las leyes y decretos 

expedidos por el congreso de la Unión para el Distrito Federal tengan por objeto 

atender las necesidades que se manifiesten entre los habitantes de la citada 

entidad".54 

54 Acosta Romero, Miguel Ob.Cit., p.881 
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Por reforma de fecha 25 de Octubre de 1993 se traslada el contenido al 

articulo 122 Constitucional crifr~spondlehclo al Congreso de la Unión legislar en 

lo relativo á1 DlstrlÍo Fede~al'.salvo én las materias reservadas a la ahora 

Asamblea Legl~lativa del Dl~tr1t6 Fed~ral que substituyó a la anterior asamblea 

de Representa~t~s. ést~{ÚitÍ~ci ~~ virtud de un nuevo decreto,. publicado el 22 

de agosto de 1996; >/que/rri6ci
0

1fld~ ~iartlculo 122 de la constitución. 
•' :.,,·, ::.:,~· ~<:;.; '..·~'.~.0-.-'..~.~:> ~- - -.. , 

- ·,·,'.~< • ,_ .'.(~,·~.·.;. r •' j .' 

·. ·:<.t'·:,t,t~~Hit(tt~,.,:\., ·;, .. ·.· . 
El mismo· ordenamlento·seilala que estará Integrada por diputados en vez 

: , .. : ·::,;·<::·<0 .~·~.~~·.¡;·~y~_;(:';':,.:,~;J~2·~·;,._~1\.: .. '.-·-;:·\: . .,: .. /:·-' ·_:'·. -> .. .''.;. --. ', .. 
de·., representantes.'fr;Respectó'.ayla :• leglslaCión :que .·marca las Infracciones 

admlnlstrat1J~s;·~;~~~¡¿;;¡~,'[~~:~~·:iisÍ1~ia '.Crvl~a publicada en el Diario Oficial de 

' la Fedéra~·¡¿J1\~i ;13•:'(j9·;É~er~· d~ Hl84 ·sobr~ justicia en materia de faltas de 

' pollcla y B~in ~~·¡;¡~:r-~6-~élr~ el Distrito F~der~I. la cuál fue abrogada para que 

entrar~ envf96r' El reglamento Gubernativo de Justicia Clvlca para el Distrito 

Federal publicado en el Diario Oficial de la Federación con fecha 27 de Julio de 

1993; sin embargo, este ultimo se abroga por publicación en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal de la Ley de Justicia Clvlca para el Distrito Federal con fecha 01 

de junio de 1999, la cuál rige actualmente para la multicltada circunscripción. 

Entre algunas infracciones en su contenido figuran las siguientes: 

Realizar expresiones o actos aislados que se encuentren dirigidos contra 

la dignidad de persona a personas determinadas; producir o causar ruidos por 

cualquier medio que notoriamente atenten contra la tranquilidad o la salud de las 

personas, orinar o defecar en lugares no autorizados; arrojar, tirar o abandonar 

en la vla pública animales muertos, desechos u objetos no peligrosos para la 

salud de las personas, realizar actos Inmorales en la vla pública, consumir 

bebidas embriagantes,. De tal suerte, esta ley figura como un equivalente al 

Bando de Pollcla y Buen Gobierno únicamente en el caso del Distrito Federal. 

TISIS coNl 
FAL1A DE OfilQfil'!J 



CAPITUL04 

DISTINCIÓN Y CONTRASTE ENTRE INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA 

y EL DELITO. 

4.1 CARÁCTER DE LA OBLIGACIÓN PÚBLICA PARA EL 

GOBERNADO. 

Es necesario conocer todo aquello que origina la imposición de una 

sanción adminislrativa en el entendido de que "toda infracción a una obligación 

de cualquier índole tra.e como consecuencia una sanción".55 La violación a la 

obligación establecida en la· norma repercute en un castigo al infractor. 
;>:- ~.:;.~ ;:'. '.: .' -~' 
·~;~ : .. ;;~ •,; ·. 

Así, pa~aL e} ]uri~ta Dosé Luis de la peza, la obligación en un sentido 

simple y llano se define 'cómo : "aquél vínculo de derecho entre dos personas, 

en vi.rtud.del cuáluna:de ellas, a la que llamamos deudor, se ve en la necesidad 

·de realizar una prestación estimable en dinero, en favor de la otra, denominada 

acreedor".56 

55 García Maynes, Eduardo, Introducción al estudio deí Derecho, Editorial Porrúa SA, 
Quincuagésima Edición, México D.F. Abril de 1999, p.93 
56 La Peza, José Luis De, De las Obligac1ones, Editorial Me Graw Hill, México D.F, Abnl 1997, p.! 
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De lo a~.terlorse de~prende la t.itularidaci del sujeto denomi.nado a~reedor 
para. exigir el éumplÍmient~ de. lá ~bHgacÍó~ ~n virtud del vlnbulójurldic~ que los 

une, .esto es, se da el ~aclmie~Ío' de ü~ derecho subjeti~o o Ún derech~ personal 

a favor d~I aéf~edÓr. te . . ; . , ::~·:::. .. . r;~~··:, 
,, o·,• '}\~~~· .. :'. i!~~: • .(;;,':~" · • 

· Por de(~~~oXsu~jetivo se debe entender la facultad conferida a una 

persona por uií~:¡,~rri-la de derecho para exigir una conducta de dar, hacer, no 

IÍ~cer; o tb1ci~~;::i:.k·éaracterfstica primordial de la obligación es su contenido 
' .. · .... .,, ·;;-

m.eramente p~trimonlal y•· no real, es decir, el objeto mismo es estimable en 
dlrier~ : • ·. ' {; /. ·.·· 

· Dé;lgÚal;manera cabe señalar como elementos de la obligación, a los 

· sujetos y '.91 'ol::iJéÍo. El Primero comprende tanto a un sujeto activo llamado 

acreedor asl como a un sujeto pasivo llamado deudor, el primero es el poseedor 

de un derecho personal en contra del deudor, en tanto que el segundo es aquél 

que tiene a su cargo el cumplimiento de un deber a favor del acreedor. 

El segundo elemento consiste en una prestación del sujeto pasivo 

consistente en una obligación de dar, hacer, no hacer; los requisitos que debe 

contener son la posibilidad de realizarlas, la licitud con que debe estar investida, 

que se encuentre determinada y posea el carácter de determinable. 

En razón de los elementos que la conforman se configuran distintos tipos 

de obligaciones según la doctrina, constituyéndose como civiles y naturales. Sin 

embargo, se contempla otro tipo, que constituye un deber impuesto por el 

Estado al particular, que encuadra en los caracteres de la obligación para que 

aquél pueda realizar sus fines exigiendo del gobernado una conducta 

determinada, con matices Sui Generis que lo particularizan de las anteriores. A 

este tipo de obligaciones se le denomina como pública. 
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' . . 

Se concibe su creación, a partiÍ de ~que .el i iEstado a tr~~é~ de la'función 

legislativ~ con la· que c~enÍa, ··r~~uiere de tocio'i~dlviduci ci·person~ ~olei::Úv~ 'un 

~ompórtamlento esp~cJflc6 ... que c6~11e\/~ a1"ord~n·•inte'~rí6 ·cj~' ¡~' ~d~1n'1sir~clón 
pública, así como'al o~d~n social coÍllo:eint~Íogla functam~ntal. .. 

', '""'\ ',, .. ,, ~{/~~·::.~?~~,;-_ ·~ ::}~~: .:~Jl.~ ·:~~:.: 
Ei Júrist~ Rcil:lertó B~~z Martlrie~'.márimesta que la Obligación Pública ha 

de .eniend~rseh.iégo e~tonces como "aquél deber impuesto por los particulares, 

por 1l' !e?~ por un acto especial de la autoridad, de ejecutar determinadas 

· prest~Ci6nes positivas o negativas".57 

Ignacio Burgoa Orihuela la define como "un conjunto de prestaciones 

positivas o negativas impuestas al gobernado en favor del Estado". 58 Mientras 

que se atribuyen facultades a favor del Estado para la realización de sus fines, 

de igual manera se Impone un deber al particular de carácter unilateral, que se 

distingue de una obligación de carácter civil por el carácter del régimen jurldico al 

cuál se encuentra sometida y de la relación estatal que repercute en la 

aplicación de normas de Derecho Público, distintas a las que rigen una relación 

entre particulares. 

4.1.1. LA RELACIÓN ENTRE EL ESTADO Y EL PARTICULAR, 

NACIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN PÚBLICA. 

Asl las cosas, ha quedado de manifiesto el vínculo jurídico entre un sujeto 

pasivo y uno. activo en el ámbito privado para exigir una determinada prestación 

asimilable al ámbito público. 

51 Baez Martfnez, Roberto, Manual de derecho administrativo. editorial Trillas, decimoquinta edición, 
México, Distrito Federal, Julio de 1990, p.1999 
•• Burgoa Drihuela , Ignacio. Las Garantías Individuales, Editorial Porrúa ,S.A., Vigésima Quinta 
Edición , México , D.F. Julio de 1993.p.651 
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La obligacióri pública nace igualmente de un vinculo jurldico o relación 

denomi~ada po~ la doctrina ~'de supra a subordinación", la misma se caracteriza 

de. acuerd~ ala sig~iente:. 
:;_,. 

~ ': ~-;;; -
• .. : Surge:·:cenÍré dos entidades jurldicas colocadas. en planos o 

.. poslciorie.s dÍsti~;tas:·'por un l~do, la persona moral estatal suj:to pasivo de. la . 

~e1adió~;;, que; :d~~·~1 éi~~echas y obligaciones rec1proc~s e·~ e1 ~ier~1c10 de 1a 
'.. ,-.::,' :>1:··,,."..,'T~·-·-~·)"iJ:,:·."·ti.-·~· .. '..;;_·:. , . ·. <«::.:;·~~-;;::~>·-~:.·:_,.,:.;:· _t. ; •• -

funclón•admln.istrativa, a través de la emisión de a,ct~s.•d_e:'J=luloridad .con 

respeciOa.lfgob¿rnáda;·persona flsica o morál,, sujetoactiv~·en la.···r~laóión . 

. ,,,,,:,:;~~:,J~r.';~11i'.~~~~~~h~~~¡~;!~~~;;,~:. ,,., 
• La unilateralidad consi~te én la creación del ~cio de a;~iorldad sin 

consentimiento o .voluntad del gobernado al que va dirigido. 

• La imperatividad que se traduce en el cumplimiento del acto de 

autoridad por el gobernado de manera obligatoria, con la posibilidad que se le 

da para impugnarlo jurldicamente. 

• La coercitividad manifestada en la posibilidad del propio Estado para 

hacer cumplir los actos de autoridad que de ella emana incluso a través de la 

fuerza pública cuando hay oposición del gobernado para cumplimentarlos, y 

por medio del cuál se vale la administración pública para hacer cumplir las 

disposiciones de las demás leyes administrativas y no sólo de los 

Reglamentos de Poiicla y Buen Gobierno como se entenderla literalmente de 

la lectura del articulo 21 Constitucional. 

• La relación implica derechos a favor del Estado oponibles a los 

gobernados traducido en obligaciones que deben cumplimentar. Asimismo se 



cumplir. 

. A Tales der~~~~~·,1;riy~dffd~¡~~:~is~~;rfri;~c{~~.s~~le,:~_°ne~en'como 
Derechos Subjetivos Públlcos'·ien )vl~ud · de;cque '•;tanto\ el ';Estado : como el 

::::~,~::,:::::~~~t~~~~~~~,~~~i;g~7~~~füxt::::~::::,'. 
• . Mlguef'.'A~,g~Ík,Garc1a·;·6'omlnguez establece "La conducta illclta es, 

' . ; :· ' • :' ,,; !•- <'~~~ ... -: ;:;·:¡~:~:-:,;:,~;5;,::,·,~ ?~··;o.:'~, .· ~. '·. .' - . 
esenclalme~te/po;~umplir con lo: dispuesto en la norma jurídica, ya sea dejando 

de hacerlo qú'e''~~·'ti~de~~~b'~~cierído lo que se prohíbe".59 de tal suerte que toda 

vlolacíÓn ~-•'1á ·~bí19~~ló~; ~~tableclda en la norma administrativa consistente en 

dar:• h~6e?!,. n6:·h'~~·~r por parte del gobernado, ello constituye una infracción 

acreedora' a ún'~ sanción administrativa . 
_.--__ -._ -

.2:s~~ctos ~e autoridad expedidos por el Estado a través del orden jurldico 

se traducen en fuentes de las obligaciones públicas tanto para el mismo Estado, 

.co~o ~Í3ra el gobernado. Las fuentes son la Constitución, las leyes de carácter 

adminis.trativo, los actos y contratos administrativos; el incumplimiento a las 

obligaciones administrativas creadas por dichas fuentes trae como 

consecuencia la aplicación de una sanción de índole administrativa, dando una 

idea palpable del alcance sancionador de la administración pública. 

De las mismas normas jurídicas administrativas no sólo se contempla la 

obligación pecuniaria tributaria la cuál figura como la principal en el ámbito 

fiscal-administrativo, sino que se crean de igual forma obligaciones que carecen 

de contenido patrimonial, no cuantificables, traducidas en una conducta exigida 

al gobernado de hacer, no hacer, tolerar. 

59 García Oomínguez, Miguel Angel, Teorfa de la infracción fiscal, Cárdenas Editor, octava edición, 
México Distrito Federal, Diciembre 1992, p.34 
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Conforme a lo anterior, la relación tju~ g"uárda la- obligadón pública con el 

poder sancionador administrativo _se fundamenta ,en el_ incumpliriiiento' en :que 

incurren algunos gobernados de 1á's obliga61o~es ~;~stanci~les y -- form~les .• -
impuestas en la norma, el Estado - pre~é·'cifch~·;¿b:gdu6ta- ~co'~o co~dLiéta 
tipificada acreedora a ~na deternÍlnada'~él,,C::ió~.-.>, - - ·:- >, ·-

. - ·;·_:·::,· :·.:_·_~·~., .:'. ·::::·~~. ·~ ".:· .. '-: ·,_ .. _, -~_-_,:_·-~_-_: .·_;·,': ;'. 
-· r. • ' '· • :~,: ,: .-•.> 

4.1.2 FUENTESDEOBL'JGACIONES PUBLICAS 
'";·· . ·-. ;:· . ;~: ::~~~~>" ; .. {;;<,.·.,.:~.~: , .. ::: ... ': \>';~ :'.·~.---· ':-:~z::_; ,,.,:,_!'_,:, 

lgn~ci~ MarUn~i:~¿ra1~-~-:~~~a1~'.cb2~-fLi~~té~ 'C:rradb~as de Óbligaciones 

admin_1str:uv~~;1·Sfl;J.j~~~l\:~}\:~~-"~}~f ;;,·;;/~'{S•_.--.·'.~- _ 
La Constitución Polltlca de los Estádos Unidos Mexicanos 

- -,,1-''S•«:' ,._,,,_ -· -.> ;> > ,, 

ta Leixesre~~j~1~\::I1~·;;'füY'ri·'. '< .-- ,-
Tratados y Convenios.Internacionales 

· ··L·~y·~~-:'l_cj;~;~~1·~;á-;f:·;:~.7· ~~.:.~:·~:~_;.)~- : -· ., --

Re91~'níe1~ios- -~ · { : ,( 

-- Plan~!> y ~r~gr~·~~:;, 
Normas Oficl~Í~~ ·-
· ... ·-- ._ .. -

Circulares 

Decr~tos 
Acuerdos· 

Convenios y Contratos administrativos 

Respecto a la legislación como fuente principal, los derechos surgen sin 

que sea necesaria la ejecución de un acto jurldico toda vez que existen en forma 

directa e Inmediata, es decir, su existencia opera lpso lure estableciéndose 

obligaciones para el gobernado equivalentes a derechos subjetivos públicos a 

favor del Estado para hacerlos valer, recíprocamente se crean ciertas 

obligaciones para el Estado, traducidas en derechos subjetivos públicos a favor 

60 Martínez Morales, Rafael Ignacio, Derecho Administrativo Segundo Curso , editorial Harla, quinta 
edición, México Distrito Federal. Enero de 1991, p.16 
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del gobernado para su cumplimentación. Esto en virtud del carácter Bilateral de 

la norma jurldica '.cÓ.mo lo expone Garcla Maynez en su obra "Introducción al 

estudio del dereéh6;'.61 

En el caso de los actos administrativos como lo son circulares, decretos, 

acuerdos, planes y. programas, manifiesta Lucero Delgadillo al respecto "la 

existencia ·<Je ·Jos dere_chos y obligaciones depende de la actuación de la 

autoridad, que 'de manera unilateral determina una situación jurldica concreta e 

_·, indlvidualizada".62 Como se puede apreciar del carácter unilateral que distingue 

a estos actos, es preciso establecer que no hay un conjunto de derechos y 

obligaciones reciprocas para la administración pública y para el particular a 

diferencia de la legislación, sino que únicamente se impondrán al particular en 

su calidad de gobernado para crear, reconocer, modificar o extinguir situaciones 

jurldicas. 

Respecto a los actos y convenios administrativos, como fuente de 

obligaciones públicas, las mismas se originan del acuerdo de voluntades entre el 

Estado investido en su calidad de ente soberano y el gobernado, lo anterior de 

acuerdo a la teorla de la doble personalidad del Estado. En el supuesto de que el 

mismo lo celebrara con carácter de particular, de acuerdo a lo establecido en 

esta teorla, el cumplimiento e interpretación de las obligaciones convenidas será 

competencia de un Tribunal Federal del Poder Judicial y no el Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y administrativa. 

6 ' García Maynez, Eduardo, Ob.Cit., p. 
6 2 Oelgadillo Lucero, Elementos de Derecho Administrativo, Llmusa Noriega Editores, tercera 
reimpresión, México Distrito Federal, Febrero de 1995, p.130 
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4:1.3. SUJETOS DE LA OBLIGACIÓN PUBLICA, INFRACTORES 

DE LA NORMA ADMINISTRATIVA 

El poder:sancionador de la administración Publica recae en todo aquél 

infractor de la norma administrativa que constituya un incumplimiento del deber 

público, por consiguiente, constituye un medio represivo de la conducta 
' _., . ' 

violatoria; , 

- ,· . 
·.se debe. partir de la idea, que el elemento conducta, entendida. como 

sinÓnima de> un· comp~rtamlento humano voluntario·º es; , un ,··.elemento 

indispensable en la comisión de una infracción, de tal suerte, 'serla factible . . 

pensar que el único sujeto activo capaz de realizar ese comportamiento lo sea 

una persona flslca en lo individual, cuestión desatinada, en vista de que la 

persona moral es reconocida por el derecho como una conformidad de personas 

flsicas. con. derechos y deberes distintos a la unidad que forman, y que 

manifiestan una voluntad única a través de los órganos por los cuáles obra y 

funciona. 

Aspecto que apoya el jurista Ignacio Burgoa Orihuela al puntualizar lo 

siguiente: ·"Por tanto, los sujetos como centro de imputación de las normas 

jurldicas, bajo la vigencia de la Constitución del 17 y hasta la actualidad, son los 

siguientes : Los Individuos o las personas flsicas, las personas morales del 

derecho privado, las personas morales del derecho social, tales como los 

sindicatos obreros y patronales o las comunidades agrarias, las empresas de 

participación Estatal y los organismos descentralizados".63 

El orden jurldico vigente reconoce su presencia y otorga personalidad 

jurldica a la persona colectiva como centro de imputación de derechos y 

obligaciones, como tal, es lógica la posibilidad para incurrir en el incumplimiento 

6 3 Burgoa Orihuela, Ignacio. Las Garantías Individuales, Editorial Porrúa ,S.A., Vigésima Quinta 
Edición, México, D.F. Julio de 1993.p.645 
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de la obligación pública a la ¿uál se encueni~e suj~to, por tal motiv~ se justifica 

la aplicación de una sanción administrativa: 

Sin embargo, es menester aclarar que el órgano ~ocial que ~l<terioriza la· 

voluntad de la persona colectiva, es precisamente eso, u~ medio vo'1iÍivov'.dadas 

las circunstancias si uno de los miembros o socios actuando a nombre de la 

sociedad llegara a cometer una infracción administrativa la sanción recaerá 

sobre la persona moral y no individualmente en la persona flsica que realizó el 

illcito. De lo anterior se deriva la incorrecta aplicación en la práctica de sanciones 

distintas aplicadas tanto al titular de la administración del órgano como a los 

socios integrantes; esto se debe corregir a través del régimen de responsabilidad 

subsidiaria, imponiendo únicamente una sanción a la persona individual 

infractora y a los socios en lo subsidiario, con responsabilidad directa de la 

persona moral. 

Por otra parte, persiste la problemática en cuánto el tipo de sanción que 

debe aplicársela, pues si bien es cierto, no es dable la pena privativa de libertad 

para el titular del órgano de administración ni para el socio infractor toda vez que 

la naturaleza colectiva del ente y la Inoperancia de la responsabilidad subsidiaria 

en el arresto lo impide. 

La legislación administrativa y la misma doctrina refieren para las 

personas morales la imposición exclusiva de sanciones económicas, el jurista 

Miguel Angel Garcla Domlnguez en este aspecto afirma lo siguiente: "El adagio 

Societas Delinquere non potest solo puede significar que los actos illcitos 

imputables a las personas colectivas los realiza ésta por medio de sus órganos 

que son seres humanos de carne y hueso; significa, por otra parte, que los entes 
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colectivos no son pasibles de penas,~rivativas de libe,rtad, aunque si ·10 son de 

penas económl~as';,64 

El Eitado 'se'constituye ~~n,(l'i¡'uj~to pasivd d~ la re1a6i¿~ ~~comento ~n 

~:i;:if ¡~~f ~l~~~~k~~J~~~~~~~~¡~t~i~~;::¡~:::~ 
queda determlnado:'cle;~c~érdo;a1Upodé riorma: eri;qué :se tipifique .el carácter 

de la conciuC:ta'inrr'~~tº~~:J:'."!"::5f.:.'W'Y.i~ <•i'''· 

'. 4:1.~ ¿J~~fFIB1~13',~{D~;:~~ ~~LIGACIONES PUBLICAS 

Por 'su ~d:gf j:;J1'.~~~t~;;:ificarse en aquéllas impuestas por la ley y las 

derivadas de un' aéto'i'Jurldié:o especial o acto administrativo, las primera se 

caracterizan:p6t1~· ~'i1~Mrai\dad y su manifestación en la ley lpso lure sin la 

n~cesidad 'ciei,Snf~~t~~;i~t~r;,,~d,io para su ejecución; las segundas por el 

carácte; u~iÍat~rá1''·¡j~''ici~·:::actos de autoridad, como el acto administrativo que 

requiere la ~;~.s~Aci~;él~-:'~n ,acto intermedio respaldado y fundado en todo 

momento p~r ü',.;·¿ 1~§~J~~ci6 esi~ misma faculte a la autoridad para realizarlo. 
. .· , '.·:.>:·· ,::;~:,\:·;>!":.-,.1~' . .:~,s,·,..'. >::-::··· .. · 

EnÍ~~Ó~:,~:f::~~~f~~id~de las obligaciones, estas se pueden clasificar en 

personales , o forl'Tl.aies · · y reales o sustantivas, las primeras exigen del 

gobernado una conducta de hacer, no hacer, tolerar, sin contenido meramente 

patrimonial en tanto que las segundas requieren una prestación patrimonial 

traducida en una conducta de dar, como el caso de la obligación contributiva 

señalada en el articulo 31 Constitucional fracción IV. 

64 Garcla Domfnguez, Miguel Angel, Teoría de la infracción fiscal, Cárdenas Editor, octava edición, 
México Distnto Federal, Diciembre 1992, p.34 



79: 

''<.:; . ', '. : 
.. Igualmente las obligaciones públicas. se· clasifican' en: Obligaciones. de 

Policla en •general, Obligaciones clillcas o 'de Ord~~- Adrl)inistratlvo y 

Obligaciones Polltlcas. . . ;{ ;:}. ";" < 

Las primeras s~ derivan del RégiÍnen d~ Po1ÍC:1~:d~I Estadtl cuyo fin es la 

vigilancia . y restricción de las . ga~antÍas; l~di~ld~'.~l~s>:~a:ra'.16~.r~r '81 Órden . y 
'• ~)' • '.• ;L': j «"' )' • • ' • • - • • • • • 

bienestar público. Dichas restricciones se C:ompr~nden eñ ,varios aspeétos, como 

lo son la.salubridad pública, la ÚanqUiÍldad, y la: ii~tbridadi L~ ~~ilgacióri que se 

impone e~ este sentido al g6bernad6-c~nsl~t~ e~ ~n deber que afecta sus 
. . .. ' ·' '»,;;, .· .' -

gara.ntras Individuales para lograr el .orden público y el funcionamiento interno de 

la administración, c6mo ejehipi~ . s~' ~ncuentra la obligación impuesta al 

gobernado de cJmplir cierto~ reqÚlsltos para la venta de un producto, en un 

sentidb estricto céinstit~irfa uná"afeda~iÓn ~su garantla de tránsito, sin embargo 

·toda vez qGe se encue~tra ru~ci~dá en u~ régimen de po1ic1a 1a obligación no es 

violatoria de garalltias, puesto que busca el orden y bienestar común como fines 
del EstadO: ~-.-,:."-

Las: obligaciones pollticas, manifiesta Roberto Baez Martlnez "se refieren 

a_indlvidu'bs vlnculados especialmente con el Estado, quienes son miembros de 

él ·sin perder su calidad de gobernados".65 Como ejemplos de las mismas 

tenemos la inscripción en el padrón electoral, el desempeño en cargos de 

elección popular, etc. 

Las Obligaciones Clvicas y de Orden Administrativo se refieren a todas 

aquéllas no comprendidas en los rubros anteriores, mismas que obligan al 

gobernado a realizar una conducta patriótica, como la obligación de realizar el 

servicio social, el servicio militar, la obligación de los padres de inscribir a sus 

hijos en escuelas públicas o privadas para recibir educación. En el orden 

administrativo se comprende la obligación de contribuir al gasto público, asl 

6 ' Baez Martínez, Roberto, Ob.C1t., p.156 

., 
; __ ~ ... :; 2L .... ..;_ 
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como las obligaciones de los servidores que se encuentren realizando la función 

pública. 

4.2 CONCEPTO Y ENUNCIACIÓN DE LOS PRINCIPALES 

CARACTERES QUE CONFORMAN A LA INFRACCIÓN 

ADMINISTRATIVA SEGÚN DIVERSOS JURISTAS. 

4.2.1 ANÁLISIS DEL CONCEPTO DE INFRACCIÓN 

ADMINISTRATIVA SEGÚN LA DOCTRINA. 

La Doctrina denomina de distinta manera a los ilícitos administrativos 

sancionados por la administración pública, se les nombra comunmente: 

contravención, falta, transgresión , infracción, torio, reato. 

En nuestro pais , el legislador ha optado por la denominación "faltas" 

como se observa de la lectura del articulo 73 fracción XXI de nuestra Carta 

Magna que.oto.rga facultad al Congreso de la Unión para establecer las faltas y 

delitos contra la Federación, as! como el de "infracciones" establecido en el texto 

del articulo 21 constitucional, el legislador utiliza tales vocablos indistintamente. 

El concepto de infracción administrativa ha sido definido desde diversos 

puntos de vista por la Doctrina de acuerdo a lo siguiente : 

Bielsa manifiesta que se trata de : "la falta de un deber genérico impuesto 

a todo miembro de la sociedad, deber consistente en limitar su actividad como a 

la administración pública interesa".66 Esta definición establece a la infracción 

como un "deber genérico" sin embargo, no es entendible la infracción 

•• Acosta Romero, Miguel. Ob.Cit., p.966 

1 

ttSlS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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administrati.va de tal forma,' pues• es pÓsibl~ confundir la•. noción de· Infracción 

administrativa ~omo"una falta a uii d~bei de cualquier lnd;le. 
,:· 

Serra Rojas por su pa~e lá defi~e como: "Es elacto u ~nllsiÓn que definen . ' ' . ... . ' - " ' - ~ . . . ·. . - .·, . ' .. -
las leyes .. administrativas : y qué. no 'son·. consideradas •. como 'delitos • por. la 

legislación penal por considerarlos falt~s que ameritan sanéion'es menores''.67 

Este autor las define atendiendo a la legislación que las conÍlene, sin embargo 

resalta una diferencia entre delito e infracción con respecto a la sanción 

aplicable. No es dable tal distinción ya que existen Infracciones que sancionan 

severamente al infractor; el artículo 21 Constitucional faculta a la autoridad 

administrativa para que a su discreción imponga multas cuyos montos rebasan 

ampliamente el diario devenir de una persona. 

Heinz Malles establece que "La infracción administrativa no va más allá de 

la relación del ciudadano con las autoridades administrativas sin dirigirse contra 

valores esenciales comunitarios o lndividuales".66 Como ya se estableció 

anteriormente no puede hablarse de "ciudadano" persona flsica en sentido 

estricto, toda vez que la persona moral también se encuentra obligada con 

respecto a la administración pública. El concepto anterior es omiso respecto a la 

obligación pública y en un sentido genérico menciona al valor, cuya acepción es 

indiferente para el Derecho. 

Miguel Acosta Romero subraya textualmente: "Todo acto o hecho de una 

persona que viole el orden establecido por la administración pública para la 

consecución de sus fines, tales como mantener el orden público ( en su labor de 

policía ) y prestar un servicio eficiente en la administración de servicios".69 La 

anterior definición contempla los elementos más relevantes de la infracción a 

partir de un criterio subjetivo, como lo es "persona", comprendiendo el acto u 

67 Acosta Romero, Miguel, Ob.C1t., p.966 
68 Acosta Romero, Miguel, Ob.C1t., p.967 
•• Acosta Romero, Miguel, Ob.C1t., p.967 



omisión que . re~liz~~ .·las . ···personas flslcas y. ~orales infract6raspor el. cuál 

infraccioneri la. ley. admlnisi~~uv·~; asl con1oc w(brit¿íio objetl~o' 6 de finalidad 

que implica la ~ariúÍen~ión d·~I ord~~·Y bl~riest~r púbil~os'·del Estado. . · 
: ; ·,i.:::.:: ;>:~~ . ,!,-. 

• ~··?e: ~ - ' ·'t 

.· -~n~:;~d~rnlc,i.~rom.ás o menos acertada de Infracción administrativa 

corresponderla' a' la -siguiente : Aquélla conducta ti pica, antijurldica y culpable 

~on' l~•~Ú~ s.e Jncumple una obligación pública de la que es responsable una 

pers~n~ lndivid~al o colectiva que debe ser sancionada por un órgano de la 

administración pública. 

4.3 COMPARACIÓN ELEMENTAL ENTRE LA INFRACCIÓN 

ADMINISTRATIVA Y EL DELITO, DIFERENCIAS y 

SEMEJANZAS. 

4.3.1 TEORIAS DOCTRINARIAS QUE DISTINGUEN LA 

NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA Y 

EL DELITO. 

Las principales leerlas establecidas en la doctrina sugieren diferencias 

entre ambas figuras de diversa lndole, se exponen a continuación las más 

importantes : 

Teorla Cualitativa.- La misma señala diferencias sustanciales 

elementales, establece la distinción de acuerdo a diversos criterios y establece 

cuatro de ellos como a continuación sigue : de acuerdo a su naturaleza, por la 

antijurldicldad, por el riesgo, o por la culpabilidad. 

Esta teorla enuncia al delito como una mera conducta violatoria de los 

derechos de la sociedad al violar principios de derecho natural o moralmente 

reconocidos, como el derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad, etc. lo que 

---11-;-~­
v~ ui ORlGtN 
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repercute en un dañó • a otro individl.lo ... La infracci6n/adminlstrativa 

exclusivamente lesiona. la a~tividad de J~ ~drTiini~tracfoíi ~.úb1l6a co~li.muyéndose 
éste como sujeto pasivo agredido; · 

) .,_ . . . ' :~,-. : 

. ~~~:~F~;,~~~~é1Í\~il~~l,í~f ~Mtf f :~~~:~?!:!:::::: 
establecer cuando proltlbe ~ún 'généro de''conductas". 70 

~" ,j;,. ' ... ; '·~ 

¡.,··-::'.:·<::·,',·:'<:;--,' -?,··f,/:,:::·.:.·,\ ·. 
}~ . .-.·.~~:·?;)~~:::±{'/; . : ' - -

El mismo crlterló' Jo:: establece al respecto James Goldschmith que 
.::-· ···.<. /--i•:::;,;·~-v:~:.: :>·-·.'. ·~.; 

puntualiza de marter¡;¡ text!Jal :·:'El delito protege determinados bienes jurldicos 

de la. colecti~idad'.Y.~_e'1.)n~hilduo, en tanto que las infracciones no constituyen 

violaciones de.·: bieuíéi( jurldlcos, sino solamente de los intereses de la 

adminlstraclón';:y .: 

.'La Teorla Cu"¡¡ntitativa no hace una distinción elemental sino a partir del 
.1.xr· -

carácter grave dé 1¡;¡'cónducta del sujeto criminal con la que daña el orden social; 

de tal sJert~·que''si* Ja dom,isiÓn de una conducta socialmente reprobada pone en 

. peligr6·a1J~rd~n,~Úb1Í'ci~~e~t~rémos frente a un delito, como serla el caso del 

robo. En .. eÍ, supue~tc:i}de;que:'~I Íllclto. sólo viole obligaciones administrativas 

e~tabl~cida.s por e'i EsfJ~;{~~~'.'.-~o~'e i;aten de conductas reprobadas por una 

generalidad sino por ~fé~le'.<it·~ Jás impuso, estaremos frente a una infracción 

administrativa. corl,·~~~r'0c~s·~:.'d~l·gdbernado que Incumple con la obligación de 

adquirir un permisd~s'p~~¡~¡·p~:~derribar un árbol plantado frente a su domicilio, 

se observa del .ml~mo qu~·~o se .trata de una conducta inaceptada socialmente. 

La Teorla Legislativa establece que la distinción se realiza de 

conformidad con el criterio que el mismo legislador estableció en Ja ley, en otras 

palabras, si la conducta antijurldica está tipificada propiamente como un delito o 

'ºGarcía Domínguez,Miguel Angel, Ob.C1t., p.386 
'' García Domínguez,Miguel Angel, Ob.Cit., p.387 
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como una·_ Infracción; cabe hacer la observación que esta corriente no es 

suficiente. para una clara diferenciación en el supuesto de que existen 

conductas delictivas que coinciden con la conducta Infractora y viceversa, de tal 

hecho resulta Insuficiente y de poca ayuda el citado criterio. 

4.3.2,- ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE LA INFRACCIÓN Y EL 

DELITO, DIFERENCIAS Y SEMEJANZAS RESPECTIVAS. 

Los elementos o supuestos constitutivos de la infracción fiscal son los 

siguientes: 

1.- La existencia en la ley de una obligación pública ya sea de carácter 

sustantivo o formal sin contenido patrimonial, que exija una conducta de hacer, 

no hacer o tolerar. 

2." dci~éi'úcta o Comportamiento.- Consistente en una manifestación de 

voluntad traducida en una acción que produce un cambio en el mundo exterior, o 

la omisión: que no produce en el mundo exterior el cambio que se desea al 

incump.lkcon lo di~puesto en la norma administrativa. 

La conducta a su vez abarca los siguientes elementos: 

· 2.1.- La existencia de un nexo causal entre el responsable de la conducta 

y el resultado producido por su comisión, elemento indispensable para Ja 

Imputación de una conducta infractora. 

2.2.- El resultado, traducido en el cambio en el mundo externo producido 

por la acción u omisión del sujeto infractor. 

2.3 .- La antijurldicidad, definida como aquélla conducta contraria al 

derecho, consiste en la acción u omisión violatoria de la norma administrativa. 

-\ ~ '\ESlS CON 
1 Y'}.U)1 !}~ OIU~!. .. 
/.---·--··-·· 
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2.4.~ La . tipicidad qué se comprende como . el encuadramiento, la 

asimilación cté la c~nd~ct~ al supuesto administrativo previsto como una 

infracción admlnisiraiiva. 

2.5.- L~ dJ~abiHd~d. ~n:endida po~ Refugio de Jesús Fernández Martfnez 
... • •.•.. · -···. . . . i 

. como. "El. reproche :que{\la de hacerse al autor de una conducta punible o 

sancionable/a ·I~ qu~ 'ie Hga J11 nexo·· psicológico motivado, que con su 

comporta'rtiient~ pret~'nd.la un fin.~. cuyo alcance le era conocido o conocibl~".72 
De. aqui se deri~a la \~p~tábilidad como. un presupuesto de. la cuÍpabilidad y la . 

responsabilidad como consecuencia de ésta última . 

2.6.- La punibilidad consistente en la sanción prevista en la ley 

administrativa por la comisión de una conducta infractora.· 

Para saber si una conducta ha contravenido la norma debe verificarse 

primeramente la existencia de una obligación legal, si hay una conducta que 

conlleve a un incumplimiento de la misma, seguidamente se debe constatar que 

el incumplimiento esta previsto como una infracción y si se encuentra protegida 

o no por una causa de justificación, en caso negativo se llega al aspecto 

antijurídico de la conducta; de igual manera el cercioramiento de la imputabilidad 

del sujeto activo y finalmente investigar si el mismo actuó con culpabilidad. 

La comprobación de la comisión de la conducta infractora no se encuentra 

establecida en la ley sustantiva, sin embargo el criterio de la Corte es el 

siguiente: 

72 Fernilndez Martínez, Refugio Jesús De, Derecho Fiscal, Editorial Me Graw Hill, México Distrito 
Federal, Septiembre de 1998, p.332 __ • ----• 
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Instancia: Segunda Sala 

lnstancia:Segunda Sala 
Fuente:Semanario Judicial de la federación 
Parte: LIX 
Tesis: 
Página: 2121 

Epoca: Quinta Epoca 

INFRACCIÓNES ADMINISTRATIVAS, COMPROBACION DE LAS. 

Aunque es admisible que en el orden administrativo no imperan para la 
comprobación de los hechos que infringen las leyes o reglamentos 
gubernativos y de policla, los principios legales de la prueba judicial, ni 
menos aún el sistema legalista de la prueba, adoptada por ciertos 
Códigos. en cambio, es natural y elemental en derecho, que cuando 
menos medie la existencia de elementos de convicción que, 
racionalmente, produzcan la evidencia de los hechos considerados como 
illcitos y, por ende, sancionables, por los que si de ninguna manera 
pertinente en derecho, se comprueban las infracciones imputadas a una 
persona, es ilegal la sanción que pretenda imponérsele. 

TOMO LIX, Pág.2121.-Amparo Administrativo en Revisión No. 8692/38.­
lbañez Desiderio.- 24 de febrero de 1939.- 4 votos.unanime. 

La exposición de dichos elementos, no revela una discrepancia elemental 

entre ambas figuras, lo que determina que aluden a una misma naturaleza penal; 

se observa por consiguiente que las infracciones están reguladas 

supletoriamente, en lo no previsto en sus disposiciones por los principios 

establecidos en la norma penal, sin embargo existen ciertos puntos técnicos 

materiales ajenos a su estructura que resaltan diferencias reciprocas. Algunas 

de ellas se manifiestan de la manera siguiente : 

A).- Respecto al sujeto activo del delito, comenta Acosta Romero "En el 

Derecho Penal las personas Morales o Jurldicas Colectivas no delinquen; es 

decir, no existe responsabilidad penal sobre ellas y solamente se les aplica, 

ns1s coN 
1 
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cúando asl lo ameri,te, /~na medi~a · .. de segur.idad".73 Por lo cuál ún,icamenté 

puede ser cónsiderada como responsable del hecho pÚnibl~ a lá perso~a'' flsica . 
.. • '' .. ' .• < ' . • .. ' .•. ,. - ... ,_. . ' 

Por otra. parte, de acuerdo .. con lo éstablecido,en:el capituiocanterior,fas 

contravenci~ries'~drT11nistr~tlvas pueden comete'rs~ p6r'p~r~o~as í~'cii~ldual~s y 

cole~ti~~~'. ,Mie~¡~~s 'que.' el 'sujeto pásivo par; Ía'~ri~~iá"~il~ú~"J: r1é'6~~!'~ri .•¿¡,a• 
pernona' flsica o.moral, para las segundas lo constitUy~'~xdkisivamente,el Estado 

- --. ' ~-· - . - ' -- -

/como ente ~electivo. 
'-(.~" 

·-.·-
,.; 

8).- La antijuridicidad es un elemento común entre ambas, sin embargo, 

únicamente habrá una diferencia de grado por su comisión. Tratándose de una 

misma conducta tipificada como delito e infracción, la primera lesiona en mayor 

grado la norma que la segunda, esto no indica la existencia de dos 

antijuridicidades, únicamente hay una con diferencia cuantitativa de lesión, lo 

que deriva en una distinción de acuerdo al carácter grave de la conducta 

criminal. 

C).- Una diferencia básica entre el delitos y. la infracción consiste en que 

aquellos se contemplan por el derecho penal có.mo é:on'ciudtás •;sin qúe; se 

establezca una obligación como tal, un ejemplo de'lo ant~~io/:"1~ constituye el 

delito de homicidio que de conformidad con el artlcuíJ: 1o·a·d~I CÓdigo Penal 

Verácrúzano establece: "comete homicidio el que priv'~·-~~i;'(~'.Vi~~~~ otio".74 Se 
- '· . ... ·,·:,':"· '· --

prevé una conducta cuya comisión es sancionable/sin ;·é,íl')9,'argo no se configura 

textualmente una obligación para el sujeto activo:de ~o,p.~ivar de la vida a otra 

persona. La infracción administrativa se castiga coma· incumplimiento a una 

obligación pública expresa en la ley. 

D).- Otra distinción importante surge en la tipificación de la conducta 

delictiva, que pretende primordialmente proteger los bienes juridicos tutelados 

73 Acosta Romero, Miguel, Ob.Cit. p.35 
74 Código Penal y de Procedimientos Penales del Estado de Veracruz. editorial Ca1ica. dé.tJ,DJa--­
ed1c16n, 7 de Septiembre del 2001,p.74 ¡---~-::-- • ,' . 

. V~'ui ~ÓfilGEN 



<ss 

por el Estado como la vldá, la salud, la libertad, la seguridad sexual/el honor,: la 

morál ·.pública ~ el. patririion1~· personal y c~yapen~ i~í~rit~ pr~~éiVa~los" 
sancionando al delin,~uente paÍa evitar qüe 'reincid~ en ~¿~66rici~áá: io6r 6tra ., ' 

parte, conla tipific~dón .d·é una infrac~lón 'se busc~. princiipalment~·.~··indücir al 

sujet~. activo·.~. c~mplirco~ ,la obligación estabÍéck/~'~;i,j~·~Jrn;'~?oich6 .de ~Ira 
forma, 1a'-sañ~ión,ád~inistratlv~ busca ser\ik d~·.,;,~!~~~~;;¡~;·~a~ln1~í'rativ~ para 

impulsar I~ cÜmplimentación voluntaria de .la. oblig~clÓn 'pública, mientras que, la ' . - ,_ , .. , ,,_, -

pena judicial busca castigar una conducta repro'~hai:íi~; 
·. . . '' - . ' ~\ 

·- . -~---

E }.- Respecto a la pena impuesta, "1os de.litos son castigados con penas 

represivas correccionales, las infracciones con ·penas de policla represivas 

preventivas. 

F).- La figura de la tentativa contemplada para la comisión de un delito no 

es aplicable a las faltas administrativas, esto, en virtud de que no existe precepto 

que tipifique la tentativa, ni siquiera otro que fije limites cuantitativos de la pena 

por declararla punible u otro precepto que regule su aplicación. Sin embargo, 

. técnicamente es posible que encuadre esta figura respecto a la infracción de 

daño . 

.. G).- Las penas para los delitos son predominantemente corporales, 

mientras que en la comisión de infracciones administrativas se aplica la misma 

con carácter de excepcional, predominando para éstas las sanciones de 

carácter patrimonial o privativas de derechos ( Diferencia en la naturaleza 

Sanctio luris}. 

H).- El articulo 21 Constitucional expresa la potestad para juzgar los 

delitos que corresponden a la autoridad judicial, para las faltas politicas se 

reserva competencia exclusiva a la autoridad administrativa. Esta diferencia no 

altera la naturaleza penal de ambas figuras, 
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1 ).- La .distinció.~ .orgánica para conocer de los delitos e infracciones, 

repercute en uria diferencia respeé:to al procedimiento aplicable para conocer y 

aplicar la sanción penal y ad~inlstrativa. 

J).~: 6~ ~cu~r~()·f la natÜraleza penal de los ilícitos administrativos, las 
''' "~· ... " 

causas de justifi~ac.Íón·; pueden hacerse valer para estos al igual que los delitos. 

La ::rn;·s·~a- ~~n~ucta, como semejanza, puede encontrarse tipificada 

como delito e infracción administrativa a la vez, sin embargo, este punto 

significa algunos problemas que a continuación planteo : 

4.3.3 EL PROBLEMA DE LA DUALIDAD O AMBIVALENCIA 

SANCIONADORA ENTRE DELITO E INFRACCIÓN 

ADMINISTRATIVA. 

Aún y cuando se ha señalado la imposición de penas 

predominantemente corporales para el delito y con carácter de excepcional 

tratándose de infracciones, correspondiendo a éstas últimas sanciones de 

carácter patrimonial o privativas de derechos como lo son la multa y la clausura, 

pudiera darse el caso de que la conducta criminal encuadre en varios tipos 

legales constituyendo por tal una pluralidad de ilicitos, a tal modo que la 

conducta delictiva pudiera coincidir con la tipificada como conducta iilcita 

administrativa. Esto suscita 

administrativas. 

problemas en la aplicación de sanciones 

1.- Una de la situaciones que el poder sancionador administrativo 

enfrenta, consiste en la sanción que debiera aplicarse por la comisión de una 

misma conducta punible tipificada en ordenamientos que se excluyen entre si y 

que previeran por tanto una distinta sanción, como el caso de que una misma 

conducta constituyera un delito acreedora de una pena de tipo corporal y a su 

TESiS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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vez infracciónad~lnistrativ~ con s~nci¿nde.tipo pecuniario; de tal suerte si el 
: . ·. . . .' .. :_:. ~-: .. ··,, : __ . . . . . . ·. ":'. - ~ 

poder judicial y el aé!minls~raliy(). cori lá plena. autonomla que la norma les ha 

conferido someten a juicio. la {conducta ambivalente lllcita en su respectivo 

ámbito, se le esta~Ia:e~juidia~do ~n/dos ocasiones, violando en tal caso el 

principio Non. Bis In o~i; '~í' cl'ef~~ajlnar el mismo que "nadie puede ser juzgado 

dos veces por el misrrio 'delite>'<'(concurso aparente de leyes). 

De acuerdo a lo planteado, Miguel Angel Garcla Domlnguez opina lo 

siguiente "Lo que la Constitución quiere es evitar que se juzgue dos veces una 

misma conducta desde la misma perspectiva, a fin de Impedir que se imponga 

dos veces una misma clase de sanción, esto es, que se imponga dos veces una 

pena privativa de libertad, que se imponga dos veces una sanción pecuniaria y 

que se decrete dos veces la pérdida de bienes o derechos. Tal exigencia 

constitucional se cumple tratándose de infracciones y delitos, en virtud de que 

una sola conducta que tipifica simultáneamente un delito y una infracción sólo 

puede ser castigada por el Juez penal con pena privativa de libertad pero este no 

puede condenar ni a sanción pecuniaria ni a pérdida de bienes y derechos, a su 

vez, el órgano de la administración sólo puede imponer multas, exigir el pago de 

la reparación def daño y decretar la pérdida de bienes y derechos pero no puede 

imponer pena privativa de libertad".75 

El criterio de la corte al respecto es el siguiente : 

Instancia: Primera Sala Epoca: Quinta Epoca 

Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la federación 
Parte: XXXV 
Tesis: 
Página: 2190 

"García Domlnguez, Miguel Angel, Ob.Cit., p.399 
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ARTICULO 23 CONSTITUCIÓNAL, ALCANCE DEL. 

El alcance del articulo 23 constitucional se limita a que una vez 
concluida por sentencia válida un juicio, no puede ser iniciado 
nuevo proceso, para esclarecer el hecho. Ahora bien, cuando una 
autoridad administrativa impone determinada pana por infracciones 
de su incumbencia, no juzga, jurldicamente hablando, al inculpado, 
toda vez que una sentencia requiere y supone el ejercicio de la 
acción penal, por parte del Ministerio Público, la incoación de un 
proceso, en el que la autoridad judicial concede amplia libertad al 
reo, para formular su defensa y se observan los requisitos 
esenciales de la ley objetiva: todo lo cual no ocurre con aquellas 
resoluciones emanadas de una autoridad polltica, que por referirse 
a hechos de menor trascendencia, son castigados con penas de 
inferior cuantla, que aplica dicha autoridad, con mayor libertad de 
apreciación; por tanto, si a un individuo se le ha impuesto una pena 
administrativa, por determinado hecho delictuoso, y después se le 
consigna a una autoridad judicial, para que le abra proceso por 
este mismo hecho, no existe violación del articulo 23 constitucional. 

TOMO XXXV, Pág. 2190. Lee Fernando.- 17 de agosto de 1932. 

Este criterio es aceptado por el marco legislativo politice al establecer que 

las sanciones de lndole administrativo se impondrán independientemente de las 

penas que Impongan las autoridades judiciales cuando se incurra en 

responsabilidad penal. 

2.- Sin embargo, un caso no previsto en la ley lo constituye el hecho de 

que las sanciones aplicables por ambos órganos fueran de igual lndole, pues si 

bien es cierto que la pena judicial es generalmente de carácter corporal también 

contempla excepcionalmente la de naturaleza patrimonial como la multa, que 

puede coincidir con la sanción pecuniaria impuesta por un órgano de la 

administración. Esta situación conlleva a la violación del principio aludido en el 

artículo 23 Constitucional. 
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Para resolver e~Ía situación,<~~ ~enéstéÍ esÍimar q~~ ~ su vez pueden 

presentarse 2 hipótesi~ : :,} 

.a>- ~u~ 'ª~ªn~1o~::s~~·cie1 mii~º"ª~ª~ii. eAta!'caso recomiendo se 

establezca en 1a··n.~r~~·'p~1ra1 )'a ~~~;;~;~~d~ ·~x6i'u,slll~ dé'1a· autorid~d judicial 

:::~B:~~~l~ili,f ~~~~¡¡~¡A~l:f ,~~~·~t''" OO"·'"··o··· 
. bk,Oue la sanélón sea ·de distlnto'grádci;'por.lo cúál. dada la ambivalencia 
. .' · · -. '. ·· : .. ~~,.\:-::»;.'',;.:.:;;c;:;·:.~,.·ro}Jt:r~:::;¡:e..>:: c~--~·-.5~::.~~\~:'.·~: :·á~>:,,::\-i:/~:"'.:O:..'};F~·· ·•:<r·:~i : .. !:·; ':·:~ 
del illcito;-· será. competente para 're.solver el'podér, cúyo ordenamiento señale la 

::::::,~~l~Ji~ll\~~%~~(,¡~f i~t· '""""'" .. '" ·~ 
Otro problema derivadcí'de h;i:mlsma situación equlvaleal hecho del tipo ·... : ·· > _:,~·::'~::- ... ·~_;_, .. :' ~~;' -r;;;.~ .. ;:,;7x1'J· i:~--:t,·.:,_,;.:JL·:. ;··::;;~/~~;t,.\:\ i·-=/2-'.-.~- -~---:. " ___ . -

de sanción que':,debei~apllcarse~t·cuando'1'se~,':hac cometido en el ámbito 
.. · · .-_ · ·- : <. ,, .. :,;"':;<·;;:~~~': ~ _.:--::;,\1~·::: ~'.;.--!;;'~ ~/¡,~.'~,:-.=;\~7(':;. f,o-'-J. '., _·: :-:=·~. :·,, \~::.-:·:~ ·_ c :.·, · · . · -.. · · . · · 

administrativo;.más de< una 'conducta infractora''por un mismo sujeto a normas 

pollticas que se l~teg;an entre si, y que prevén sanciones de distinto grado 

respectivamente. (concurso ideal o formal ). 

Respecto a la situación planteada, el legislador decidió para resolver tal 

problemática integrar el principio de absorción o de consunción que consiste en 

palabras de Miguel Angel Garcla Domlnguez : "Este principio opera cuando el 

hecho tipificado en una norma esté comprendido también en otro tipo de alca0ce 

mayor, de tal manera que esta excluye la aplicación de aquélla; es decir el caso 

regulado por una norma queda subsumida en otra de mayor amplitud".76 

El principio "Lex Consumens Deroga! Legi Consuptae'', se estableció en 

el articulo 75 del Código Fiscal de la federación que establece a la letra: 

"cuando por un acto o una omisión se Infrinjan diversas disposiciones fiscales a 

76 García Domfnguez, Miguel Angel, Ob.Cit., p.373 
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las que correspond~n vari~s multa~. sólo .se apllc~rá la q~~ cor~e~~onda a la 

infracción cuyamulta s~a ~ayoh11:. · .. ·. . •·· 
.. ,.'..'.. . .>:" ·:· ... " 
<:.:-....: .. _ - < ' ,, ,•> ', d',A• ': ',, • : 

·~t7J!~if J3~~Y{~j.f J~itTu1~~i~t~(~~~~~f E•· 
todas é las sanciones·. en forma sucesiva:· o• bien,.· aplicar únicamente lá •sane.Ión 

correspo~dlenie ala sanción más grave o si serl~ f~ctible la sÜ~a'ét~ '1as 

· ·. sanciÓnes correspondierites a cada Infracción con la fijación de un' H~Ít~ .no 

rebasable ( concurso real o material ) 

Con respecto a esta figura, cabe destacar que el ord.en jurídico 

administrativo no lo refiere, en el entendido que a cada conducta infractora 

corresponde un procedimiento y sanción autónoma, sin embargo, este aspecto 

plantea un innecesario volúmen de trabajo que se podría simplificar si se 

adoptaran los tres sistemas para sancionar el concurso real utilizados por el 

Código penal del Distrito Federal en materia federal, asimilando la redacción al 

siguiente precepto, el cual puntualiza "En el caso del concurso real, se impondrá 

la suma de las sanciones de las infracciones cometidas si ellas son de diversa 

especie ( Criterio de acumulación juridica ), Si son de la misma especie se 

aplicarán las correspondientes a la infracción que merezca la mayor sanción 

(Criterio de absorción ) las cuáles podrán aumentarse en una mitad más sin que 

excedan de las máximas señaladas en la ley ( Criterio de acumulación 

material)",78 

77 Código Fiscal de la Federación, Dofiscal editores, tercera edición, 7 de Septiembre del 1997,p.68 
78 Código Penal y de Procedimientos Penales del Distrito Federal, editorial pino, cuarta edición, 15 
de Abril del 2000,p,43 
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4.- La reincidencia, señala. Piná Vára puntu~liza~do a' Listz, s~idefine 
como "La comfsión,d'e ¿~ delito, igúai o'de Íá mÍsr\i~ 'esp~6i~ despJés ·del.·• 

~~~J~~i:i~~{~~frl~?:~~[~~~~~11:~B~l~J~;1 ;~5~ 
actos''.79 ;iD~í:l~ '1a fi~ura en c~mento sancionarse por· el Estado con mayor 
'·. 

rigidez? .. · 

La figura de la reincidencia se contempla en la gran mayoria de la 

legislación administrativa, sin embargo, cada legislación establece un criterio 

diferente para la realización del supuesto. De acuerdo a esta idea y atendiendo 

al hecho de que el poder sancionador administrativo reviste como una de sus 

caracteristicas principales la represión de conductas que induzcan al 

gobernado a no cometerlas de nueva cuenta, la necesidad de la fijación de un 

riguroso estándar aplicable a todas las conductas infractoras del marco jurldico 

administrativo cuya redacción debe ser incluida en una compilación jurídica de 

todos los ilícitos y sanciones administrativas, tema que justifico en el siguiente 

capítulo. 

una posible redacción del criterio base sugerido quedaría a mi 

consideración como sigue : "se entiende por reincidencia, para los efectos, la ley 

aplicable y demás disposiciones derivadas de ella, cada una de las 

subsecuentes infracciones a un mismo precepto, cometidas dentro de los dos' 

años siguientes a la fecha en que se emitió la resolución relativa a la primera 

infracción. 

,. De Pina, Rafael, Diccionario De Derecho, editorial Porrúa S.A., Vigésima Quinta Edición, México 
D.F. Marzo de 1998, p.438 
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En caso de reincidencia; se{ podrá imponer multa hasta por el doble del 

monto superior correspondiente".··· 

Tenie.nd.~ en duenta:qJ~ ~ún y cuando al infractor se le aplicó u.na sanción 

por .. la comisÍón")c:le .Ü.na;·co~travención y el mismo persiste en su conducta 

crimln~I, el ::¡~'gisÍad¿f:tía ·tenido a bien considerar la reincidencia como 

agravante, por lo'qúe'• se considera justificada la propuesta en el .sentido de 

dupiic~~ I~ m'~1ia::~or¿1 ~onto superior establecido en la respectiva ley como un 

estándar pa;a ¿~·d~ i~f~~c6ión, esto con la finalidad de evitar cualquier repetición 

5.-. Aspecto intrinseco se manifiesta en el caso de que un sujeto infractor 

cometa dos o más conductas ilicitas de igual naturaleza y semejanza; de estas, 

puede infringir la disposición legal que regule tales conductas y por ende una 

afectación del bien jurldico tutelado que se trate, ejemplificando el caso del 

contribuyente infractor que incumple con la obligación de lievar libros de 

contabilidad prevista en el artfcufo 45 del Código Fiscal de fa Federación, y al 

mismo tiempo con esa conducta incumple con la obligación establecida en el 

mismo articulo de exhibirlos a la autoridad para su revisión cuando esta lo 

requiriera, ¿debe ser sancionado el infractor de acuerdo al incumplimiento de la 

primera o de la segunda obligación? (Infracción Continuada ). 

La infracción continua se establece en la fracción IV del artfculo 75 del , 

Código Fiscal de la Federación que establece: "igualmente es agravante, el que 

la comisión de la infracción sea en forma continuada" , asf las cosas, el criterio 

establecido en la ley para resolver dicha situación es el siguiente: "Cuando por 

un acto o una omisión se infrinjan diversas disposiciones fiscales a las que 

correspondan varias multas, sólo se aplicará fa que corresponda a fa infracción 
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cuya multa sea ~ayo('.8º. Se obs~rva de lo anterior el criteri~ de absorción para 

resolver esta situación. 

Gran parte ;d~i{ri:iarco legislativo administrativo es omiso 'r~~pecto a la 

fijación de las coñ~.uct.a's que deben ser consideradas como graves; Únicamente 

se estab'léce;/que','se:·¡omarán en cuenta para determinar las sanciones la 

grav~dad;de'.i~ !~fracción sin que se determine un criterio o una base para 

·9~t'ab1~c~r1á. 

Para resolver los aspectos anteriores es necesario subrayar que el orden 

jurldlco se encuentra integrado por un vasto número de normas jurldicas entre 

las cuáles algunas tienen un carácter independiente entre si , mientras que otras 

se encuentran coordinadas en distinta forma, en donde la aplicabilidad de unas 

condiciona la aplicabilidad de otras, esto refiere la integración o Exclusión 

reciproca de la norma juridica. 

4.4 JUSTIFICACIÓN DE LA EXISTENCIA DEL DERECHO DE LAS 

INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS. 

Como ha quedado establecido, el delito se encuentra regulado por el 

Derecho Penal, de manera espec:ial se contempla la existencia de delitos 

administrativos en distintos ordenamientos no penales y aceptados por el articulo 

6 del Código Penal Federal, cuya denominación se justifica en virtud de que el 

Estado tutela bienes jurfdicos en el ámbito administrativo. 

Asl, es clara la manifestación de conductas u omisiones 

antiadmlnistrativas sancionadas por las leyes penales que constituyen un 

derech.o. penal especial o llamado por la doctrina como derecho penal 

administrativo. 

•° Código Fiscal de la Federación, Ob.Cit .. art.75 
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Sin· embargo, si. bien. han quedado referidas las diferencias esenciales 

entre delito. e infracción administrativa, se concluye de lo anterior que aún 

cuando ambas se sancionan como conductas ilicitas por distintos 

ordena.mientes y existen ciertos puntos técnicos de distinción como lo son: 

orden juridico regulador, tipificación de conductas, severidad de las sanciones 

aplicadas, entidad sancionadora, gravedad del illcito. No subsiste una diferencia 

dé naturaleza penal entre ambas, pues antológicamente persiguen los mismo 

fines y se encuentran integradas por elementos idénticos. 

Son dichos puntos los que las distinguen y que dan la pauta para que no 

sea posible asimilar la infracción como conducta criminal al derecho penal 

administrativo, pues si bien es cierto que las contravenciones y sanciones 

administrativas se encuentran en forma _ disper~a y desordenada en la 

legislación y no en forma compilada y unificada ·cónio debiera ser, su existencia 
... ,: 

es suficiente para distinguir la necesidad del re-conocimiento del derecho de las 

infracciones administrativas como una . : ra;.;,a autónoma del derecho 

administrativo, el cuál debe ser recopilado en una misma normatividad jurldica 

para reforzar su carácter de autonomla~' :,· 

Al delito, como figura misma del poder judicial, consistente en toda aquélla 

acción u omisión que sancionan las leyes penales, se le ha designado una 

compilación normativa a fin de que en distintos capltulos se encuentren 

tipificados los diversos tipos de conductas illcitas que pudieran ser cometidas en 

agravios de persona alguna. Si bien se ha dicho que ontoiógicamente el delito y 

la infracción admnistrativa persiguen fines comunes, es por tal hecho que la 

regulación de la contravención debe tener un mismo trato, por lo que no 

desmerece que se cree en su favor un Código que tipifique de igual manera, las 

conductas cometibles en el campo administrativo y la sanción que le deba ser 

aplicada. 



CAPITULO 5 

DESCRIPCIÓN DE LAS SANCIONES IMPUESTAS A LAS 

INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS EN LA TEORÍA Y EN LA 

PRACTICA. 

5.1 IDENTIFICACIÓN DE LAS SANCIONES IMPUESTAS A LAS 

FALTAS DEL ORDEN ADMINISTRATIVO EN LA LEGISLACIÓN. 

En la Ley de Puertos se establecen infracciones administrativas 

cometibles dentro de su esfera, con la imposición de multas que van desde un 

mil hasta doscientos salarios minimos. En caso de reincidencia se contempla la 

duplicación de la multa por las cantidades establecidas; se deja a potestad de la 

autoridad la aplicación de las sanciones considerando la gravedad de la 

infracción; los daños causados, y la reincidencia. No se encuentra constituido 

procedimiento alguno para la imposición de sanciones administrativas. 

En la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público en su capitulo 

respecUvo de infracciones y sanciones, se encuentra listado el conjunto de 

co.ntrávenclones pollticas que se pueden cometer por los particulares, figurando 

· · entre otros la asociación con fines politices, proselitismo o propaganda de 

cualquier tipo a favor o en contra de candidato, la ostentación como asociación 
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religiosa cuando se carezca del registro constitutivo, convertir un acto religioso 

en reunión de carácter polltico; de la misma forma se encuentra establecido un 

procedimiento para aplicar las sanciones cuyo órgano sancionador recae en una 

comisión integrada por funcionarios de la Secretaria de Gobernación. Las 

sanciones que consisten en apercibimiento, multa de hasta veinte mil dlas de 

salario mlnimo general vigente en el Distrito Federal; clausura temporal o 

definitiva de un local destinado al culto público; suspensión temporal de 

derechos de la asociación religiosa y cancelación del registro de asociación 

religiosa, se impondrán por la autoridad tomando en cuenta su naturaleza, la 

situación económica del infractor, la reincidencia o la alteración provocada a la 

sociedad. 

La Ley de Aviación Civil expresa la facultad de la Secretaria de 

Comunicaciones y Transportes, para imponer sanciones por infracciones a la .ley 

consistente en multa que van desde los 100 hasta los diez mil salarios mlnimos 

vigente en el Distrito Federal al momento de cometerse la infracción, revocación 

de la licencia del comandante de la aeronave y suspensión de servicios. Como 

ejemplos de infracciones se encuentran el transito de la nave sin ostentar las 

marcas de nacionalidad, por carecer de los certificados de aeronavegabilidad, 

por carecer de los seguros, entre otras; En caso de reincidencia, la secretaria 

podrá imponer una sanción equivalente hasta el doble de la cuantla señalada. 

La Ley de la Propiedad Industrial señala en su titulo séptimo, capitulo 11 de 

la misma manera las infracciones que repercuten en una sanción para el 

gobernado, figurando entre otras: el uso de una marca parecida en grado de 

confusión a otra registrada, fabricar o elaborar productos sin consentimiento de 

su titular, utilizar procesos patentados, sin consentimiento del titular, usar un 

aviso comercial registrado o uno semejante en grado de confusión; las sanciones 

consistirán en multa hasta por el importe de veinte mil dlas de salario mlnimo 
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general vigente en el Distrito Federal; multa adicional hasta por el importe de 

quinientos dlas de salario mlnimo general vigente en el Distrito Federal, clausura 

temporal hasta por noventa dfas; clausura definitiva; arresto administrativo hasta 

por 36 horas. Se establece un procedimiento para la aplicación de sanciones. En 

los casos de reincidencia se duplicaran las multas impuestas. Para determinar la 

sanción aplicable se observará el carácter intencional, las condiciones 

económicas del infractor y la gravedad de la infracción. 

En la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos se observan 

numerosas Infracciones administrativas a las que se aplican multas que van 

desde uno hasta 500 dias de salario mfnimo vigente en el Distrito Federal. Esta 

ley establece que para el efecto de imposición de sanciones administrativas, se 

turnará el caso al conocimiento de la autoridad administrativa local a la que 

competa el castigo de las infracciones de policfa, es decir a la propia autoridad 

municipal. De la misma manera se prevé la aplicación de la suspensión de la 

licencia por la portación de armas asf como la prisión para el infractor desde uno 

hasta quince años de prisión. Las armas materia de las delitos, serán 

decomisadas para ser destruidas. No hay un procedimiento para la aplicación de 

las sanciones. 

La Ley de Pesca faculta a la Secretarla de Pesca para determinar las 

infracciones administrativas discrecionalmente, lo que implica una facultad 

amplfsima a dicha autoridad. Conjuntamente figuran en la citada Ley un sin 

número de posibles infracciones a cometer, entre las cuáles destacan: operar 

barcos-fabrica o plantas flotantes sin contar con la concesión, practicar 

actividades pesqueras sin contar con el permiso técnico o cientffico de la 

secretaria de pesca, extraer, capturar, poseer, transportar o comerciar especies 

declaradas en veda. Las infracciones serán sancionadas por la Secretarla 

tomando en cuenta la gravedad que implique la falta y para la imposición de 
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multas las condiciones económicas del infractor, las ·sanciones· aplicables 

consistirán en: revocación de la concesión; permiso 6 autorización; decomiso de 

productos y/o artes de pesca y/o irnp~slclÓrÍ.de mÚlt~ que ~ari desde los 20 a los 

.2000 salarios mlnimos vigentes .en E!1'01S'trlto>Fed'efá1, clausura temporal de la 

Instalación o instalaciones yfo decom.lso d§}a ~mbélrcaclón o vehlculo, clausura 

definitiva de las instalaciones, suspensión temporal ·de los derechos de la 

concesión, decomiso de los productos obtenidos de la flora y fauna acuáticas 

y/o de las embarcaciones o vehfculos, asf .como la amonestación. 

En fa Ley Federal de Radio y Televisfón versan las distintas infracciones 

administrativas a cometer en su capitulo único, titulo sexto. Entre las más 

Importantes se encuentran: las transmisiones contrarias a fa seguridad del 

estado, no prestar los servicios de interés nacional, la alteración sustancial por 

Jos locutores de los textos de boletines gubernamentales, etc. Las sanciones 

previstas equivalen a multas que van desde quinientos hasta cincuenta mil 

pesos. Se establece un procedimiento para la aplicación de sanciones, oyendo 

previamente al infractor. La sanción se aplicara en consideración a la gravedad 

de la falta y a la capacidad económica del infractor. 

La Ley Federal de Protección al Consumidor dedica en su sección cuarta 

el procedimiento por infracción a la Ley . Entre las sanciones contempladas 

figuran la multa que va desde uno a dos mil quinientas veces el salario mlnimo 

vigente en el Distrito Federal, clausura del establecimiento cuando la 

Procuradurfa considere se trata de falta grave a la Ley de 15 a 36 dfas, y el 

arresto administrativo hasta por 36 horas. Las mismas serán impuestas en base 

las actas levantadas por fa autoridad, Jos datos comprobados que aporten las 

denuncias de los consumidores; la publicidad o información de los proveedores, 

de fa condición económica del infractor; el carácter intencional de la infracción 
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y cualquier otro· elemento o circunstancia que aporte elementos de convicción 

para aplica~ la sanción; para aplicar la sanción se tomará en cuenta la 

reincidencia, la gravedad de la infracción y el perjuicio causado al consumidor o 

a la sociedad en general. Figura la facultad de la autoridad para condonar 

sanciones discrecionalmente según las circunstancias del caso. 

En la Ley Federal de Turismo se faculta a la secretarla del ámbito 

respectivo para la aplicación de sanciones administrativas por infracciones a la 

Ley. De igual manera en el caso de quejas del turista conocerá la Procuradurfa 

Federal de Protección al Consumidor y sancionará en términos de Ley. Las 

sanciones contempladas son: multa de 500 veces el salario mfnimo diario 

vigente en el Distrito Federal al momento de cometer fa infracción, en caso de 

reincidencia se podrá aplicar multa hasta por el doble de la multa impuesta 

originalmente. La Secretaria de Turismo podrá determinar la cuantfa de la multa 

considerando la gravedad de la infracción lo que constituye una potestad de gran 

alcance. 

La Ley Federal de Cinematografía otorga competencia a la Secretaria de 

Educación Pública y a la Secretaria de Gobernación para imponer sanciones a 

las Infracciones administrativas cometidas a la Ley en comento, la mencionada 

Secretaria podrá imponer la sanción de acuerdo a dos criterios: según la 

gravedad de la falta, la intención o dolo existente. Las sanciones consistirán en: 

amonestación con apercibimiento; multa de quinientos a quince mil veces el 

salario mfnimo general diario vigente en el Distrito Federal a la fecha en que se 

cometa la infracción, en caso de reincidencia, se duplicará la multa impuesta 

originalmente, clausura temporal o definitiva de los espacios o locales, 

amonestación con apercibimiento, retiro de las peliculas que se exhiban o 

pretendan exhibirse públicamente sin autorización. No hay un procedimiento 

e•lobleddo pora lo lmp,,lolóo do lo '""'"" po~ 

·~~-
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competencia a la Ley Federal del Procedimiento Administrativo para su 

aplicación. 

La ley de Navegación otorga competencia a la Ley Federal del 

Procedimiento Administrativo para la imposición de las sanciones, las cuáles 

consistirán en multas que van desde los cincuenta hasta los cincuenta mil 

salarios mlnlmos vigentes en el Distrito federal , no se contempla otro tipo de 

sanción. 

la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal menciona en su 

contenido que las infracciones cometidas a dicha Ley serán sancionadas por la 

Secretarla de Comunicaciones y Transportes, con multa que va de los cien a los 

dos mil salarios mlnlmos vigentes en el Distrito Federal y en caso de reincidencia 

se duplica la multa original, cancelación de la licencia. Se establece un 

procedimiento para la imposición de sanciones en el cuál la Secretarla 

considerará la gravedad de la infracción los daños causados y la reincidencia. 

Entre las infracciones establecidas en la Ley de Nacionalidad se 

establecen como ejemplos las siguientes: El uso de una prueba de nacionalidad 

falsificada o alterada, contraer matrimonio con el único objeto de obtener la 

nacionalidad mexicana, realizar las renuncias y protestas en forma fraudulenta. 

Las conductas infractoras se sancionarán con multas que van desde los 

trescientos a los dos mil salarios mlnimos vigentes en el Distrito Federal. Para la 

imposición de las mismas la Ley faculta a la Secretaria para que considere la 

gravedad de la infracción, los daños y perjuicios causados, al igual que los 

antecedentes, circunstancias personales y situación socioeconómica del 

infractor. 
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La ·Ley ·Federal d~ Metrologla y• Normalización, en su titulo sexto 

denominado'. ''De los Incehtiv6s,'sélnciC>nes y recursos", establece la potestad 

sancionador~ para Jas. ciep~~dén61as .de I~ · administración pública sin hacer - - . ·,,· - \ - . ,,.; .... '.·" 

mención especlflcá cie ellas> Las' sanciones se aplicarán en base a las actas de 
.. -, : · .. ·.,_;:_·>,'.~.-.:: ·,.':J,,-,~·-· . .:/.~·-: <-,--,,;. --~··1-:~.--··,-f¿,:,-:":''.-~- . .':_ ·.':.,.', .. · ' 

verificaciónydlctá'.11enesdeláborat()rios acíeditados que le sean presentados a 

la auto;ld~d, '~¡.(¡~~ acfa~ 1efva
0

~t~da~. ~~Jo~ ~ésultados de las comprobaciones o 

· v~rific~cl~~es~·;~·:¡~~,d~tci~:q~~:ost,enÍe~ los productos. Las sanciones aplicables 

·. é:on~i~tlrá~'.; ~r,:~ fu'tj¡¡¡;'5:~tj'Jti~an c1;~cie '1os veinte a catorce mil dlas de salario 
_ •• : •

0
., ·-.-r"·"·"''·:.-,::',.:,~~->-\~\ :·:~· .. /:·0,:2 .... ,~::-:- ·:., \:-·.- .... .-.·., ·. 

mlnimovlgente ~n' el Distrito federal y en caso de reincidencia se duplicará la 

mu,lt~ 'im~Ü~;ta Cl~fgin~Í;,,e'nte, de igual forma se impondrá clausura temporal o 

d~finiiiva.'~u~/p~CÍr~-'s~r pa;ci~I o total; arresto hasta por treinta y seis ho'ras; 

suspe¡,sióll Ó~revocaclón de la autorización, aprobación, o registro según 

' 'corresponda; y suspensión o cancelación del documento donde consten ~los 

re's~IÍ~d~~de la evaluación de la conformidad. Para aplicar la sanción se Íolllará 

e~ 6úerita: el carácter intencional de la acción u omisión constitutiva de la 

i~fr~~~ión; I~ gravedad que la infracción implique en relación con el comercio de 

prodúctos o la prestación de servicios, asl como el perjuicio ocasionado a los 

consumidores y las condiciones económicas del infractor. No se contempla la 

existencia de un procedimiento administrativo para la aplicación de las sanciones 

referidas. 

La Ley Aduanera, menciona en sus apartados aquéllas infracciones 

susceptibles de cometerse a la importación o exportación de mercanclas, entre 

las cuáles destacan la omisión del pago total o parcial de los impuestos al 

comercio exterior cuando su importación o exportación este prohibida, no 

acreditar con la documentación aduana! correspondiente la legal estancia o 

tenencia de las mercanclas en el pals, la introducción o extracción de 

mercanclas del territorio nacional por aduana no autorizada. Las sanciones 

aplicables consistirán en multas de un mil a ciento cincuenta mil pesos, multas 

TI:SIS CON 
FAJ!.~ 1iJE ORIGEN 
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que van desde el setenta al . ciento ci~éuei~ta. por éientó' del valor de las 

mercanclas, multas respeéto a_los beneficíci's cí"btenldos con la franquicia, multas 

equivalentes a un porcentaj~ del Jmpúesto gemiral de Importación, multas 

equivalentes ·a un p~réentaje de las cuotas· c~mpensatorias, clausura del 

establecimiento; de igual forma _se contemplan las faltas a la circulación dentro 

de los recintos fiscales, las relacionadas con el destino de las mercanclas, 

infracciones relacionadas con las obligaciones de presentar documentación y 

declaraciones, las infracciones relacionadas con las obligaciones de llevar 

contabilidad, Infracciones relacionadas con el control seguridad y manejo de las 

mercanclas, la infracción relacionada con la clave confidencial de identidad, 

infracciones relacionadas con el uso indebido de gafetes de identificación 

utilizados en los recintos fiscales, infracciones relacionadas con la seguridad o 

integridad de las instalaciones aduaneras. Para la imposición de las multas las 

autoridades aduanera deberán considerar como agravantes los siguientes 

supuestos: utilizar un registro federal de contribuyentes de un importador que no 

hubiere encargado el despacho de las mercancla, el uso de documentos falsos o 

en los que se hagan constar operaciones inexistentes, el hecho que el infractor 

sea reincidente en los términos del Código Fiscal de la Federación. De igual 

forma procede la disminución de multa por parte de la autoridad desde un veinte 

hasta un sesenta y seis por ciento. 

El Código Fiscal de la Federación en su Titulo Cuarto denominado "de las 

Infracciones y delitos fiscales" deslinda en el articulo 70 la competencia 

administrativa y judicial al establecer la imposición de multas administrativas de 

manera independiente a las penas impuestas por autoridad judicial; se 

contempla la actualización de multas cuando no se pagan en el tiempo 

establecido asl como su reducción en distintos supuestos, y la omisión de multas 

impuestas por cumplimiento espontáneo de las obligaciones de los plazos 

señalados por la Ley y su condonación; este código señala como responsables 
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en la comisión de un delito o Infracción a las. personas que realicen los 

supuestos marcados como tales en la Ley. Entre las Infracciones fiscales figuran 

las relacionadas con el Registro Federal de · Coritrltiuyentes, por errores 

aritméticos en la presentación de la declaración fiscal,. Infracciones relacionadas 

con la obligación de pago de contribuciones, •Infracciones relativas a la . ,· .. 
presentación de declaraciones fiscales, las relacionadas' con la obligación de 

llevar contabllldad, las correspondientes a las JnstltuéJon~s de crédito asl como a 

sus cuentahablentes entre otras, las sanción " aplicable Jo constituye 

exclusivamente la multa que va de los doce hasta IÓs:·. cl~nto diecinueve mil 

trescientos ochenta y un pesos pesos, así como dls,Üntos porcentajes por 

distintos conceptos. 

Se Contempla un capítulo respectivo a Jos delitos fiscales, entre Jos 

mismos figuran algunos que son considerados de Ja misma manera como 

Infracciones, tales como el contrabando, la tenencia ilegal y la defraudación 

Fiscal. 

5.2.· JUSTIFICACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE UN CÓDIGO DE 

INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS EN LA LEGISLACIÓN 

MEXICANA. 

De las distinciones observadas entre la infracción y el delito en el capítulo 

cuatro, se desprende por consiguiente, que sí bien aluden a una naturaleza y 

principios comunes, también lo es que no es suficiente ese hecho para aplicar 

supletorlamente la norma penal a fa administrativa, pues se tratan de normas 

que atienden una esencia y ontología distinta, siendo necesaria la plena 

autonomía del derecho de las Infracciones administrativas con la adecuación de 

una codificación que rija especialmente su metodologla Qustificación sustantiva) . 

..... _,_., ____________ , -· ----~·--
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De acuerdo a las ideas anteriores, es dable observar la vasta variedad de 

contravenciones administrativas y las consécúencias sancionables a las que se 
. ¡• ·.. . 

hacen acreedores los gobernados por su comisión; asi mismo, diversas leyes 

administrativas mexicanas hacen caso omiso'~especto a la garantla de audiencia 

prevista en el articulo 14 Constitucional, por lo que supletoriamente se aplica la 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo para la imposición de sanciones, al 

respecto, el criterio de la Suprema Corte es el siguiente : 

Instancia: Segunda Sala 

Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Apéndice de 1995 
Parte : Tomo 111, Parte SCJN 
Tesis: 2 
Página: 6 

Epoca: Sexta Epoca 

ACTOS ADMINISTRATIVOS, INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS. NO 
ES NECESARIO RECLAMAR LA LEY, CUANDO ESTA ES OMISA 
RESPECTO DEL CUMPLIMIENTO DE LAS FORMALIDADES 
ESENCIALES CONSAGRADAS POR EL ARTICULO 14 
CONSTITUCIONAL. 

Las autoridades administrativas están obligadas a llenar los requisitos que 
señale la norma secundaria aplicable y, además, a cumplir las 
formalidades esenciales del procedimiento, de tal suerte que, aunque la 
ley del acto no establezca, en manera alguna, requisitos ni formalidades 
previamente a la emisión del acuerdo reclamado, de todas suertes queda 
la autoridad gubernativa obligada a observar las formalidades necesarias 
para respetar la garantia de previa audiencia que consagra el articulo 14 
constitucional. En estas condiciones, no es siempre indispensable para el 
quejoso atacar la inconstitucionalidad de la ley respectiva, puesto que 
para alcanzar el otorgamiento del amparo, basta que el mismo agraviado 
demuestre la contradicción entre el acto combatido y la Carta 
Fundamental. 

Sexta Epoca: Amparo en revisión 2125/59. Antonio Garcia Michel. 2 de 

1'ESlS CON 
·riiiUA DE OlUGEN 
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marzo de 1960. Cinco votos. Amparo en revisión 2655/61. Venanclo 
López Fernández. 9 de octubre de 1961. Cinco votos. Amparo en revisión 
3379/61. Antonio Garcla Rulz. 27 de octubre de 1961. Unanimidad de 
cuatro votos. Amparo en revisión 5752/61. Antonio Pérez Martln. 1 O de 
enero de 1962. Unanimidad de cuatro votos. Revisión fiscal 47/61. Eulalio 
Salazar Cruz. Marcelo Peralta Salazar, 24 de enero de 1962. Unanimidad 
de cuatro votos. Ramiro Casas Buendfa, 03 de Abril de 1962, unanimidad 
de cuatro votos, Genaro Gabriel Mlravalles. Revisión fiscal 39/61 08 de 
Octubre de 1962. 

De tal suerte, se debe respetar la garantla de audiencia por la autoridad, 

aún cuando el procedimiento sancionador no se encuentre estabiécldo en, la 

norma jurídica administrativa, sin embargo, la Interpretación' qúé,'.·h~ce- la· 

Suprema éorte, alude al hecho de la omisión procedlment~i qlJe ellegl~lador rió 
' . . . ,. ,-·' , ... \ 

contempló en ciertas legislaciones secundarlas, y qúe, podrfa';evlfarse· con la 

adecuación de una codificación sancionadora que 'con1p,renda Ía- aplicación de un · 

sólo procedimiento administrativo para aquéllas Infracciones que se cometan en 

el ámbito polltlco. 

Este hecho se justifica, pues si bien es cierto que supletoriamente se 

aplica el procedimiento sancionador regulado en la Ley Federal del 

Procedimiento Administrativo cuando la Ley es omisa al respecto, también lo es 

que éste es distinto al que se encuentra establecido en la legislación que si lo 

contempla, por lo que se deriva la diversidad de procedimientos sancionadores, 

constituyendo una aberración jurídica, pues la finalidad es respetar el Derecho 

del gobernado de ser oído y vencido en juicio con etapas procedimentales 

unificadas que no se diferencien de la supletoriedad procesal de la Ley Federal 

del Procedimiento Administrativo, tal es el caso, entre varios, de las etapas 

procesales previstas en la Ley de caminos, Puentes y Auto transporte Federal 

que se diferencian de las previstas en la Ley Federal del Procedimiento 

Administrativo. 



Sugiero bajo . el rubro anterior la Implementación de· cuatro etapas 

procesales Idénticas para la aplicación de sanciones administrativas cometidas 

en .todos los ámbitos polltlcos, las cuáles consistirán, sin entrar en materia de 

fondo, en las siguientes : 

1.- Formación del órgano competente para la determinación de la infracción 

administrativa. 

2.- Emplazamiento. 

3.- Termino probatorio. 

4.- Alegatos. 

5.- Resolución. 

El problema anteriormente expuesto se desarrolla en vista de la extensa 

dispersión de illcitos en cada ley , lo cuál hace necesario el establecimiento del 

cuerpo normativo compilador mencionado en aras de una unificación de las 

contravenciones cometidas, todo esto para que el gobernado conozca las faltas 

que pudiera cometer por la comisión de un hecho o la sanción a la que se harla 

acreedor y tuviera conocimiento de las herramientas legales que auxiliarlan a su 

defensa. 

Dichas contravenciones deben ordenarse en la codificación sugerida de 

acuerdo al campo que se afecte de la administración pública, es decir, 

estructuradas de manera orgánica y sistemática, asi mismo, se deben fijar 

criterios únicos para la aplicación de todas las sanciones, como el caso de que 

se trate de una conducta reincidente, por la gravedad de la infracción; o por los 

daños causados. La codificación habrá de estar precedida de los preceptos y 

principios generales aplicables a todas las infracciones y sanciones. 
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Respecto ~ la' gravedad de las condúctas Infractoras, la leglslaclón omite 

definir cuáles d~ben'sel"'consíd.~radas corno conductas lnf~actoras graves, pues 

tal omisión ~ep~~6~i~ ~n '~ue se otorgue lmpllcltame~te ~ la' él~torldad y como 

ocurre ,~n 1él' prá_cticá 'Uílél' faculiad discrecional de· enormes proporciones para 

decidir; que':1nríacdo'nes· so~ grá~es y cuáles no: Ja suposición de la 

lmplem~~iablón de ún capítulo de faltas graves en la referida codificación asf 

como la sanción que debe aplicarse por su realización es necesaria y justificada 

por los motivos expuestos, asf como por la tesis que a continuación puntualizo : 

Instancia: Segunda Sala 

Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de Ja federación 
Parte: LX 
Tesis: 
Página: 385 

Epoca: Quinta Epoca 

INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS, SANCIONES POR EL. 

El criterio que debe prevalecer para sancionar las infracciones que son 
castigadas de distinta manera, teniendo en cuenta gravedad, debe ser 
lógico y no caprichoso para que corresponda a Jos propósitos del 
legislador y no a Ja voluntad arbitraria de la autoridad que impone Ja 
sanción. 

TOMO LX, Pág. 385.- Estavlllo Ramón R.- 14 de abril de 1939.- 5 votos. 

De no ser así, la voluntad arbitraria de Ja autoridad administrativa seguiría 

imperando en la aplicación de Jo que debe considerase como conducta "grave". 
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Asl. mismo· deben· coexistir los preceptos aplicables sugeridos en puntos 

anteriores respecto a la problemática suscitada por la ambivalencia o dualidad 

entre delitos e Infracciones cuando sobre la conducta recaiga una sanción de la 

misma lndole, el concurso de leyes y la infracción continuada entre otras figuras. 

5.3 DEBATE ENTRE LAS SANCIONES IMPUESTAS A LAS 

INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS DE ACUERDO A SU 

NATURALEZA ESTABLECIDAS EN LA LEGISLACIÓN COMÚN 

Y LA CONSTITUCIÓN. 

5.3.1 ADECUACIÓN EN LA CONSTITUCIÓN DE SANCIONES 

ADMINISTRATIVAS DISTINTAS A LA MULTA Y AL 

ARRESTO POR TREINTA Y SEIS HORAS. 

Ignacio Martlnez Morales considera a la sanción administrativa como: 

"Aquéllas consecuencias represivas de un illcito, previstas en disposiciones 

jurldicas y cuya imposición le corresponde a la autoridad administrativa".ª' 

Ha quedado establecida hasta ahora la sancionabilidad que la autoridad 

administrativa puede aplicar de conformidad con el artículo 21 Constitucional 

consistente en multa o arresto hasta por treinta y seis horas, sin embargo, el 

marco jurldico administrativo no contempla únicamente tales penas, sino que va 

más allá del texto constitucional y sostiene la aplicación de otras distintas a lo 

establecido en la Carta Magna, tales como la amonestación, la suspensión, la 

inhabilitación, la destitución, cancelación de licencias, decomiso, clausura, 

apercibimiento, entre otras. 

•• Martrnez Morales, Rafael Ignacio, Derecho Administrativo Segundo Curso, Editorial Harla, México 
D.F.,Septiembre de 1991, p.285. 
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De acuerdo con lo anterior, la doctrina clasifica las consecuencias de las 

faltas administrativas de la manera siguiente : 

A).- Peria Privativa de libertad 

8).- Pena Económica . 

a).- Multa 

b).- Reparación del daño 

c).- Recargos 

d).- Gastos de ejecución 

C).- Pena consistente en pérdida de bienes o derechos 

a).- Pérdida de los Instrumentos del illcito 

b).- Suspensión o privación de derechos 

c).- Inhabilitación 

d).- Destitución o suspensión de funciones o empleos 
. . . ' ;_.:. . . ~ ,'" ' . 

e).- Decomisode objetos y inercanclas 

La d~btri~~·~b1nC:1iJe en que la intención del Constituyente de 1917 no era 

limitar la fad~1tad s~~~lonadora de la administración publica únlc~mente a multa 

y al a rrest~: ;bb;:;,~ ·se. podrfa entender en sentido estricto de la lectura del 

. artl~ul~ '2f"c6'~'~tituclonal- y como ya se desarrolló en el capitulo tres de este 

· tem·a, sin ~mb~rgo, la mala redacción del articulo en comento pone en tela de 

'juicio la Constitucionalidad de todas la sanciones distintas a las establecidas en 

el citado precepto; de tal proporción es la discrepancia, que la Suprema Corte ha 

emitido tesis encontradas sin que se establezca una postura definida. Los 

criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación son los siguientes : 
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5.3.2.- CRITERIOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 

LA NACIÓN Y SU ANÁLISIS 

Instancia: Pleno 

Instancia: Pleno 
Fuente: Apéndice de 1995 
Parte : Tomo 111, Parte SCJN 
Tesis: 85 
Página: 60 

Epoca: Quinta Epoca 

INFRACCIONES. AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. 

Si bien es cierto que la Constitución las faculta para castigar las 
infracciones a los reglamentos gubernativos y de policla, también lo es 
que la imposición de tales castigos debe ser, no al arbitrio de quien los 
impone, sino con estricta sujeción a lo que dispongan los mismos 
reglamentos U OTRA LEY, en lo que no se opongan al articulo 21 
constitucional. 

Quinta Epoca: Amparo en revisión 2413/21. Garza Gutiérrez José. 1o. de 
julio de 1g24, Unanimidad de once votos. Amparo en revisión 535/22. 
Clark Antonio Salvador. g de septiembre de 1924. Unanimidad de ocho 
votos. Amparo en revisión 2089/24. González Jesús. 19 de febrero de 
1925. Unanimidad de nueve votos. 

Instancia: Pleno 

Instancia: Pleno 
Fuente: Apéndice de 1985 
Parte : Parte 111 
Tesis: 377 
Página: 646 

Epoca: Quinta Epoca 

INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS. 
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A las autoridades administrativas compete el castigo de· las infracciones 
de los reglamentos gubernativos y de policla, el cual consistirá 
únicamente en multa o arresto hasta por treinta y seis horas. 

Quinta Epoca: Tomo 11, pág. 287. Estavillo Antonia. 1o. de febrero de 
1918. Mayorla de 9 votos. En la publicación no se consigna la votación, ni 
aparece el nombre del ponente. Tomo 11, pág. 757. Menéndez y Téllez 
Luis. 5 de marzo de 1918. Unanimidad de 11 votos. En la publicación no 
se consigna la votación, ni aparece el nombre del ponente. Tomo 11, pág. 
1650. Norwald Olto. 19 de junio de 1919. En la publicación no se consigna 
la votación, ni aparece el nombre del ponente. Tomo 111, pág. 544. Spitalier 
Anselmo. 23 de agosto de 1918. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la federación y su Gaceta 
Parte: 111, Marzo de 1996 
Tesis: l.4o.A.63 A 
Página: 972 

Epoca: Novena Epoca 

MARCAS. RESULTA ILEGAL LA CLAUSURA, POR INFRACCIONES 
ADMINISTRATIVAS O LA COMISIÓN DE ALGUN DELITO. 

Conforme a lo dispuesto en el articulo 211 de la Ley de Fomento y 
protección de la Propiedad Industrial (Ley de la Propiedad Industrial 
vigente), la comprobación fehaciente de infracciones administrativas o la 
comisión de algún delito, da lugar a asegurar en forma cautelar los 
productos con los cuales presumiblemente se cometan dichas 
infracciones o delitos, sin que tal precepto autorice la colocación de sellos 
de clausura, por lo que la imposición de esta medida resulta ilegal en 
tanto que se aleja de lo dispuesto expresamente en el precepto legal 
invocado, con la consiguiente infracción de garantlas individuales en 
virtud de que se omite la consecución del procedimiento contencioso 
administrativo, en donde se le dé oportunidad al presunto infractor de 
conocer de la acusación, y si lo estima procedente alegar lo que a su 
derecho convenga. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 1424/95. Daniel Octavio López Andrade y 
coagraviados. 6 de septiembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: 
Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Francisco Alonso Fernández 
Barajas. 

Las tesis anteriores establecen que la facultad sancionadora de la 

administración pública no debe aplicarse de manera arbitraria, sino en la forma 

establecida en las leyes o reglamentos de policía siempre y cuando no vayan en 

contra de lo enunciado en el articulo 21 Constitucional, de tal suerte que si la 

legislación administrativa ordinaria o el· reglamento de policía contempla por 

disposición legal una sanción distinta a la multa o al arresto, aunque se justifique 

su aplicación por la autoridad, técnicamente resultaría Inconstitucional por ir en 

contra del texto de la Carta Magna. 

Tal es el caso de la controvertida sanción de clausura, apercibimiento o 

cancelación, pues el texto Constitucional no las enuncia, sin embargo, el 

legislador las toma en cuenta como sanciones aplicables para conductas 

infractoras, desprendiéndose de las anteriores tesis su inconstitucionalidad 

Por otra parte, la misma Corte ha emitido las siguientes tesis con 

interpretación distinta y un sentido encontrado a las anteriores, de conformidad 

con lo siguiente : 

Epoca: Novena Epoca 

Instancia: Pleno 

Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la federación y su Gaceta 
Parte: 11, Noviembre de 1995 
Tesis: P. CIV/95 
Página: 77 
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CLAUSURA. LA ESTABLECIDA COMO SANCIÓN EN EL 
ARTICULO 128, SEGUNDO PARRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE 
PROTECCION AL CONSUMIDOR, NO INFRINGE LO 
DISPUESTO POR EL ARTICULO 21 CONSTITUCIÓNAL. 

El articulo 128, segundo párrafo, de la Ley Federal de protección al 
Consumidor, faculta a la Procuradurla Federal de protección al 
Consumidor para imponer, en casos particularmente graves, una 
sanción consistente en clausura del establecimiento hasta por 
quince dlas. El referido precepto no es contrario a lo dispuesto por 
el articulo 21 constitucional, que faculta a la autoridad 
administrativa a sancionar las infracciones a los reglamentos 
gubernativos y de policla, con multa o arresto hasta por treinta y 
seis horas. Lo anterior es así, porque la norma constitucional 
distingue entre la autoridad judicial y la administrativa, asignando a 
la primera de ellas la potestad de imponer las penas; y a la 
segunda la de sancionar las faltas a los reglamentos de policía y 
buen gobierno, pero no se refiere a los actos de la autoridad 
legislativa. Por ende, para esta última no rige la limitación impuesta 
por el Constituyente, para sancionar exclusivamente con arresto o 
multa las infracciones a las leyes. 

Amparo en revisión 899/94. Baby'O, S.A. de C.V. 18 de septiembre 
de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano. Secretario: Juan Carlos Cruz Razo. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la federación 
Parte : XIII-Febrero 
Tesis: 
Página: 286 

Epoca: Octava Epoca 

CLAUSURA, CANCELACIÓN Y SUSPENSIÓN DE LICENCIAS DE 

FUNCIONAMIENTO A ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES, NO 
ES VIOLATORIO DEL ARTICULO 21 CONSTITUCIÓNAL. 
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(BANDO DE POLICIA Y BUEN GOBIERNO DEL MUNICIPIO DE 
ACAPULCO, GUERRERO). 

En efecto, las sanciones de multa y arresto a que alude el 
dispositivo constitucional, citado en el rubro, concierne 
exclusivamente a infracciones, a las disposiciones de policla y 
buen gobierno del ciudadano como particular, y no como titular de 
una licencia de funcionamiento de determinado establecimiento 
comercial, que se rige por una reglamentación distinta, cuya 
inobservancia trae aparejada sanciones propias para un comercio, 
como son la clausura, suspensión y cancelación de la licencia 
respectiva. No obsta a lo anterior, que los establecimientos 
mercantiles como personas morales obren a través de una persona 
flsica; pues lo que se pretende evitar con este tipo de sanciones es 
una afectación a la moral y al orden público; asl como a las 
disposiciones que reglamentan el comercio, para lo cual, es 
menester la aplicación de sanciones como la suspensión, 
cancelación de autorización y clausura; ello es aceptable si se toma 
en cuenta, que de no ser asl, cualquier establecimiento podrla 
funcionar sin licencia y la autoridad no podrla clausurarlo por ese 
hecho, sino únicamente multar al propietario, propiciándose asl que 
una actividad reglamentada se ejerza sin la autorización 
correspondiente. O citemos un caso más grave; que determinada 
negociación desarrolle actividades que contravengan la moral y 
alteren el orden público; con la sola imposición de la multa no se 
suspenderla la práctica de esas actividades denigrantes, que es el 
primordial interés de la autoridad; sin embargo, ese objetivo queda 
satisfecho con la clausura o suspensión de la licencia de 
funcionamiento respectiva. Por lo que, las sanciones de multa y 
arresto únicamente son aplicables a aquellos que como 
particulares cometen una infracción, pero no a los que la cometen 
con motivo de la actividad comercial que desarrollan, en cuyo caso 
de ser necesario debe proceder la clausura, suspensión o 
cancelación de la licencia respectiva; por la rebeldla del titular de la 
licencia a someterse al marco jurldico que regula la actividad que 
desempeña. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 256/93. Operadora del Embarcadero, S.A. de 
C.V. por conducto de su representante Carlos M. Altamirano 
Pineda. 24 de noviembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: 
René Silva de los Santos. Secretario: lndalfer Infante González. 
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De lo anterior se observa claramente el conflicto interpretativo.ocasionado 

por Ja mala redacción del articuló 21Constitucional, pues si bien.e.s ciertode las 

anteriores Tesis, que la clausura, la suspensión, la cancélación dé licené:las son 

necesarias para la actividad' administrativa, también lo es el,h~pho•deia 
necesidad de contemplarlas dentro del citado precepto;'·:pr~éi~a';.i,eni~ para 

evitar cualquier clase de controversia entre la legislación ¿;~cii~~'há?~ 1'a Carta 
":.:·· ... '\. ,··~ ::, ./:•:,. 

Magna, :t:' '.¡t • , . 
;.•;':.-· •\•:!.\;' ·>·. ~·;::.:· .. 
' ' ":~:-.· ' . ,,_ ': ·~~ ·: 

::::füil~~tf ~*Jf tfit;1~~~~J.~i~~~~f ªili;'cl~:~E:: 
'"'":,L~¿~~~Ír~!~~t~.~~,~~·::: ;,;:::'.·::".:::·:',:;·:.::: 
Je~e~'~ciin1rií~ir;Úv~~ ~~ l¡;:~"cásos y modos que la misma determine, las que 

únicamente. ~i;~~istlrá~ ·en clausura temporal o definitiva, amonestación, 

suspensiÓ~. ''inhablliÍaclón o destitución, cancelación de licencias, decomiso, 

apercibiÍllle~t~ y ;,,últa; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiere 

impuesto se permutará ésta por trabajo social que no excederá en ningún caso 

de 4 · horas de jornada diaria por el periodo que la autoridad competente 

determine como necesario. 

5,4 APLICACIÓN DEL TRABAJO SOCIAL COMO SANCIÓN 

ADMINISTRATIVA SUBSTITUTA DEL ARRESTO POR TREINTA 

Y SEIS HORAS CONTEMPLADO EN EL ARTICULO 21 

CONSTITUCIONAL. 

El citado precepto Constitucional citaba en términos anteriores a la 

reforma del 3 de Febrero de 1983 y publicada en el Diario Oficial de la 
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Federación lo siguiente "Compete a la autoridad administrativa el castigo de las 

Infracciones de ordenamlento.s gúbtmiativos, y de policla, el cuál únicamente 

consistirá en multa o arresto hasta por 36 horas; pero si el infractor no pagare la 

multa que le hubieren Impuesto se perlllutará é~ta'~orel arresto correspondiente 

que no excederá en ningún caso de 15 dla~:'s'i''et l~fractor fuese jornalero u 

obrero no podrá ser castigado con multa mayor al importe de su jornal o sueldo 

de una semana".62 

El citado antecedente, sufrió reformas como consecuencia del clamor de 

justicia y equidad para las distintas clases sociales, pues se afectaba en 

enormes proporciones al sector social de escasos recursos económicos al verse 

lmposlbllitada para el pago de una multa de elevada cuantla, lo que orillaba al 

infractor a elegir por permuta la pena corporal aplicándose en un término 

excesivo y severo no mayor a 15 dlas, Sin embargo, aún y cuando la 

Constitución ofrecia como protección a la clase trabajadora el pago de una multa 

no mayor a una semana de su sueldo para no sufrir la pena privativa de libertad, 

las condiciones socioeconómicas de nuestro pais y los salarios mlnimos 

percibidos por dla no permitian la inclusión del sistema establecido en la 

Constitución para pagar una ·sanción equivalente al importe del sueldo que 

percibla en una semana. 

En vista de la inequidad, el legislador resuelve por reforma del 3 de 

Febrero de 1983 al citado precepto, establecer que en caso de que el infractor 

no pudiese pagar la multa, se permutarla por arresto que no excederla de treinta 

y seis horas. En el caso de que se tratare de un obrero o trabajador la multa no 

podrla ser mayor al jornal o salario de un dla. Se previó de la misma forma que 

el Infractor que no gozare de un sueldo se haria acreedor a una multa no mayor 

a un dla de su Ingreso. 

s2 www.juridicas.unam.mx 
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Empero, del estudio del presente tema se ha analizado que la naturaleza 

del delito y la infracción es penal, aunque presentan diferencias técnicas, entre 

ellas la gravédad .·de I~ cornlsÍón, lo q~e determina por tal que no es factible 

sancionar a un criminal Infracto~ ~ém una sanción privativa de libertad de igual 

forma que a un deÍlnc~~rit~ cé>riiÚn, puesto que la gravedad de la infracción no 

es equipará ble a la. d/u'n delito, lo que no justifica en ningún caso la imposición 

de dicha sanción;·.• . 

. . 

La sanción corpórea se aplica al delincuente - Infractor según palabras de 

Van. H.entlg · .citado por Eugenio Raúl Zafaron! como sigue: "Por mucho qu.e..sé 

.. P.retenda que la pena privativa de libertad debe preparar al sujeto para la· vida 

·libre, !º cierto es que da lugar a una sociedad que es antinatural, en la que el 

sujeto carece de las motivaciones de la sociedad libre, surgiendo otras, rudas y 

primitivas, que suelen persistir al recuperar su libertad y que al entrar en conflicto 

.éon la sociedad libre tienen la oportunidad de manifestarse".83 

La postura anterior es defendida por Sergio Huacuja Betancourt el cuál 

puntualiza: "Es Indiscutible el descrédito que la reclusión ha ganado con el paso 

de•· los años y es innegable que actualmente carece de utilidad práctica. 

Calificada como Injusticia innecesaria se han buscado desesperadamente 

mecanismos que con mayor eficacia prevengan a la sociedad del quehacer 

illcito".84 

Según ha quedado deslindado que la gravedad de la conducta delictiva es 

mayor en cualquier rango a la conducta infractora, la sanción privativa de 

libertad aplicada a la Infracción administrativa no queda justificada en ningún 

caso, pues la peligrosidad del sujeto infractor no resulta ser la misma que la del 

BJ Zafaroni, Eugenio Raúl, Manual de Derecho Penal parte general, editorial Cárdenas, vigésima 
quinta edición. Buenos Aires. Argentina, Julio de 1990.P. 714. 
84 Huacuja Betancourt, Sergio, "La desaparición de la prisión preventiva", editorial Trillas. 
décimoquinta edición, México D.F .. Marzo de 1996. pag.105. 
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delincuente, en el momerito en que ~e aplica la' misma al infractor se iguala su 

trato al de un ·d~ll~éue~te', ~u.~stlÓn totalm~nte reprobable por los motivos 

expuestos. Esté arg'urriento ,5!3 fÚndade Igual forma en la fndebida convivencia 

diaria entre '1ntí~dtÓr'esV'd~lln~uentes en las mismas cárceles preventivas de 
.... <".< '¡'·} :· .. ::·~~-;;,·.'.:'./;{.';',\,..,~·· ::· .. ··' : 

d1st1ntas regiones del: pafs~ aspecto que debe delimitarse, pues la peligrosidad 

del delincuérii~ ·~'b'ddíiiéide' ~on la del infractor. 

SÚglero lá''sub~titliciónde la sanción privativa de libertad cuya aplicación 
. . .. ,. . .. , ',• ~ 

··corresponde únicamente al delito, por la realización de trabajo social llevado a 

cab~: .~~ lo~ ~entras de trabajo que la misma autoridad sancionadora 

adminÍstiativa determine como necesario, la misma figura se debe contemplar en 

el texto del artiÓulo 21 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

vista de que su aplicación conlleva varias ventajas, algunas de 

a).- El infractor realiza trabajo temporal de gran ayuda y auxilio a sectores 

des~tendidos . 

. ·: b):~ El Infractor realiza trabajo, cuya productividad se ve reflejada en el 

• árnbit6 ~0C:1a1. 
•'. é).- El Infractor no se encuentra aislado del mundo exterior por treinta y 

seis· horas, cuestión que le costaria importantes horas de trabajo por dicho 

tiempo, pues si bien es cierto que el párrafo segundo y tercero son medidas 

protectoras para las clases trabajadoras y no asalariadas fijando para las 

mismas únicamente una multa no mayor a un dla de salario, también lo es que 

gran parte de las familias mexicanas debido a la precaria condición 

socioeconómica de nuestro pais dependen, en la mayoria de las veces, del 

sustento que proporciona un sólo dia de salario. 

d).- No se realiza la convivencia entre infractores y delincuentes en las 

mismas cárceles preventivas, lo cuál imposibilita la influencia mutua por 

interacción. 
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e).- AqLléll~s persbna~·d~ escasos .r~cursos económic~s qu~ .carecen de 

un trabajo reniu~erado ~~~ ~u baja ~émdlclón social tl~rie ia · pósibilid~dde 
adquirirlo al término de Ja ~~n'éión.del t~abajci ~·ociai en Ja niisrná dependencia o ' 

' .. " . ~ ~· - . ' . ' \ . - ' ·-
en ofra dlstint~\ r· :'./ ~:·.~ ' . :.: ·" ' ' . '.e·:· , ... •; : ' ' 

'fk Con Ja reátizaclón del' trabajó 'social por'el terminó Constitucional de 4 
.' ·. ·- .. :;.,· -,•"'.;:.-_ .... )'·:·'.·., __ ·:_:;,;>.::.:'.:':··'<,:.''.._.y_··,.".·~<·,.-<:·_-: '/ --.:_ --:,~;· . . _:--" ·.· ';··:·"· ,·;:,:.:. :,_:.>:'· .- ." 

horas diarias que r~c~.mlendo como faena, el Infractor ál término de esta puede 

seguir r~~JiziriciJ~~~nctÍ~idades laborales cotidianas sin que se desatienda a 
-~ ' ~e:-:_.,.\ ·- . , ... "·.. .., -· 

las neces'i~á-des•.(fornéstlcas y famlllares. El infractor no se encontraría, a 

confr~il~'se~~[¡' cie'1 arrest~. en condición inactiva. 

' ~)\'1r~:i~1d~. Jos efectos negativos que causa Ja estancia en una cárcel 

pre~entiv~: y~ qtie J~ permíte conservar su trabajo y seguir en su medio familiar. 

· Respecto a Ja protección otorgada en los párrafos segundo y tercero del 

artículos 21 Constitucional, la Intención del legislador, como anteriormente 

comentaba, se constituye con respecto a la clase trabajadora y a Ja 

desempleada; aunque la redacción del párrafo segundo no es del todo 

coherente, pues según establece : "Tratándose de trabajadores no asalariados, 

la multa no excederá del equivalente a un dla de su ingreso" ; Ja Ley Federal del 

Trabajo define al salario en su articulo 82 como : "la retribución que debe pagar 

el patrón al trabajador por su trabajo". De tal suerte que únicamente el trabajador 

lo recibe por un servicio prestado, siendo contradictorio el hecho de que un 

trabajador no lo perciba, como se entiende de la denominación "trabajadores no 

asalariados"; en tal caso, no figura como trabajador, sino como desempleado, y 

por lo mismo no percibe salario alguno ni ingreso, por ende es incorrecto el 

criterio del legislador de fijar una multa no mayor a un dla de "su ingreso", pues 

el mismo es inexistente y Ja medida protectora se torna ineficaz. 

De tal suerte y en vista de lo anterior, se justifica la figura de la permuta 

de la multa por trabajo social, ya que ésta además de ser una sanción, es al 

mismo tiempo una medida de protección al desempleado o imposibilitado para 

1------------~~-.:ic:.;.,,,· ..... , ....... ,,_,.-......-sz- ---·•-,·~-·- .. ----··-:-;.~:r-~:=r:r:::~ 
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pagar. una. ~ul~a d.eun dla de salario, por tanto, de adoptarse esta idea serla 

necesaria la abrogación total del párrafo tercero del artículo 21 Constitucional. 

La idea· es respaldada por el autor Sergio Huacuja Betancourt quién 

establece : "Considero que el procesado podrla tener una importante función 

social al dedicar parte de sus actividades a un servicio comunitario. Pero nunca 

le .debe obligar a llevar a cabo una faena indigna; tampoco se le restringirán las 

percepciones salariales que conforme a la ley le correspondan, porque se trata 

de un trabajo adicional, que no debe ser óbice para la manutención y cuidado de 

sus dependientes económicos, por elementales consideraciones, sobre decir que 

debe emplearse en lugar de la recluslón". 85 

El Instituto de Investigaciones Jurldicas de la Universidad Nacional 

Autónoma de México aprueba la recomendación, al opinar al respecto lo 

siguiente: "El tema pertenece a los sustitutivos de las penas cortas a prisión, 

introducidas a nuestro Código Penal con la Reforma de 1984. Los sustitutivos 

están motivados en la inconveniencia de aplicar penas privativas de libertad a 

primodelincuentes y sin peligrosidad" "El trabajo en favor de la comunidad 

consiste en la prestación de servicios no remunerados, en instituciones públicas 

educativas o de asistencia social, o en instituciones privadas asistenciales. No 

deberá permitirse que el desarrollo del trabajo sea en forma humillante o 

degradante para el condenado. Deberá llevarse a cabo en Jornadas dentro de 

periodos distintos al horario de la labor que sea la fuente de ingresos para el 

sentenciado. Cada dla de prisión será sustituido por una jornada de trabajo a 

favor de la comunidad". 

11 

•• Huacuja Betancourt, Sergio, Ob.Cit, p.111 
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CONCLUSIONES 

El sistema sancionador del pueblo romano encontraba su pilar 

antes de la fundación de Roma en la venganza privada la cuál correspondia 

ejercer al paterfamilias. 

• En las culturas mexicanas antiguas las sanciones se aplicaban 

según distintos sistemas establecidos para imponerlas, pues no se configuraba 

una verdadera unión polltlca, cultural o consuetudinaria, sino que reglan un 

sinnúmero de disposiciones aplicadas por cada pueblo, cuyos lineamientos se 

diferenciaban de acuerdo a las costumbres históricas de cada señorio. 

Se estabiecla un sentido estricto de aplicación de la función a su 

respectivo poder sin que se manejara la idea de la cooperación entre poderes, 

de tal suerte, quedaban integrados dichos poderes sin que fuera posible la 

invasión de facultades entre ellos mismos. 

La figura del Bando de Policla ha aparecido a lo largo de la historia 

legislativa mexicana, sufriendo constantes cambios en su estructura y contenido. 

Su primer antecedente Constitucional data de la Constitución Polltica Federal de 

1857. 

• Asi, en vista del carácter de poder jurldico del ejecutivo y de la 

función estatal que ejercita por el principio de la división de poderes, es que se 

justifica la presencia de una potestad sancionadora propia, que lo hace 
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independiente, y cuyo fin lo constituye el hacer cumplir. la~ disposiciones 

administrativas utilizando medios preventivos y represivos. a • tiavés. de sus 

órganos competentes de enjuiciamiento y sanción, sin acudir al auxilio de otro 

poder y al cuál se denomina en vista de sus características sui generis, como 

poder sancionador administrativo . 

• La facultad de la administración pública de castigar todas las 

violaciones a una ley administrativa que no constituya delito, sino infracción, 

se denomina poder sancionador de la administración pública o régimen de 

policla de la administración pública. 

• La lectura del articulo 21 Constitucional en la parte conducente al 

tema de estudio presenta una obscura e irregular redacción en el 

ordenamiento constitucional, pues una Interpretación estricta motiva a pensar 

que la actuación de la autoridad administrativa para sancionar los ilícitos 

distintos a los comprendidos en los bandos es inconstitucional y de igual 

forma la facultad que se les confiere en las leyes administrativas secundarias 

para intervenir en estos casos. 

• Existen ciertos aspectos que diferencian al poder sancionador 

judicial penal del administrativo, el ius puniendi del estado comprende a la 

facultad sancionadora del poder judicial y de la administración pública, sin 

embargo, ésta última tiene su origen en un régimen de policla administrativo. 

Se aplica con respecto a la comisión de infracciones administrativas, se vale 

de medidas meramente preventivas más que represivas, restringe por razones 

convencionales actividades que son reprobables por la propia administración 

pública, sanciona el incumplimiento a una obligación pública expllcitamente 

comprendida en la ley, se impone mediante un acto administrativo, su 

aplicación es menos severa en vista de la naturaleza del ilícito, el órgano de 

aplicación es distinto del judicial por tanto el procedimiento establecido 
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también lo es, tiene como fin~lld~d la c~nse~~clÓn d~ su ~rden Interno y del 

orden soci~I. su ~pÍic'áción ti~·n~ Lln fin'punitivri 'preJentivo . 

. i< .. ,,. ·:/:. 
; • _Entre :1.ás;~anéiones aplicables·,ª :'confravenclon'es•adrn,lnlstrativas 

~~~::;~i~ri!~01~~~i~wÍI·~¡~~.~~5;t;r~~uJ~.~~~~;~~;~f ~f~if1~r~f~:;it~c~~:: 
sin· embargo;·· 1a;•amonestaclón;··;_1a 'i cancelación, '0, la clausura:•.no ".encuentran 

:·:· : . ¡.~·=~_:';y·;_''; ,i-;''":k -.~;-~~:::;;-:~~~r.r..-·:_7·~ ;;::,~-- :-~~).·;·; ·' ·:::·.-.f,~t·:::~:_:;:_::;_. '."-\~ ""'":',:,•.;;~_ l•'.:..~· ~.: _,._ . ;' < .-----' ' e:, ·. --·, 
asiento Constitucional sino en la leglslaclón secundarla,'',·>':' ':L · ": .··. •·· 

·;·:~>-¡_:.'" ,-o ••• '- ·,:1< .'':~- '.,'..(o:'.-'::·;··, e·;'{ ·-:'..:: .. :·_··.·.>_"-."-· '~'.-;~·.: '>· 
•' '• ·o;_;,::~:'.-<f~''.'\'~- .<-t;· ,'-.'-.:<-~- i·;J.::~::: - . •'•' 

;·•· L~ ~plii:'~clónde.sanclories de.~lrniiar o 'j~~~I c~~tenldo)'~ondi~ye. la 

. inexistencia de ~-na' disÍl~ción sancionadora· ·~rit;; 1~~" pen~s:apl(~~das en el 

ámbltri Judicl~I y ~1 . administrativo, sin ernbar~é/ su 1;;:1poslción persi~ue una 

finalidad distinta . 

. • La facultad para la aplicación 'de sanciones a dichas conductas 

infractor~s se realizarla fundamentalmente por medio de dos mecanismos : 

a).- a través de la coacción con la que cuenta la administración pública para 

·hacer_ cumplir sus actos de manera forzosa cuando el particular no cumple 

voluntariamente, b).- por medio de la facultad que le confiere el articulo 89 

- Constltuclcinal fracción primera para "promulgar y ejecutar las leyes que 

-expida el congreso de la unión" pues de no contar el ejecutivo con esta 

atribución, la autoridad carecerla de un medio coactivo para cumplir con esta 

función de manera eficiente. sin embargo, erróneamente se conserva la idea 

de que la función ejecutiva de cualquier ley comprende a su vez la potestad 

impllclta para sancionarlas, siendo que debe fundarse debida y 

apropiadamente la facultad sancionadora por la comisión de infracciones a las 

demás leyes que no constituyan Bandos de Policla y Buen Gobierno. 

• Las sanciones que la administración pública puede imponer por la 

comisión de una infracción administrativa, pueden ser de diversa índole y 
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naturaleza; las que·' consisten en tres clases fundamentales : sanciones 

administrativas, ·medidas de apremio y sanciones disciplinarias. 

• En México no se aplican las caracterlsticas del Reglamento de 

Policla y Buen Gobierno a los reglamentos autónomos, ni siquiera aún es 

factible hablar de su existencia en la legislación mexicana por 2 razones : 

1.- El articulo 115 de la Carta Magna en su fracción 11, que establece la 

facultad de los ayuntamientos para expedir los bandos : "de acuerdo con las 

bases normativas que deberán establecer las legislaturas de los estados", 

refiere que estas bases se traducen en una ley previa expedida por el 

congreso federal o local situación totalmente contraria a la naturaleza de un 

reglamento per se. 

2.- El principio jurldico de "reserva de la ley" establece que la 

limitación a los derechos de los gobernados debe ser materia de ley en un 

sentido formal y material; por tanto, el régimen de policla administrativa como 

un medio de vigilancia y restricción de garantias que comprende al poder 

sancionador polltico, debe aplicarse para que se respeten leyes de naturaleza 

administrativas y no exclusivamente, - como se observa de la redacción 

Constitucional - en un reglamento gubernativo expedido por la autoridad 

municipal. 

• Que toda violación a la obligación establecida en la norma 

administrativa consistente en dar, hacer, no hacer por parte del gobernado 

constituye una infracción acreedora a una sanción administrativa, la relación 

que guarda la obligación pública con el poder sancionador administrativo se 

fundamenta en el incumplimiento en que incurren algunos gobernados de las 

obligaciones sustanciales y formales impuestas en la norma, el Estado prevé 
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dicha conducta como conducta tipificada acreedora a una determinada 

sanción, 

• · El orde1{>J~rldico vigente reconoce su presencia y otorga 

pers~n~lidad • jurlcf!c~f~ ia (persona colectiva como centro de imputación de 

deréchos'y obligaClo~es, como tal, es lógica la posibilidad para incurrir en el 

incumplimlento ci~' la obligación pública a la cuál se encuentre sujeto, por tal 
' . .. ·,:. : ··· ... 
motivó se jUstificá lá aplicación de una sanción administrativa a la persona 

· ~.oraÍ y ~o ú.~i~a;;,ente a la persona flsica. 

• Una definición más o menos acertada de infracción administrativa 

corresponderla a la siguiente : aquélla conducta tlpica, antijurldica y culpable 

con la que se incumple una obligación pública de la que es responsable una 

persona Individual o colectiva que debe ser sancionada por un órgano de la 

administración pública. 

• La exposición de dichos elementos, no revela una discrepancia 

elemental entre ambas figuras, lo que determina que aluden a una misma 

naturaleza penal; se observa por consiguiente que las infracciones están 

reguladas supietoriamente, en lo no previsto en sus disposiciones por los 

principios establecidos en la norma penal , sin embargo existen ciertos puntos 

técnicos materiales ajenos a su estructura que resaltan una distinción 

reciproca. No subsiste una diferencia de naturaleza penal entre ambas, 

pues ontológicamente persiguen los mismo fines y se encuentran integradas 

por elementos idénticos. 

• Es cierto que supietoriamente se aplica el procedimiento sancionador 

regulado en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo cuando la ley es 

omisa al respecto, también lo es que éste es distinto al que se encuentra 

establecido en la legislación que si lo contempla, por lo que se deriva la 

1ESIS CON 
. FAf.L.i\ DE _9illGEN 



129 

diversidad de procedimientos sancionadores, constituyendo una aberración 

jurídica, pues la finalidad es respetar el derecho del gobernado de ser oído y 

vencido en juicio con etapas procedimentales unificadas que no se diferencien 

de la supletoriedad procesal de la Ley Federal del Procedimiento 

Administrativo. 

• Aún y cuando se ha señalado la imposición de penas 

predominantemente corporales para el delito y con carácter de excepcional 

tratándose de infracciones, correspondiendo a éstas últimas sanciones de 

carácter patrimonial o privativas de derechos como lo son la multa y la 

clausura, pudiera darse el caso de que la conducta criminal encuadre en 

varios tipos legales constituyendo por tal una pluralidad de ilícitos, a tal modo 

que la conducta delictiva pudiera coincidir con la tipificada como conducta 

illcita administrativa. Esto suscita problemas en la aplicación de sanciones 

administrativas aún no resueltos por la autoridad. 

• La legislación de carácter administrativo es omisa en el mayor de los 

casos en resolver problemas como la aplicación de una legislación 

determinada en el supuesto del concurso de leyes, la infracción continuada, la 

reincidencia por la comisión de infracciones administrativas. 

• Las contravenciones deben ordenarse en la codificación sugerida de 

acuerdo al campo que se afecte de la administración pública, es decir, 

estructuradas de manera orgánica y sistemática, asl mismo, se deben fijar 

criterios únicos para la aplicación de todas las sanciones, como el caso de 

que se trate de una conducta reincidente, por la gravedad de la infracción; o 

por los daños causados. La codificación habrá de contener los preceptos y 

principios generales aplicables a todas las infracciones y sanciones. 

itSlS CON 
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• Se observa claramente el conflicto interpretativo ocasionado por la 

mala redacción del artículo 21 Constitucional; pues si bien es cierto que 

diversas tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establecen que la 

clausura, la suspensión, la cancelación de licencias son lícitas por ser 

necesarias para la actividad administrativa, también lo es el hecho de que no 

se contemplan en el Marco Constitucional, así, se justifica la necesidad de 

contemplarlas dentro del citado precepto, precisamente para evitar cualquier 

clase de controversia entre la legislación ordinaria que si las enuncia y la 

Carta Magna. 

• La autoridad administrativa atenta en repetidas ocasiones contra el 

citado principio Constitucional cuando su actuar sancionador por Infracciones 

cometidas a las demás leyes administrativas se funde en "una Idea Implícita 

para ejecutar leyes" cuestión que debe ser corregida con una redacción 

objetiva y precisa del artículo 21 Constitucional. 

• La naturaleza del delito y la infracción es penal, aunque presentan 

diferencias técnicas, entre una de ellas oscila la gravedad de la comisión, 

determinando por tal que no es factible sancionar a un criminal infractor con 

una sanción privativa de libertad de igual forma que a un delincuente común, 

puesto que la gravedad de la infracción no es equiparable a la de un delito, lo 

que no justifica en ningún caso la imposición de dicha sanción; este 

argumento se funda de igual forma en la indebida convivencia diaria entre 

infractores y delincuentes en las mismas cárceles preventivas de distintas 

regiones del país, aspecto que debe delimitarse, pues la peligrosidad del 

delincuente no coincide con la del infractor. 
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RECOMENDACIONES 

• La cancelación, el apercibimiento, la amonestación y clausura no 

se encuentran fundamentadas en la Carta Magna, sugiero su Implementación 

en el texto Constitucional Federal para evitar abusos por parte de la 

autoridad en su aplicación. 

•.· i..a ~ariclón penal es generalmente de carácter corporal pero 

también cont~'h;'pi~·"excepclonalmente la de naturaleza patrimonial como .la . 

mulÍa;:qu~:pú~de coincidir con la sanción pecuniaria Impuesta por un órganó 

de i~ _ad;;;ÍnÍstracÍÓn. ·Esta situación conlleva a la violación del principio 

aludidb e~'el ;ií'rtlculo 23 Constitucional. 

• Para resolver la problemática respecto a sanciones . de Igual 

lndole aplicables por órganos administrativo y penal ·que. conlleve a no 

violar el principio establecido en el articulo 23 Constitucional, es menester 

Implementar dos recomendaciones : 

1. Cuando la sanción sea del mismo grado, recomiendo se 

establezca en la norma penal la competencia exclusiva de la 

autoridad judicial para Imponer la sanción y con ello evitar se 

dicten dos sentencias condenatorias en un mismo sentido. 

2. Cuando la sanción sea de distinto grado, será competente para 

resolver el poder cuyo ordenamiento sei'\ale la sanción más grave 



132 

por tratarse de una conducta penalizada por dos ordenamientos 

de naturaleza distinta. 

• Para resolver la problemática respecto al concurso Ideal o fomai de 

leyes, recomiendo integrar en una codificación sancionadora de infracciones 

administrativas el principio de absorción o de consunción por la comisión de 

contravenciones pollticas. 

• Para resolver la problemática respecto al concurso material de leyes, 

sugiero la adopción de los tres sistemas para sancionar el concurso real 

utilizados por el Código Penal del Distrito Federal en materia federal, asimilando 

la redacción al siguiente precepto, el cuál quedarla asl : "En el caso del 

concurso real, se impondrá la suma de las sanciones de las infracciones 

cometidas si ellas son de diversa especie ( Criterio de acumulación Jurldica ). Si 

son de la misma especie se aplicarán las correspondientes a la infracción que 

merezca la mayor sanción ( Criterio de absorción ) las cuáles podrán aumentarse 

en una mitad más sin que excedan de las máximas señaladas en la ley ( Criterio 

de acumulación material) . 

• Para resolver el problema de la reincidencia de infracciones 

administrativas recomiendo la fijación de un riguroso estándar aplicable a todas 

las conductas infractoras del marco jurldico administrativo cuya redacción debe 

ser incluida en una compilación jurldica de todos los illcitos y sanciones 

administrativas. 

• Una posible redacción del criterio base sugerido quedarla a mi 

consideración como sigue "se entiende por reincidencia, para los efectos la ley 

aplicable y demás disposiciones derivadas de ella, cada una de las 

subsecuentes infracciones a un mismo precepto, cometidas dentro de los dos 
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años siguientes· a la fecha en que se emitió Ja resolución relativa a la primera 

infracción". 

• __ En caso de reincidencia, se podrá imponer multa hasta por el doble del 

monto superior corres~¿ndierite. ' 
- .··_, ' 

Teniendo ~}:iu~rta :que a'ún y cuan.do al Infractor se Je aplicó una 

sanción por la comisión de una contravención, y el mismo persiste en su 

conducta criminal, el legislador tia tenido_ a ·bien considerar la reincidencia como 

agravante, por lo que se considera justificada la propuesta en el sentido de 

duplicar la multa por el monto superior establecido en la respectiva Ley como un 

estándar para cada infracción, esto con la finalidad de evitar cualquier repetición. 

• En vista de las diferencias técnicas entre la figura de la infracción y el 

delito, son dichos puntos los que las distinguen y que dan la pauta para que no 

sea posible asimilar la infracción como conducta criminal al Derecho Penal, pues 

si bien es cierto que las contravenciones y sanciones administrativas se 

encuentran en forma dispersa y desordenada en la legislación y no en forma 

compilada y unificada como debiera ser, su existencia es suficiente para 

distinguir la necesidad del reconocimiento del derecho de las infracciones 

administrativas como una rama autónoma del derecho administrativo, el cuál 

debe ser recopilado en una misma normatividad jurldica para reforzar su 

carácter de autonomla. 

• De las distinciones observadas entre la infracción y el delito en el 

capitulo cuatro, se desprende por consiguiente, que si bien aluden a una 

naturaleza y principios comunes, también lo es que no es suficiente ese hecho 

para aplicar supletoriamente ia norma penal a la administrativa, pues se tratan 

de normas que atienden una esencia y ontologia distinta, siendo necesaria la 
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·< ' 

plena autonomla del derecho de las Infracciones administrativas con la 

ade'cuación ·.de una. codiÍica'ctón que rija especialmente su metodologla 

(justlfica~ió~ sust~ntlva). 

• El problema anteriormente expuesto se desarrolla en. vista de la 

extensa dispersión de lllcitos en cada ley, lo cuál hace necesario el 

establecimiento del cuerpo normativo compilador mencionado en aras de una 

unificación de las contravenciones a Incurrir, todo esto para que el gobernado 

conozca las faltas en que pudiera incurrir por la comisión de un hecho o la 

sanción a la que se harta acreedor y tuviera conocimiento de las herramientas 

legales que auxiliarlan a su defensa. 

• Dichas contravenciones deben ordenarse en la codificación sugerida de 

acuerdo al campo que se afecte de la administración pública, es decir, 

estructuradas de manera orgánica y sistemática, asl mismo, se deben fijar 

criterios únicos para la aplicación de todas las sanciones, como el caso de que 

se trate de una conducta reincidente, por la gravedad de la infracción; o por los 

daños causados. La codificación habrá de estar precedida de los preceptos y 

principios anteriormente expuestos y deberán ser aplicables a todas las 

infracciones administrativas y sanciones. 

• La suposición de la implementación de un capitulo de faltas graves en 

la referida codificación asi como la sanción que debe aplicarse por su realización 

es necesaria y justificada, pues tal omisión repercute en que se otorgue 

impllcitamente a la autoridad y como ocurre en la práctica una facultad 

discrecional de enormes proporciones para decidir que infracciones son graves 

y cuáles no. 



• Sugiero la implÉl~enta~ión de cinco etápas procesales idénticas para la 
... -· ·-.·~----~~:-····.·:','.·_'.- '~·-:'·,,_.·>· :·_ .-· _· 

aplicación de sancionesadministrálivascometidas en todos los ámbitos pollticos, 

las cuáles consi~tirá~. ~in e~trar~n ~ate~ia ;de fondo, en las siguientes: 
. -·-;.·_:_-,"',.·-:-.-··~;:.,,'-;.';-;,\_:·_;'_-·,:-:e·;.'.' :3~.·=.-:·~~-: . 

1: 
/ 
F~rrn~él~n d~1;'ófg~no .competente para la determinación de la 

.•.. 1ntr~c~16ri ~ciriií~lstrat1\tá./ ·. 

2 .. Empia~~~f~rito.·~ '. 
<- ~ l. 

3. Termino.Piobatci~¡~: 
4. Alegatos: •· 

5. ·. re~~lu~i~n. 

• Sugiero la substitución de la sanción privativa de libertad cuya 

aplicación corresponde únicamente al delito, por la realización de trabajo social 

llevado a cabo en los centros de trabajo que la misma autoridad sancionadora 

administrativa determine como necesario, la misma figura se debe contemplar en 

el texto del articulo 21 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

• La Ley Federal del Trabajo define al salario en su articulo 82 como "La 

retribución que debe pagar el patrón al trabajador por su trabajo". De tal suerte 

que únicamente el trabajador lo recibe por un servicio prestado, siendo 

contradictorio el hecho de que un trabajador no lo perciba, como se entiende de 

la denominación "trabajadores no asalariados"; en tal caso, no figura como 

trabajador, sino como desempleado, y por lo mismo no percibe salario alguno ni 

ingreso, por ende es incorrecto el criterio del legislador de fijar una multa no 

mayor a un dla de "su ingreso", pues el mismo es inexistente y la medida 

protectora se torna ineficaz. 
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• De t~I s~erte,' y." en vista . de lo anterior, se justifica la figura de la 

permuta de la mÜita p~r trabajo social, ya que ésta además de ser una sanción, 

es al mismo tl~mpo Üña medida de protección al desempleado o Imposibilitado 

para pagar.una ~Git~ de Gn día de salario, por tanto, de adoptarse esta idea 

serla ;neces~ri~! I~ ;·abr~gación total del párrafo tercero del artículo 21 

Constitu~lon~1.' > ·•.: 

• .· ~~·:L~tura deÍ artículo 21 Constitucional debería quedar de la siguiente 

foim.a·: "Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por 

infracciones a Reglamentos Gubernativos y de Policía, así como a las demás 

leyes de carácter administrativo en los casos y modos que la misma determine 

las que únicamente consistirán en clausura temporal o definitiva, amonestación, 

suspensión, inhabilitación o destitución, cancelación de licencias, decomiso, 

apercibimiento, multa; pero si el Infractor no pagare la multa que se le hubiere 

impuesto se permutará ésta por trabajo social que no excederá en ningún caso 

de cuatro horas de jornada diaria por el periodo que la autoridad competente 

determine como necesario. 

• Con la adición del vocablo "Administrativa" que señale el ámbito de 

competencia sancionadora de la autoridad administrativa. Esta redacción no 

descarta la existencia de Los Bandos de Policla y Buen Gobierno al 

comprenderla como legislación administrativa. 
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